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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 10-2021 

A 

ACCIÓN REIVINDICATORIA DE LA COPROPIEDAD-Falta de legitimación en la 
causa por activa al accionar -no para la comunidad de copropietarios titular del 
derecho- sino tan solo para dos de los condueños. Dado su carácter especial o sui 
generis, la reivindicación de la copropiedad impone cualquiera de estas 
alternativas: (i) que el comunero desposeído en nombre propio interpele a sus pares 
la reivindicación exclusiva de su cuota parte (ii) que el comunero desposeído, en su 
calidad de condueño, actúe en nombre de la comunidad de la que forma parte, para 
recuperar la totalidad de la cosa (iii.) que todos los comuneros ejerzan la acción 
buscando esa restitución global, integrando un litisconsorcio facultativo. 
Interpretación de la demanda: cuando en la primera pretensión se pide que se 
declare «que pertenece en dominio pleno, absoluto, en comunidad y proindiviso el 
derecho de propiedad o dominio, construcción, mejoras y demás anexidades que lo 
conforman”. Se requiere un examen in integrum de la demanda, teniendo presente 
que ante el carácter dispositivo que, en líneas generales, regentan los litigios civiles, 
resulta relevante el principio que gobierna la estructura dialéctica del proceso, 
según el cual «Venite ad factum iura novit curiae», que impone al juez una debida 
comprensión del conflicto presentado a su consideración, a partir de un análisis 
serio, fundado y razonable de su cabal extensión. (SC4746-2021; 25/10/2021) 
 

C 

COMPETENCIA DESLEAL-Pretensión indemnizatoria por actos de 
desorganización y de desviación de la clientela. Conglomerado de compañías de 
naturaleza internacional cancela el contrato al distribuidor único en Colombia, 
cuando aún no tenía designado su reemplazo. Existencia de un acuerdo velado 
previo para trasladar la participación en el mercado de envolturas artificiales para 
productos alimenticios de Griffith Colombia a una competidora, por demás recién 
creada y sin mayor experiencia. Se puede ejercer actos de competencia desleal 
respecto de un solo producto o línea de productos, porque exigir la afectación 
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íntegra de las actividades mercantiles de la víctima es presupuesto no previsto en 
la ley 256 de 1996 para que se configure cualquiera de las modalidades de acto de 

competencia desleal. Una conducta puede englobar varios actos constitutivos de 
competencia desleal. Nada de anómalo se observa en que un dependiente de una 
determinada actividad mercantil, de forma independiente, incursione en el mismo 
ramo y, por ende, entre a competir con su antiguo empleador o contratante, habida 
cuenta que propende por el desarrollo del mercado. Pero este cometido no puede 
servirse de conductas desleales. Competencia desleal de desviación de clientela: la 
desviación de clientela por sí sola no genera competencia desleal al ser connatural 
a la actividad mercantil, pues cada comerciante tiende a captar clientes y 
conservarlos, en la medida en que de ellos pende su actividad. la Ley de 
Competencia Desleal no le otorga la característica, general o específica, de ser acto 
autónomo, es decir, que su acreditación impida la configuración de otra conducta 
tipificada en el capítulo II de la Ley de Competencia Desleal. Artículo 8º ley 256 de 
1996. Competencia desleal de desorganización: interna de la empresa, las 
prestaciones mercantiles o el establecimiento ajeno. Al igual que ocurre con la 
desviación de la clientela, puede ocasionar un daño concurrencial legítimo, que 
debe soportar el actor de un mercado altamente competitivo. Artículo 9º ley 256 de 
1996. (SC4174-2021; 13/10/2021) 
 
CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE CONTENEDOR-Pretensión de pago de los 
cánones adeudados por la arrendataria. Excepción de cosa juzgada: ante proceso 
anterior de restitución de tenencia que dispuso la terminación del contrato por 
mora en el pago de los cánones de arrendamiento, el pago de perjuicios por la 
pérdida de la cosa arrendada en manos de la arrendataria y se abstuvo -por 

improcedente- de la petición de condena al pago de la renta adeudada. Artículo 
1608 numeral 1º C.C. Interpretación contractual: del pago el canon. Se impone la 
búsqueda de la común intención de los contratantes según el artículo 1618 C.C. 
Al lado, de esta regla principal e imperativa, las reglas de los artículos 1619 al 1624 
del C.C. son auxiliares y supletivas. (SC4114-2021; 13/10/2021) 
 
CONTRATO DE FIDUCIA COMERCIAL-Fiduciaria efectúa la dación en pago de los 
bienes fideicomitidos sin autorización de la Junta de la fiduciaria. Interpretación 
del contrato: en materia de interpretación de contratos en general, de investigación 
de su sentido, significado efectivo y genuino, el criterio secular afianzado y reiterado 
muchas veces por la jurisprudencia es el previsto en el artículo 1618 del Código 
Civil. Deficiencia técnica: 1) falta de completitud del ataque del yerro al apreciar 
los elementos de juicio que obran en el proceso. 2) Desenfoque del cargo. En la 
apreciación de las pruebas, error facti in judicando, el sentenciador parte de 
premisas fácticas equivocadas. Se materializa (i) en la desacertada inferencia de la 
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existencia del medio de prueba -tanto para reputarlo como para negarlo-. Y (ii) 
cuando concibe su existencia, de cara la realidad del proceso, pero desfigura su 

contenido. En uno y en otro caso, de manera ostensible y con incidencia decisiva 
en la determinación adoptada. La fundamentación del cargo no puede consistir 
simplemente en presentar el disentimiento del recurrente frente a la apreciación 
probatoria que hizo el Tribunal. (SC4112-2021; 25/10/2021) 
 
CONTRATO DE OBRA-Empresa constructora demanda la declaración de 
existencia del contrato que celebró con la Caja de Compensación Familiar 
Campesina “Comcaja” para adquirir terrenos y construir un colegio. Análisis de la 
excepción de prescripción extintiva que formula la convocada, por el término 
reducido del artículo 8 de la ley 791 de 2002, desde la fecha de liquidación del 
contrato. Procedencia de la aplicación del artículo 41 de la Ley 153 de 1887 para 
la prescripción extintiva. El dispositivo transitorio utilizado en el artículo 41, amén 
del efecto inmediato sin retroactividad, emplea la ultraactividad de la norma con 
un propósito claro: aplicar la ley contentiva del plazo que en el caso en concreto 
acaezca primero, aquél que de forma temprana consolida la situación en curso en 
favor del prescribiente. Tanto la ley antigua como la ley nueva pueden regular 
situaciones jurídicas en curso. Es la voluntad del prescribiente, acorde con la 
solución dada por la regla de tránsito, la que define cuál es el precepto llamado a 
gobernar su prescripción. No es otra diferente sino la que, en concreto, la consolide 
primero. (SC4704-2021; 22/10/2021) 
 

E 

ERROR DE HECHO-Defectos de técnica: 1) en el desarrollo inicial del ataque no 
se cuestionó la errada valoración de medios de convicción que evidenciaran una 
determinación judicial alejada de lo realmente demostrado en el plenario, sino que 
se puso de presente la falta de correspondencia entre lo pedido y lo resuelto, reparo 
cuyo planteamiento procedía con invocación del numeral 3° del artículo 336 del 
Código General del Proceso, es decir, se escogió la vía inadecuada para plantear un 
vicio de incongruencia. 2) cuando un estrado judicial de segunda instancia omite 
pronunciarse acerca de los aspectos sometidos a su conocimiento o los desborda, 
incurre en el vicio de incongruencia y no en vulneración de la ley sustancial por vía 
indirecta, como lo propuso la inconforme. 3) ataque incompleto debido a que el 
reproche no reprueba todos los soportes del fallo criticado. 4) Era forzoso que el 
embate reprochara la tesis del juzgador ad quem, a cuyo tenor se ajusta al 
ordenamiento la terminación unilateral de un acuerdo de voluntades sin justa 
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causa, determinación que careció de censura por la vía extraordinaria y deja ver, 
que el cargo es incompleto. (SC4407-2021; 22/10/2021) 

 
ERROR DE HECHO PROBATORIO-Defectos de técnica de casación: 1) pese a 
argüir el segundo motivo de casación, se olvidó que es base esencial de esta causal 
la trasgresión de una norma sustancial, lo que le imponía indicar las disposiciones 
de esta estirpe que resultaron vulneradas. 2) las argumentaciones plasmadas más 
parecen un alegato de instancia, en la medida que se dedica a enunciar las 
conclusiones que, en el sentir del impugnante, afloran de los testimonios. Ausencia 
de acreditación de yerros trascendentes, notorios, palmarios o manifiestos o que el 
único sentido posible fuera el propuesto por el recurrente. (SC4619-2021; 
15/10/2021) 
 

I 

INCONGRUENCIA-No se configura cuando el ad quem entiende que la pretensión 
deprecada se enmarca dentro de los linderos de la responsabilidad contractual por 
abuso del derecho, sin aludir a la extracontractual, en razón de que la demanda 
fue clara en determinar que los hechos originadores del litigio aludieron a la 
celebración, ejecución y terminación de un acuerdo de voluntades de prestación de 
servicios. (SC4407-2021; 22/10/2021) 
 
INCONGRUENCIA EXTRAPETITA-No se configura el vicio alegado en esta sede, 

en razón de que, siendo cierto que la demandante no incluyó en el capítulo de 
pretensiones de su demanda una petición expresa dirigida a que se declarara a los 
accionados incursos en el acto de competencia desleal de desviación de la clientela, 
no menos real es que en los hechos de ese libelo sí alegó esa situación. El ad quem 
interpretó la demanda, aun cuando no hubo una manifestación expresa, para tener 
como objeto del litigio no sólo lo deprecado en el acápite de pretensiones, sino 
también lo expuesto en los fundamentos de hecho, proceder que no es ajeno al 
deber del funcionario judicial. (SC4174-2021; 13/10/2021) 
 
INCONGRUENCIA FÁCTICA-El principal fundamento de la demanda -como causa 
de la responsabilidad extracontractual- fue la ocupación de un sector del terreno 
de propiedad de la convocante por parte de los demandados, con las obras que 
construyeron para neutralizar el desconfinamiento de la zona, derivada del corte 
del talud que hicieron sin las precauciones necesarias, que implicó la 
desvalorización del mismo. Por el contrario, la sentencia impugnada se ocupó de 
analizar un perjuicio no alegado -el derivado del desconfinamiento del inmueble de 
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la demandante- y, correlativamente, no resolvió sobre el daño efectivamente 
esgrimido, consistente en la ocupación de parte de ese bien, con las obras 

realizadas por los demandados para conjurar esa grave alteración del terreno y de 
los demás de la zona, provocada por ellos mismos. Incluso las sentencias 
denegatorias de las pretensiones pueden ser incongruentes, cuando el fracaso de 
las súplicas se finca en circunstancias fácticas ajenas a la causa petendi, es decir, 
cuando esa determinación se adopta con prescindencia de los verdaderos motivos 
en que se fundó la acción y, por ende, se soporta en unos hechos completamente 
extraños a la controversia. (SC4116-2021; 21/10/2021) 
 
Defecto de técnica: La acusación incurrió en un entremezclamiento de causales 
pues, si bien dijo invocar la causal tercera del artículo 336 del CGP, la 
argumentación destaca el yerro que cometió el ad quem al interpretar el libelo en 
sus pretensiones, pues en ellas no se solicitó la reparación solamente por causa de 
la muerte del paciente sino también de la lesión cerebral sufrida. Adujo que, 
consecuencia de dicho yerro apreciativo, se produjo una sentencia incongruente. 
Sin embargo, lo correcto era encauzar la acusación por la senda indirecta 
consagrada en la causal segunda que refiere al error de hecho por errónea 
apreciación de la demanda. La sentencia impugnada confirmatoria del fallo de 
primer grado que niega las pretensiones de la demanda no es susceptible de 
acusarse con apoyo en la causal de incongruencia. La única hipótesis excepcional 
que abriría paso a analizar la incongruencia de la sentencia absolutoria es cuando 
ella se profiera con fundamento en hechos distintos de los alegados en la demanda. 
El desajuste endilgado a la sentencia de segundo grado está relacionado con las 
pretensiones y a la llamada incongruencia fáctica, que deviene de la interpretación 

del libelo inicial, al desconocer que la solicitud de responsabilidad civil de la 
institución no descansaba de manera exclusiva en la muerte de la víctima, sino 
que también en la lesión cerebral severa e irreversible generada por la hipoxia. Los 
fundamentos de la sentencia deben existir, por regla general, al tiempo de la 
interposición de la demanda, porque aquella decide una situación anterior a esta, 
por lo cual no puede resolver sobre hechos posteriores. Si bien es cierto que la 
sentencia susceptible del recurso de casación puede acusarse por error de hecho 
manifiesto en la apreciación de la demanda (causal segunda). O por no estar en 
consonancia con las pretensiones o hechos de la demanda (causal tercera), estas 
dos formas de ataque no deben ser confundidas ni pueden plantearse en una 
misma demanda -así sea bajo diversos cargos-. (SC4154-2021; 25/10/2021) 
 

N 
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NORMA PROBATORIA-No ostentan este linaje los artículos 16 de la ley 446 de 
1998 y 283 del CGP. (SC4703-2021; 22/10/2021) 

 
No ostenta este linaje el artículo 831 del Código de Comercio. (SC4794-2021; 
27/10/2021) 
 
NORMA SUSTANCIAL-No ostentan este linaje los artículos 1602, 1603, 1618, 
1619, 1621,1624, 1975, 1976 CC. y 167, 225 CGP. (SC4139-2021; 27/10/2021) 
 
NULIDAD PROCESAL-Competencia funcional. Se solicitó la invalidación de la 
sentencia al considerar que se decidió sobre aspectos que no fueron alegados en la 
apelación, específicamente, la conducta de las convocadas a efectos de determinar 
si actuaron rectamente o incurrieron en conductas de competencia desleal. Tal 
alegación, por referirse a la armonía entre el fallo y los reparos planteados en la 
apelación, debió cuestionarse vía incongruencia, sin que fuera dable proponerla 
como una nulidad por falta de competencia funcional. Doctrina probable: 
pronunciarse sobre puntos o extremos del litigio que no fueron materia de la 
apelación -ni están íntimamente conectados con ella- no es un problema de 
competencia funcional del juez ad quem sino un asunto que atañe al derecho 
sustancial que tiene el recurrente para que la resolución de su impugnación no 
toque puntos que no quiso llevar al debate de la segunda instancia. (SC4174-2021; 
13/10/2021) 
 

P 

PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA-De manera puntual se considera que el segmento del 
numeral 4.4.2.2 referente a que «la falta de manifestación de voluntad del 
prescribiente en su favor, en un determinado caso no crea inseguridad. Tampoco 
le da derecho al juez del conflicto para resolverlo discrecionalmente, sino conforme 
al propósito del legislador favoreciendo al prescribiente», deviene impertinente e 
innecesario, por cuanto el problema que allí se plantea es ajeno a lo acontecido en 
el curso de las instancias ordinarias y a los reproches que el impugnante propuso 
por esta vía extraordinaria. La crítica del casacionista al acusar violación directa 
de normas sustanciales se centró en tres aspectos: que el artículo 41 de la Ley 153 
de 1887 gobierna la prescripción adquisitiva y no la extintiva; que esa norma viola 
el principio de igualdad porque le concede al deudor la opción de elegir el término 
extintivo, y que el precepto definitorio del plazo en este caso era el artículo 2356 
del Código Civil, vigente para cuando empezó a correr. De ahí, lo impertinente del 
giro argumentativo enfilado a aquellos eventos en los cuales, quien puede salir 
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favorecido, no invoca el término de prescripción reducido por virtud del tránsito de 
legislación. Aclaración de voto Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque. “El 

argumento que sostiene la tesis de ese apartado del fallo, presenta serias falencias 
que me impiden compartirla, como son: i) desconoce de tajo la literalidad y vigencia 
del artículo 41 de la Ley 153 de 1887, porque aplica indebidamente un criterio de 
interpretación finalista y refiere un sistema normativo comparado sin parar 
mientes en que éste regula el mismo asunto de manera distinta; ii) se afianza en 
un concepto de «favorabilidad» que ampara al prescribiente, ajeno a las relaciones 
jurídicas entre particulares que se rigen por el principio de igualdad, también 
bastión del procedimiento civil, y, iii) pasa por alto los efectos de la prescripción 
extintiva respecto del acreedor. Estimo que las elucubraciones contenidas en el 
segmento de la sentencia del cual me aparto, son extrañas al debate jurídico que 
suscita la resolución de este asunto. De ahí, que ese raciocinio solo constituya 
obiter dictum del fallo por ser complementario, pero en modo alguno hace parte de 
su ratio decidendi al no concernir al thema decidendum propio de la controversia. 
La anterior precisión es importante, por cuanto, en las condiciones descritas, la 
argumentación cuestionada en esta aclaración, no tiene trascendencia para 
erigirse como fundante de doctrina probable en esa materia con carácter vinculante 
en los términos del artículo 4° de la Ley 169 de 1896, toda vez que, se insiste, no 
sirvió de soporte para la resolución de un problema específico planteado en 
casación, por lo que constituye un dicho de paso que resulta completamente 
prescindible al no tener incidencia alguna en el sentido de la decisión. Habrá 
seguramente otra oportunidad en que sea menester abordar el estudio de la 
situación aquí planteada como obiter dictum, porque así lo exija la resolución del 
embate, que ameritará reflexionar con mayor detenimiento al respecto.” (SC4704-

2021; 22/10/2021) 
 
De manera puntual se considera que el segmento del numeral 4.4.2.2 referente a 
que «la falta de manifestación de voluntad del prescribiente en su favor, en un 
determinado caso no crea inseguridad. Tampoco le da derecho al juez del conflicto 
para resolverlo discrecionalmente, sino conforme al propósito del legislador 
favoreciendo al prescribiente», deviene impertinente e innecesario, por cuanto el 
problema que allí se plantea es ajeno a lo acontecido en el curso de las instancias 
ordinarias y a los reproches que el impugnante propuso por esta vía extraordinaria. 
La crítica del casacionista al acusar violación directa de normas sustanciales se 
centró en tres aspectos: que el artículo 41 de la Ley 153 de 1887 gobierna la 
prescripción adquisitiva y no la extintiva; que esa norma viola el principio de 
igualdad porque le concede al deudor la opción de elegir el término extintivo, y que 
el precepto definitorio del plazo en este caso era el artículo 2356 del Código Civil, 
vigente para cuando empezó a correr. De ahí, lo impertinente del giro 
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argumentativo enfilado a aquellos eventos en los cuales, quien puede salir 
favorecido, no invoca el término de prescripción reducido por virtud del tránsito de 

legislación. Aclaración de voto Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque. 
(SC4704-2021; 22/10/2021) 
 

R 

RECURSO DE CASACIÓN-Defectos de técnica: 1) El cargo primero se enfiló por la 
vía directa, pero no cumplió con las exigencias técnicas. Se denunciaron algunas 
normas que para cuando se finiquitó la instancia estaban expresamente derogadas 
(2107 del C.C; 90 del C.P.C.), o que ante el tema objeto de discusión resultan 
impertinentes (2177, 2323, 2525 del C.C.; 1262 del C. de Co.) o no eran las 
llamadas a actuar en el caso (949 C.C.), lo que finalmente hace que la sustentación 
se direccione hacia tópicos ajenos al preciso asunto examinado. 2) Al girar los 
reproches en derredor del artículo 2107 del Código Civil, se adentra en el contrato 
de mandato, en búsqueda de una representación que respecto de la comunidad 
participa de regulación propia, tornando el cargo desenfocado. 3) Circunstancia 
que excede los senderos de la infracción directa: sumergirse en aspectos fácticos, 
como es el análisis que se hizo a la demanda. (SC4746-2021; 25/10/2021) 
 
Defectos de técnica: 1) Se advierte una mixtura de causales pues el demandante 
expuso argumentos de carácter fáctico cuando el reparo debió circunscribirse 
única y exclusivamente a la presencia de errores de juicio sobre la existencia, 

validez, alcance o significado del precepto legal aplicable al caso, sin referencia a 
los hechos debatidos y probados. 2) Lo correcto era encauzar la acusación por la 
senda indirecta consagrada en la causal segunda, que refiere, entre otros, al error 
de hecho por errónea apreciación de determinada prueba. 3) Los defectos no se 
califican si fueron de hecho o de derecho, aun cuando se mencionan dos normas 
probatorias, pero sin la necesaria explicación de la razón de su violación (artículo 
344 CGP). (SC4794-2021; 27/10/2021) 
 
Defectos de técnica: 1) Los cargos imputan trasgresión por la vía directa, pero en 
su desarrollo el impugnante como elemento común a todos, se adentra en juicios 
probatorios, entremezclando indebidamente aspectos propios de la causal primera 
con la segunda, lo que de suyo se encuentra proscrito en la impugnación 
extraordinaria. 2) Pasa por alto, que característica fundamental de la vía directa es 
que el contradictor viene aceptando a plenitud las conclusiones fácticas deducidas 
por el Tribunal y lo rebatido es la selección normativa realizada para la resolución 
del caso bien porque hizo actuar las que no correspondían o dejó de aplicar las que 
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por la naturaleza del caso estaban llamadas a gobernar la decisión, ora la 
interpretación que de aquellas disposiciones realizó. 3) en el caso particular del 

primer reparo no se cumplió con la exigencia de citar las normas de carácter 
sustancial que resultaron trasgredidas.4) el opugnador, a más que 
inapropiadamente dirigió sus reproches a la apreciación de algunos elementos 
demostrativos, no explicó cómo la sentencia del Tribunal transgredió las normas 
que citó en tales cargos, amen que su sola enunciación sin proveer de argumentos 
que esclarezcan la manera como estas fueron desconocidas por el ad quem resulta 
insuficiente para quebrar la presunción de legalidad y acierto que precede a la 
decisión criticada. 4) la quinta censura no reprueba aspectos de aducción, 
incorporación o idoneidad de la prueba, sino a las conclusiones que adoptó el 
tribunal de su valoración, a consecuencia de una presunta apreciación equivocada 
de dos puntuales medios de convicción allegados (i) el contrato de «arrendamiento» 
incorporado a las diligencias y (ii) los testimonios e interrogatorios recepcionados, 
bajo el supuesto de haber suplido estos a aquel, dejando el asunto en el campo del 
error de hecho. (SC4139-2021; 27/10/2021) 
 
RESCISIÓN POR LESIÓN ENORME-De la partición de la sociedad conyugal. 
Carácter dispositivo de la sociedad conyugal -al condicionar su existencia a la 
ausencia de pacto en contrario-. Se faculta a las partes, no solo a modificar el 
régimen económico de la comunidad, sino también a impedir su surgimiento -todo 
ello como una clara manifestación de la autonomía de la voluntad-. Las 
capitulaciones son un acuerdo privado entre las partes, que recae sobre aspectos 
meramente económicos -que conciernen únicamente a los futuros contrayentes. Y 
que, por tanto, son renunciables. Según lo expuesto en el numeral 2º del artículo 

1838 del CC, la renuncia a gananciales en la sociedad conyugal puede rescindirse 
si se prueba que el consorte ha «sido inducid[o] a renunciar por engaño o por un 
justificable error acerca del verdadero estado de los negocios sociales». Carga de la 
prueba: insuficiencia probatoria de los elementos constitutivos del dolo. 
Fundamentación de la prueba pericial: en primera instancia se practicó conforme 
al Código de Procedimiento Civil. En la alzada se tramitó por el CGP, de 
conformidad con lo establecido en el literal c) de artículo 625 del CGP. (SC4115-
2021; 25/10/2021) 
 
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Pretensión indemnizatoria por 
fallecimiento en accidente aéreo. Cuantificación, liquidación y actualización de 
lucro cesante y perjuicios morales. Actualización del salario base al momento del 
accidente. El resarcimiento debe ser concreto, pleno y en equidad. Además, debe 
extenderse hasta el momento del pago y reclama aplicar los criterios técnicos 
actuariales en su valoración. Lucro cesante consolidado y futuro: la base de la 
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liquidación -amén de desactualizada- se redujo a la mitad. Lo único que debía 
restarse era la cuarta parte estimada como gastos personales del fallecido. La 

infracción provino de la falta de aplicación del inciso 2º del artículo 283 del Código 
General del Proceso. La depreciación monetaria correspondía hacerla para el 
momento de resolver la alzada. Los criterios técnicos actuariales aceptados por la 
jurisprudencia imponen aplicar la corrección monetaria previamente a la 
deducción del porcentaje de gastos propios del causante. Además, en una sola 
oportunidad. Sin embargo, la indexación se aplicó después y no antes de restar el 
25% destinado por el occiso “para sus gastos personales”. Cuando fallece el 
progenitor, la indemnización del lucro cesante en favor de los hijos se extiende 
hasta la edad de 25 años. Lucro cesante futuro de la cónyuge supérstite: se omitió 
acrecer la cuota una vez sus hijas alcanzaran la edad hasta la cual habrían de 
recibir la ayuda de su padre fallecido. En materia indemnizatoria, el acrecimiento, 
se trata de una garantía frente a los integrantes del núcleo familiar que perdieron 
su soporte económico debido al deceso del progenitor. Responde al principio de 
solidaridad parental, a la equidad y al resarcimiento integral de quien aún conserve 
su derecho a percibir la ayuda pecuniaria arrebatada con el hecho dañoso. En la 
dogmática jurídica de la responsabilidad civil, daño y perjuicio no responden a lo 
mismo, son categorías diferentes pero complementarias. Se actualizan perjuicios 
morales en $47.472.181, para cada uno de los demandantes. (SC4703-2021; 
22/10/2021) 
 
Pretensión indemnizatoria que formula Dragados Hidráulicos S.A. frente a la 
Aseguradora Colseguros S.A., por los perjuicios materiales que se causaron ante la 
pérdida y desaparición de la Draga Caño Limón. Ausencia de acreditación de: (i) el 

daño como reducción patrimonial originada en la pérdida de una draga funcional, 
así como del lucro cesante por la imposibilidad de explotación; (ii) el hecho culposo 
en la desatención del deber de cuidado de la demandante por permitir el extravío 
de la draga y abstenerse de restituirla; y (iii) el nexo causal del daño como fruto de 
la infracción del deber de custodia. Frente al pedimento para que la demandada 
sea condena a reponer un navío operativo -por equivalente dinerario- así como los 
frutos que tuvo la aptitud de producir, en el juicio únicamente se demostró el 
reflotamiento de un armatroste inoperativo fruto del desvalijamiento y hundimiento 
por un largo período, que de manera alguna puede equipararse a un activo 
funcional. Estándar de conducta exigible a la aseguradora convocada: 
comportamiento de forma diligente, cautela y precaución para adelantar cada una 
de las actuaciones, ajustándose a criterios de buena fe objetiva. Fue más allá de 
sus deberes contractuales para salvaguardar el navío siniestrado, pagando a un 
tercero los costos de muellaje, vigilancia, administración. Se descarta el error de 
conducta atribuido a la aseguradora o la desatención al deber de restitución, pues 
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la causa eficiente de la pérdida de las piezas metálicas reflotadas se centró en la 
negligencia de la demandante, en tanto que la propietaria no hizo ningún 

seguimiento a la condición del bien, ni tomó correctivos oportunos para evitar las 
consecuencias ambientales negativas que se estaban generando. (SC4455-2021; 
26/10/2021) 
 
RESPONSABILIDAD MÉDICA-Pretensión indemnizatoria por fallecimiento de 
paciente que se somete a procedimiento quirúrgico-sin contar con el respaldo de la 
comunidad científica- para el control de la obesidad, denominado «surset gástrico 
de Sales». Acreditación de la culpa y de la relación causal. Infracción a la lex artis 
ad hoc: el fundamento de la responsabilidad civil del médico es la culpa, conforme 
la regla general que impera en el sistema jurídico de derecho privado colombiano. 
Indicio de negligencia médica: historia clínica elaborada por el médico convocado, 
que no registra de forma expresa el tipo particular de la intervención, sino que la 
denomina de manera general como «cirugía bariátrica». Omisión de la mención de 
la información que se suministra al paciente, con relación a los riesgos 
particulares, ventajas o desventajas específicas respecto a otros tratamientos para 
la obesidad. Apreciación probatoria de testigo técnico y perito: cuando ofrecen 
conclusiones sin ningún tipo de razones de respaldo. El juzgador debe contar con 
elementos de juicio que le permitan determinar -a partir de bases objetivas- el 
grado de credibilidad que ameritan las afirmaciones. Nexo de causalidad: entre la 
conducta del convocado -el haber practicado un procedimiento no avalado por la 
comunidad médica- y el fallecimiento del paciente, que sobrevino por una sepsis 
generalizada con foco principal en su sistema respiratorio. De las múltiples 
directivas jurídicas que guían la selección de las condiciones antecedentes para la 

producción del daño, la jurisprudencia suele valerse explícita o implícitamente de 
la causa adecuada. (SC4425-2021; 05/10/2021) 
 

S 

SOCIEDAD CONYUGAL-Sanción por el ocultamiento o distracción mal 
intencionados de los bienes sociales de que trata el artículo 1824 del Código Civil. 
El supuesto normativo consagra dos elementos de naturaleza subjetiva, en la 
medida en que la infracción solo puede provenir del otro cónyuge o de sus 
herederos, cuya actuación, además, debe ser de carácter doloso, es decir, con un 
claro fin defraudatorio. Y objetivamente, se requiere demostrar que los bienes 
hacen parte de la masa de la sociedad conyugal y que, en efecto, han sido ocultados 
o distraídos de aquella, por ese actuar artificioso o amañado del otro cónyuge o de 
sus herederos. Error de hecho por apreciación probatoria: falta de claridad y 
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concreción al momento de identificar el problema jurídico a resolver, de cara a los 
supuestos que debe acreditar quien promueva la acción, que atañen a la calidad 

de los infractores -cónyuge supérstite o herederos-, así como al dolo que pueda 
predicarse de su conducta, a que el bien sea de carácter social y haya sido 
«ocultado» o «distraído» de la masa de bienes de la sociedad conyugal. (SC4137-
2021; 07/10/2021) 
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GACETA DE JURISPRUDENCIA 
Providencias Sala de Casación Civil 

N° 10-2021 

SC4425-2021 

 

RESPONSABILIDAD MÉDICA-Pretensión indemnizatoria por fallecimiento de paciente que 

se somete a procedimiento quirúrgico-sin contar con el respaldo de la comunidad científica- 
para el control de la obesidad, denominado «surset gástrico de Sales». Acreditación de la 

culpa y de la relación causal. Infracción a la lex artis ad hoc: el fundamento de la 

responsabilidad civil del médico es la culpa, conforme la regla general que impera en el 

sistema jurídico de derecho privado colombiano. Indicio de negligencia médica: historia 

clínica elaborada por el médico convocado, que no registra de forma expresa el tipo 
particular de la intervención, sino que la denomina de manera general como «cirugía 

bariátrica». Omisión de la mención de la información que se suministra al paciente, con 

relación a los riesgos particulares, ventajas o desventajas específicas respecto a otros 

tratamientos para la obesidad. Apreciación probatoria de testigo técnico y perito: cuando 

ofrecen conclusiones sin ningún tipo de razones de respaldo. El juzgador debe contar con 

elementos de juicio que le permitan determinar -a partir de bases objetivas- el grado de 
credibilidad que ameritan las afirmaciones. Nexo de causalidad: entre la conducta del 

convocado -el haber practicado un procedimiento no avalado por la comunidad médica- y 

el fallecimiento del paciente, que sobrevino por una sepsis generalizada con foco principal 

en su sistema respiratorio. De las múltiples directivas jurídicas que guían la selección de 

las condiciones antecedentes para la producción del daño, la jurisprudencia suele valerse 
explícita o implícitamente de la causa adecuada. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Dicho en términos diferentes, significa que la providencia debe aniquilarse cuando 

aparezca claro que “se estrelló violentamente contra la lógica o el buen sentido común, 

evento en el cual no es nada razonable ni conveniente persistir tozudamente en el 
mantenimiento de la decisión so pretexto de aquella autonomía: G. J., T. CCXXXI, página 

644, SC 21 feb. 2012, rad. 2004-00649-01, reiterada en SC131-2018.  

2) Partiendo de la base de que la discreta autonomía de los juzgadores de instancia en la 

apreciación de las pruebas conduce a que los fallos lleguen a la Corte amparados en la 

presunción de acierto, es preciso subrayar que los errores de hecho que se les endilga deben 
ser ostensibles o protuberantes para que puedan justificar la infirmación del fallo, 

justificación que por lo tanto no se da sino en tanto quede acreditado que la estimación 

probatoria propuesta por el recurrente es la única posible frente a la realidad procesal, 

tornando por lo tanto en contraevidente la formulada por el juez; por el contrario, no 

producirá tal resultado la decisión del sentenciador que no se aparta de las alternativas de 

razonable apreciación que ofrezca la prueba o que no se impone frente a ésta como 
afirmación ilógica y arbitraria, es decir, cuando sólo se presente apenas como una 

posibilidad de que se haya equivocado: SC, 8 sep. 2011, rad. 2007-00456-01.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4425-2021-2017-00267-01.pdf
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3) Suficientemente es conocido, en el campo contractual, que la responsabilidad médica 

descansa en el principio general de culpa probada, salvo cuando en virtud de estipulaciones 
especiales de las partes (artículo 1604, in fine, Código Civil, se asumen, por ejemplo, 

obligaciones de resultado: SC7110-2017.  

4) De allí que una historia clínica irregular, mal confeccionada, inexistente, con 

abreviaturas, tachones, intercalaciones y demás anomalías, o que sea incomprensible, 

puede ser un indicio grave de negligencia profesional porque en sí misma, tal irregularidad 

es constitutiva del incumplimiento de una obligación determinada, que es la de llevarla 
correctamente: SC de 17 nov 2011, rad. n°. 1999-00533-01, SC5641-2018.  

5) En otros términos, en el caso frecuente de la pluralidad de causas basta -para establecer 

la relación de causalidad- que aparezca que sin la culpa del demandado no se habría 

producido el daño. Y como en esa misma hipótesis de pluralidad de causas, cada una de 

estas ha producido el daño en su totalidad y no simplemente en una fracción, puesto que 
el daño no se habría producido sin la existencia de cada una de tales causas, es obvio que 

quien creó culpablemente una de las condiciones sin las cuales no habría habido perjuicio, 

está obligado a la reparación total del daño, salvo que entre las otras causas figure una 

culpa de la víctima, caso en el cual se reparte la reparación. Ello significa que una conducta 

o actividad podrá ser considerada como condición necesaria de un hecho dañoso siempre 

que la falta de aquella conducta o actividad hubiera conllevado que el hecho dañoso no 
acaeciera. El mismo raciocinio puede replicarse en tratándose de conductas omisivas, solo 

que, en estos casos, el examen contrafáctico consistirá en elucidar si la participación 

(exigible, o lícitamente esperable) del demandado en el curso de los acontecimientos, habría 

impedido que ocurriera el daño. En nuestro medio, la Corte se decantó por esta teoría desde 

la sentencia SC, 17 dic. 1935, G. J. XLIII, pp. 305-306.  
6)Aun cuando el hecho causa y el hecho resultado pertenecen al mundo de la realidad 

natural, el proceso causal va a ser en definitiva estimado de consuno con una norma 

positiva dotada de un juicio de valor, que servirá de parámetro para mensurar 

jurídicamente ese encadenamiento de sucesos. Para la debida comprensión del problema, 

ambos niveles no deben confundirse. De este modo, las consecuencias de un hecho no 

serán las mismas desde el punto de vista empírico que con relación al área de la juridicidad. 
En el iter del suceder causal el plexo jurídico sólo toma en cuenta aquellos efectos que 

conceptúa relevantes en cuanto pueden ser objeto de atribución normativa, de conformidad 

con las pautas predeterminadas legalmente, desinteresándose de los demás eslabones de 

la cadena de hechos que no por ello dejan de tener, en el plexo ontológico, la calidad de 

‘consecuencias’: SC13925-2016.  
7) Junto con el concepto de culpa, la idea de justicia correctiva ha sido uno de los pilares 

sobre los cuales se ha construido el concepto de atribución de responsabilidad en el derecho 

occidental, consistiendo ella en el restablecimiento de la igualdad que ha sido rota por el 

hecho lesivo. La justicia correctiva apareja una relación obligatoria entre el responsable y 

la víctima porque aquél ha causado un daño mediante la infracción de un deber, en tanto 

que ésta tiene derecho a ser restablecida a la situación anterior: SC, 19 dic. 2012, rad. 
2006-00094-01.  

8) El criterio que se expone y que la Corte ha acogido, da a entender que en la indagación 

que se haga, obviamente luego de ocurrido el daño debe realizarse una prognosis que dé 
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cuenta de los varios antecedentes que hipotéticamente son causas, de modo que con la 

aplicación de las reglas de la experiencia y del sentido de razonabilidad a que se aludió, se 
excluyan aquellos antecedentes que solo coadyuvan al resultado pero que no son idóneos 

per se para producirlos, y se detecte aquél o aquellos que tienen esa aptitud: SC, 26 sep. 

2002, rad. 6878.  

9) La prosperidad de la acusación, cuando se denuncia la eventual comisión de un error de 

hecho atribuible al tribunal, solo puede abrirse paso cuando se pone en evidencia, de 

manera palpable, que la reconstrucción sobre los hechos que hizo el juzgador de segundo 
grado es completamente absurda, infundada y alejada por completo de lo que dejan ver los 

medios de convicción, porque las pruebas fueron, ya pretermitidas, ora supuestas, o porque 

se traicionó su contenido material, haciéndolas decir lo que no dicen. Cualquier otro intento 

por erosionar el fallo con base en interpretaciones posibles de los medios de convicción que 

obran en el expediente, resulta infructífero, en tanto que la argumentación que se debe 
traer a la Corte no se debe limitar a emular al tribunal en la elaboración de una lectura de 

la prueba con la pretensión de que sea más aguda y perspicaz, ni debe contentarse con 

demostrar que existe otra posible representación de los hechos, sino que el casacionista 

debe ofrecer la que por fuerza de la razón es la única interpretación posible y que, además, 

el tribunal no vio: SC 25-2010, exp. 1998-00467-01, SC, 15 abr. 2011, rad. 2006-00039-

01. FUENTE DOCTRINAL- SOLE-FELIÚ, Jordi. Lex artis y estándar de diligencia en la culpa 
médica. En: GARCÍA, María y MORESO, Josep (Dir.). Conceptos multidimensionales del 

derecho. Ed. Reus, Madrid. 2020, p. 671. PREVOT, Juan. El Problema de la relación de 

causalidad en el derecho de la responsabilidad civil. Revista Chilena de Derecho Privado, 

n.º 15. 2010, pp. 143-178. HONORÉ, Tony. Condiciones necesarias y suficientes en la 

responsabilidad extracontractual. Revista Chilena de Derecho, Vol. 40, n.º 3. 2013, pp. 
1073-1097. LAURIE, Paul. Counterfactual theories. En HITCHCOCK, Cristopher, et. al. The 

Oxford book of ca ACCIARRI, Hugo. La relación de causalidad y las funciones del derecho 

de daños. Buenos Aires, Abeledo Perrot. 2009, p. 35. ACCIARRI, Hugo. La relación de 

causalidad y las funciones del derecho de daños. Buenos Aires, Abeledo Perrot. 2009, p. 

35. HART, H.L.A., & HONORÉ, Tony. Causation in law. Oxford, Oxford University Press. 

1985, p. 115. usation. Oxford, Oxford University Press. 2009, pp. 164-209). ALTERINI, 
Atilioen su obra Responsabilidad Civil (Buenos Aries, Abeledo Perrot. 1992, p. 144). 

ALEXANDER, Larry. Causation and Corrective Justice: Does Tort Law Make Sense? Law 

and Philosophy, Vol. 6, n. º 1. Abril de 1987, pp. 1-23. En: https: www.jstor.org stable 

3504677). MOSSET-ITURRASPE, Jorge. La relación de causalidad en la responsabilidad 

extracontractual. Revista Latinoamericana de Derecho. 2004, pp. 357-380. MAZEAUD, 
Henry (et. al.). Tratado teórico práctico de la responsabilidad civil delictual y contractual 

Tomo II. Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América. 1962, p. 19. MARTIN-CASALS, 

Miquel. Acotaciones sobre la relación de causalidad y el alcance de la responsabilidad desde 

una perspectiva comparada. En: SANTOS, María, et al. (Dir.). Nuevos retos del Derecho de 

daños en Iberoamérica. Ed. Tirant lo Blanch, Valencia. 2020, pp. 225. 

 
ASUNTO: 

Se pidió declarar que los demandados son civilmente responsables por el fallecimiento de 

Julio y que, en consecuencia, deben indemnizar los daños patrimoniales y 
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extrapatrimoniales causados a los demandantes como secuela de ese evento, por los 

conceptos de daño moral y «afectación a los derechos constitucionales amparados». El 
doctor Sales Puccini intervino a Julio en la Clínica Altos de San Vicente Ltda., de la ciudad 

de Barranquilla, realizando un «irregular» procedimiento quirúrgico para el control de la 

obesidad, denominado «surset gástrico de Sales», que habría sido «inventado» por dicho 

facultativo, y que «no cuenta con el aval de la comunidad científica», que habría sido 

diseñado por el propio convocado, y que él mismo describió en un artículo académico de su 

autoría, publicado en la Revista Colombiana de Cirugía, que recoge el dictamen pericial 
aportado por los convocantes. El a quo dispuso: (i) exonerar de responsabilidad a la Clínica 

Altos de San Vicente y a su llamada en garantía; (ii) condenar al demandado Sales Puccini 

a indemnizar los daños patrimoniales y extrapatrimoniales causados a Ana, Juan Pablo, 

César y John Jairo; (iii) negar el reconocimiento del daño moral solicitado por los hermanos 

del occiso; (iv) desestimar el llamamiento en garantía formulado por el médico demandado 
contra Seguros del Estado S.A.; y (v) declarar probada la objeción al juramento estimatorio. 

El ad quem modificó lo dispuesto, con el propósito de reconocer, en favor de cada uno de 

los hermanos del fallecido una indemnización a título de daños morales y de precisar que 

la sanción impuesta en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 206 del CGP, favorece 

al Consejo Superior de la Judicatura, no a los demandados. En lo demás confirmó. Con 

fundamento en la causal que consagra en el artículo 336 numeral 2º del CGP, se formuló 
como cargo único en casación la violación indirecta de «los artículos 1616 y 2341 del Código 

Civil», todos por indebida aplicación, dado que el tribunal encontró probados, sin estarlo, 

tanto (i) «la culpa del Dr. Sales Puccini, derivada de haber realizado un Surset de Sales o 

una cirugía bariátrica por plicatura gástrica», como (ii) «el nexo de causalidad producto de 

haber sido supuestamente el procedimiento (Surset de Sales) lo que generó la fístula 
gastropleural que produjo al paciente una neumonía prolongada y posterior septicemia». 

La Sala Civil no casa la decisión impugnada. 
 
M. PONENTE    : LUIS ALONSO RICO PUERTA 

NÚMERO DE PROCESO    :  08001-31-03-010-2017-00267-01 
PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA, SALA CIVIL FAMILIA 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4425-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 05/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

 
SC4137-2021 

 
SOCIEDAD CONYUGAL-Sanción por el ocultamiento o distracción mal intencionados de 

los bienes sociales de que trata el artículo 1824 del Código Civil. El supuesto normativo 

consagra dos elementos de naturaleza subjetiva, en la medida en que la infracción solo 
puede provenir del otro cónyuge o de sus herederos, cuya actuación, además, debe ser de 

carácter doloso, es decir, con un claro fin defraudatorio. Y objetivamente, se requiere 

demostrar que los bienes hacen parte de la masa de la sociedad conyugal y que, en efecto, 

han sido ocultados o distraídos de aquella, por ese actuar artificioso o amañado del otro 

cónyuge o de sus herederos. Error de hecho por apreciación probatoria: falta de claridad y 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4137-2021-2015-00125-01.pdf
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concreción al momento de identificar el problema jurídico a resolver, de cara a los 

supuestos que debe acreditar quien promueva la acción, que atañen a la calidad de los 
infractores -cónyuge supérstite o herederos-, así como al dolo que pueda predicarse de su 

conducta, a que el bien sea de carácter social y haya sido «ocultado» o «distraído» de la masa 

de bienes de la sociedad conyugal. 

 

Fuente formal:  

Artículos 63, 769, 1516, 1824 CC.  
Artículo 1° Ley 28 de 1932.  

Artículo 83 CPo.  

Artículo 336 numeral 2o CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) La sanción prevista en el precepto transcrito es la condigna de una intención fraudulenta 

o dolosa atribuida a uno de los cónyu¬ges, orientada a hacer que el otro no tenga o se le 

dificulte tener - lo que le corresponda a propósito de la liquidación de la sociedad conyugal. 

Ese proceder se refleja en la ocultación o distracción de alguna cosa perteneciente al haber 

social. Atendida, pues, la regla de hermenéutica consistente en que "las palabras de la ley 

se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas palabras” 
-art. 28 C. C.-, se infiere - que la sanción de la que se trata está destinada a reprimir aquella 

conducta dolosa del cónyuge con la que se busca defraudar al otro con desmedro de sus 

intereses en la partición de los bienes sociales valiéndose ya de actos u omisiones que se 

acomodan al significado de la ocultación, u ora distrayendo bienes, esto es, alejándolos de 

la - posibilidad de ser incorporados en la masa partible, como se puede considerar todo 
acto de disposición de los mismos que conduzca a disminuir la masa de bienes sociales o 

a hacer dispendiosa o imposible su recuperación por parte del cónyuge afectado: SC 14 dic. 

1990.  

2) No basta «que el encubrimiento tenga ocurrencia, sino que aflora indispensable el 

ingrediente subjetivo, razón por la cual es necesario probar la ocultación o la distracción 

intencional de bienes pertenecientes a la sociedad conyugal: SC 1° abr. 2009, exp. 2001-
13842-01.  

3) La disposición, cuya ratio legis, se orienta a preservar y tutelar la plenitud, igualdad e 

integridad de los cónyuges en lo atañedero a sus derechos en la sociedad conyugal formada 

por el vínculo matrimonial, sanciona el acto doloso de ocultamiento o distracción de los 

bienes sociales celebrado o ejecutado por uno de ellos o por sus herederos, y presupone 
para su aplicación la plena demostración fáctica, clara e inequívoca con pruebas 

oportunamente allegadas al proceso y sujetas a contradicción, no sólo de la calidad jurídica 

del sujeto, del bien social y de la ocultación o distracción, sino del dolo, o sea, el designio 

de defraudar, perjudicar o causar daño, y éste igualmente debe probarse porque sólo se 

presume en los casos expresamente disciplinados por el ordenamiento (artículo 1516 

Código Civil). Es menester, en consecuencia, la diáfana conciencia en el cónyuge o sus 
herederos sobre la naturaleza social de la cosa, esto es, la pertenencia del bien, derecho o 

interés a la sociedad conyugal, así como su intención de generar un daño o perjuicio al otro 

consorte con el acto de ocultación o distracción, más aún si se procura “reprimir aquella 
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conducta dolosa del cónyuge con la que se busca defraudar al otro con desmedro de sus 

intereses en la partición de los bienes sociales, valiéndose ya de actos u omisiones que se 
acomodan al significado de la ocultación, u ora distrayendo bienes, esto es, alejándolos de 

la posibilidad de ser incorporados en la masa partible, como se puede considerar todo acto 

de disposición de los mismos que conduzca a disminuir la masa de bienes sociales o a hacer 

dispendiosa o imposible su recuperación por parte del cónyuge afectado” (cas. civ. sentencia 

de 14 de diciembre de 1990), y por ello es necesario probar la ocultación o la distracción 

intencional de bienes pertenecientes a la sociedad conyugal (cas. civ. sentencia de 1° de 
abril de 2009, exp. 2001-13842-01), SC 10 ago. 2010, exp. 1994-04260-01.  

4) Error de hecho en la apreciación probatoria: en el error de hecho la equivocada 

experiencia de contemplación de la prueba, lleva al juzgador a suponer su existencia, 

cuando nada registra el expediente, o a negar aquella que ciertamente se manifiesta en los 

autos, o a cambiarle el sentido material a las que contempla objetivamente, todo, claro está, 
en perjuicio de una reconstrucción fidedigna y convincente sobre los eventos sucedidos, 

que sirva por lo tanto al propósito de desatar correctamente la contienda. Para ponerlo, en 

otros términos, a la hora de verificar si los enunciados fácticos propuestos por las partes 

son veraces, el juez realiza varias actividades, subsecuentes y complementarias. Primero, 

desde una perspectiva meramente ontológica, percibe los elementos de juicio que por 

iniciativa de las partes o de oficio arribaron al proceso y, luego, toma la información que de 
ellos emerge y la analiza, con el fin de darle un sentido que consulte los postulados de la 

sana crítica, para, ahí sí, llegar a una conclusión razonable y convincente sobre la 

ocurrencia efectiva de un hecho. Puestas de ese modo las cosas, el error de hecho se 

presenta sólo en el primero de esos pasos, es decir, en el momento en que el juez se hace a 

la imagen de lo que efectivamente obra en el expediente, ya sea porque esa imagen se queda 
corta, porque es excesiva o porque, en todo caso, está distorsionada, casos todos en los 

cuales no hay una correspondencia con la realidad. Entonces, la irregularidad ha de 

buscarse en el juicio de existencia objetiva de la información que emerge del proceso, y no 

en su valoración: SC 15 abr. 2011, exp. 2006-00039-01. 

 

Fuente doctrinal:  
Diez - Picazo, Luis. Fundamentos del Derecho Civil Patrimonial. Vol. I, ed. 5°, Madrid, 1996, 

pág. 170. 

 

ASUNTO:  

Con soporte en el artículo 1824 del Código Civil, Dorian y Karen Mejía Franco, como hijos 
y herederos de Rosa Franco de Crescenzi, demandaron a Alba Luz Gómez Montes como 

adquirente de los derechos herenciales de María Rosario Crescenzi-sobrina y heredera de 

Antonio de Antonio Crescenzi D’Alessandro y a los herederos indeterminados de éste 

último, quien fuera el cónyuge sobreviviente de la madre de los demandantes, con miras a 

que se declarara que deben «perder y devolver dobladas», entre otros bienes, las 660 partes 

de interés social que al momento de la muerte de Rosa Franco de Crescenzi poseía su 
cónyuge en la sociedad Mejía Franco y Cía. Ltda. Aducen que, desde el fallecimiento de su 

esposa, Antonio efectuó maniobras fraudulentas para sustraer bienes de la sociedad 

conyugal y específicamente, dentro del proceso sucesorio de aquella que se adelanta ante 
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el Juzgado Cuarto de Familia de Barranquilla, en la etapa de inventarios y avalúos omitió 

relacionar los bienes referidos en las pretensiones de la demanda, de donde se infiere su 
actuar doloso y temerario. El a quo accedió las pretensiones, con fundamento en el 

ocultamiento y el ad quem confirmó la decisión, a partir de la figura de la distracción. Como 

cargo único en casación se acusó la sentencia de ser violatoria en forma indirecta de los 

artículos 1824 y 1516 del Código Civil, como consecuencia de error de hecho manifiesto y 

trascendente en la apreciación de las pruebas, por «falso juicio de existencia» de medios 

probatorios y suposición. La Sala casa la sentencia impugnada y revoca parcialmente la 
decisión de primera instancia. 
 
M. PONENTE    : OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE  

NÚMERO DE PROCESO   : 08001-31-03-011-2015-00125-01 
PROCEDENCIA    : TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA, SALA CIVIL FAMILIA 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4137-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : CASACIÓN 
FECHA     : 07/10/2021 

DECISIÓN : CASA y REVOCA PARCIALMENTE  

 
 

SC4174-2021 

 
COMPETENCIA DESLEAL-Pretensión indemnizatoria por actos de desorganización y de 

desviación de la clientela. Conglomerado de compañías de naturaleza internacional cancela 
el contrato al distribuidor único en Colombia, cuando aún no tenía designado su reemplazo. 

Existencia de un acuerdo velado previo para trasladar la participación en el mercado de 

envolturas artificiales para productos alimenticios de Griffith Colombia a una competidora, 

por demás recién creada y sin mayor experiencia. Se puede ejercer actos de competencia 

desleal respecto de un solo producto o línea de productos, porque exigir la afectación íntegra 
de las actividades mercantiles de la víctima es presupuesto no previsto en la ley 256 de 

1996 para que se configure cualquiera de las modalidades de acto de competencia desleal. 

Una conducta puede englobar varios actos constitutivos de competencia desleal. Nada de 

anómalo se observa en que un dependiente de una determinada actividad mercantil, de 

forma independiente, incursione en el mismo ramo y, por ende, entre a competir con su 

antiguo empleador o contratante, habida cuenta que propende por el desarrollo del 
mercado. Pero este cometido no puede servirse de conductas desleales. Competencia desleal 

de desviación de clientela: la desviación de clientela por sí sola no genera competencia 

desleal al ser connatural a la actividad mercantil, pues cada comerciante tiende a captar 

clientes y conservarlos, en la medida en que de ellos pende su actividad. la Ley de 

Competencia Desleal no le otorga la característica, general o específica, de ser acto 
autónomo, es decir, que su acreditación impida la configuración de otra conducta tipificada 

en el capítulo II de la Ley de Competencia Desleal. Artículo 8º ley 256 de 1996. Competencia 

desleal de desorganización: interna de la empresa, las prestaciones mercantiles o el 

establecimiento ajeno. Al igual que ocurre con la desviación de la clientela, puede ocasionar 

un daño concurrencial legítimo, que debe soportar el actor de un mercado altamente 

competitivo. Artículo 9º ley 256 de 1996. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4174-2021-2013-11183-01.pdf
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NULIDAD PROCESAL-Competencia funcional. Se solicitó la invalidación de la sentencia al 

considerar que se decidió sobre aspectos que no fueron alegados en la apelación, 
específicamente, la conducta de las convocadas a efectos de determinar si actuaron 

rectamente o incurrieron en conductas de competencia desleal. Tal alegación, por referirse 

a la armonía entre el fallo y los reparos planteados en la apelación, debió cuestionarse vía 

incongruencia, sin que fuera dable proponerla como una nulidad por falta de competencia 

funcional. Doctrina probable: pronunciarse sobre puntos o extremos del litigio que no 

fueron materia de la apelación -ni están íntimamente conectados con ella- no es un 
problema de competencia funcional del juez ad quem sino un asunto que atañe al derecho 

sustancial que tiene el recurrente para que la resolución de su impugnación no toque 

puntos que no quiso llevar al debate de la segunda instancia. 

 

INCONGRUENCIA EXTRAPETITA-No se configura el vicio alegado en esta sede, en razón 
de que, siendo cierto que la demandante no incluyó en el capítulo de pretensiones de su 

demanda una petición expresa dirigida a que se declarara a los accionados incursos en el 

acto de competencia desleal de desviación de la clientela, no menos real es que en los 

hechos de ese libelo sí alegó esa situación. El ad quem interpretó la demanda, aun cuando 

no hubo una manifestación expresa, para tener como objeto del litigio no sólo lo deprecado 

en el acápite de pretensiones, sino también lo expuesto en los fundamentos de hecho, 
proceder que no es ajeno al deber del funcionario judicial. 

 

Fuente formal:  

Artículos 624 y 625 numeral 5º CGP.  

Artículo 336 numerales 3º, 5º CGP.  
Artículo 281 CGP.  

Artículo 333 CPo.  

Artículo 1º 1ey 155 de 1959.  

Artículo 47,48, 50 Decreto 2153 de 1992.  

Artículo1o ley 1340 de 2009.  

Decisión 285 de 21 de marzo de 1991 de la Comunidad Andina de Naciones. Artículo 10 
bis del Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial.  

Artículo 65 Ley 31 de 1925.  

Artículos 20, 21 Ley 59 de 1936.  

Artículos 19 numeral 6º, 75, 76, 77 Ccio.  

Artículo 7º Ley 256 de 1996.  
Artículo 10 bis numerales 1º, 2º Ley 178 de 1994.  

Artículo 98 inciso 2º Ccio.  

Artículo 176 CGP. Artículo 27 CC.  

Artículo 349 inciso final CGP.  

Artículo 365 numeral 1º CGP. 

 
Fuente jurisprudencial:  

1) Doctrina probable: pronunciarse sobre puntos o extremos del litigio que no fueron 

materia de la apelación -ni están íntimamente conectados con ella- no es un problema de 
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competencia funcional del juez ad quem sino un asunto que atañe al derecho sustancial 

que tiene el recurrente para que la resolución de su impugnación no toque puntos que no 
quiso llevar al debate de la segunda instancia. De ahí que cuando se pretenda atacar la 

sentencia de segunda instancia susceptible de recurso de casación por violación al principio 

de la no reformatio in pejus, tal acusación deberá plantearse en el ámbito de la causal 

cuarta del artículo 368 de la ley adjetiva; en tanto que si el fundamento de la acusación 

obedece a una desviación del tema que fue objeto de la pretensión deducida en la 

sustentación del recurso, el ataque deberá dirigirse por la senda de la causal segunda de 
casación, por vicio de incongruencia entre lo pedido por el impugnante y lo resuelto por el 

ad quem. Para el ataque de ambos tipos de errores en la sentencia de segunda instancia, 

la ley procesal tiene reservado el recurso extraordinario de casación, toda vez que atañen 

al fondo de la decisión, sin que tengan relación con las nulidades procesales. De ahí que 

ninguna de esas figuras está enlistada como motivo de nulidad en el artículo 140 del Código 
de Procedimiento Civil: SC14427-2016, SC de 1 nov. 2013, rad. 1999-00355-01, SC de 12 

dic. 2007, rad. 1982-24646-01 y SC4415-2016.  

2) Por consistir la competencia funcional en «el reparto de funciones entre los juzgadores 

en razón al grado que tienen asignado dentro del proceso, en el sentido que algunos de ellos 

fungen como superiores de otros para desatar los remedios verticales que sean interpuestos 

o para resolver, en los casos en que sea procedente, el grado jurisdiccional de consulta: 
SC1916-2018.  

3) Sólo es dable incurrir «en nulidad por falta de competencia funcional cuando un juez de 

segunda instancia resuelve la apelación formulada contra una sentencia dictada en un 

proceso de única instancia; o cuando el fallador de segundo grado no es el que la ley 

procesal tiene previsto para tal función; cuando un Tribunal resuelve una solicitud de 
exequátur; cuando un juez de circuito adelanta un proceso contra agente diplomático, entre 

otros casos: SC14427-2016.  

4) La Corporación tiene dicho al respecto que el principio dispositivo que inspira el proceso 

civil, conduce a que la petición de justicia que realizan las partes delimite la tarea del juez 

y a que éste, por consiguiente, al dictar sentencia, deba circunscribir su pronunciamiento 

a lo reclamado por ellas y a los fundamentos de hecho que hubieren delineado, salvo el 
caso de las excepciones que la ley permite reconocer de oficio, cuando aparecen acreditadas 

en el proceso: SC8410-2014.  

5) No incurre en incongruencia el fallador cuando desestima totalmente las súplicas de la 

demanda, porque tal decisión repele cualquier exceso u omisión en la resolución del debate, 

habida cuenta que «(e)ste motivo de impugnación, en principio, es ajeno a los fallos 
completamente adversos a quien provoca el conflicto, en la medida que brindan una 

solución íntegra frente a lo requerido y sus alcances totalizadores no dejan campo para la 

duda o la ambivalencia. En otras palabras, se niega lo que se pide y, por ende, no puede 

decirse que exista una contradicción por el sólo hecho de que el reclamante insista en un 

propósito y el funcionario no encuentre soporte al mismo: SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-

01098-01.  
6) En el caso de que la decisión absolutoria sea el producto de un desvío considerable de 

los hechos consignados en el libelo o haciendo caso omiso a los alegatos oportunamente 

presentados por los intervinientes, desbordando los límites allí trazados al elaborar una 
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interpretación personal del asunto, que dista del querer expreso de las partes, tal proceder 

constituye un defecto que puede ser objeto de revisión. Lo que también ocurre si se tienen 
por probadas, de oficio, las defensas que omitió plantear el opositor al apersonarse del 

proceso, estando a su exclusivo cargo, como sucede con la prescripción, la nulidad relativa 

y la compensación: SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-01098.  

7) Si bien es verdad que uno de los elementos que sirve a la identificación del concreto 

litigio que se proponga en una determinada demanda, es la pretensión, en sí misma 

considerada, también lo es que tal aspecto no es el único y, mucho menos, uno suficiente…, 
toda vez que las específicas peticiones elevadas deben ponderarse en conjunción con la 

causa aducida en su respaldo, constituida por los hechos invocados y por los efectos 

jurídicos que en relación con ellos haya esgrimido el propio actor: SC6504-2015.  

8) De ahí que sea necesario diferenciar en qué evento se presenta el error de hecho y cuándo 

la incongruencia, para, consecuentemente, calificar el error como de juzgamiento (causal 
1ª) o de actividad procesal (causal 2ª), aspecto este que, como lo precisó la Corte en 

sentencia de 15 de octubre de 1993, no ofrece dificultad alguna. Así, debe entenderse, en 

la primera hipótesis, que el fallador parte de observar estrictamente el artículo 305 del C. 

de P. C., en cuanto la sentencia debe estar en consonancia con los hechos de la demanda, 

sólo que al pretender fijar su sentido y alcance, termina sin embargo alterándolos; mientras 

que en la segunda, el sentenciador, al considerar la causa aducida como fundamento de la 
pretensión, no hace cosa distinta que despreocuparse de su contenido para tener en cuenta 

únicamente el que de acuerdo con su personal criterio resulta digno de ser valorado: SC de 

18 ago. 1998, rad. C-4851.  

9) La libre competencia se instituyó, entonces, como una condición para el correcto 

funcionamiento del circuito económico, tendiente a garantizar que los agentes puedan 
participar según sus capacidades -tales como el prestigio comercial, calidad de los 

productos, antecedentes profesionales, condiciones negociales, propaganda, ubicación-, 

dentro del engranaje de oferta y demanda de bienes y servicios: SC, 10 jul. 1986, GJ 

CLXXXVII.  

10) La ‘libre competencia económica’… responde a las necesidades del mercado de capitales 

y actúa en contraposición a las prácticas monopolísticas, proscritas en la Carta Magna al 
tenor del artículo 336, salvo que se instituyan como arbitrio rentístico ‘con una finalidad 

de interés público o social y en virtud de la ley: SC, 13 oct. 2011, rad. n.° 2007-00209-01.  

11) Esto debido a que «ni desde el punto de vista mercantil, ni mucho menos del jurídico, 

es posible concebir una competencia omnímoda o ilimitada, donde solamente rija la salvaje 

y desenfrenada lucha por el mercado, porque en el marco del Estado Social de Derecho, 
este derecho, como todos los otros, sólo tiene sentido si se entiende bajo la pauta 

interpretativa de un principio de igualdad de los competidores frente a la ley: SC, 19 nov. 

1999, exp. n.° 5091.  

12) Según la jurisprudencia constitucional, esta libertad comprende al menos tres 

prerrogativas: (i) la posibilidad de concurrir al mercado, (ii) la libertad de ofrecer las 

condiciones y ventajas comerciales que se estimen oportunas, y (iii) la posibilidad de 
contratar con cualquier consumidor o usuario. En este orden de ideas, esta libertad 

también es una garantía para los consumidores, quienes en virtud de ella pueden contratar 

con quien ofrezca las mejores condiciones dentro del marco de la ley y se benefician de las 
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ventajas de la pluralidad de oferentes en términos de precio y calidad de los bienes y 

servicios, entre otros: C-032 17.  
13) Por la variedad de temas involucrados, el estudio del derecho de la competencia «se ha 

dividido, tradicionalmente, en dos grandes segmentos, a saber, por una parte, las 

denominadas prácticas comerciales restrictivas, que incluyen actualmente el estudio de los 

abusos de posición dominante, así como el análisis de algunas integraciones empresariales, 

y por la otra, los actos de competencia desleal: SC, 13 nov. 2013, rad. n.° 1995-02015-01.  

14) La competencia desleal es el conjunto de actos que tienden a falsear el recto 
funcionamiento del mercado por medio de conductas tendientes a «provocar la confusión 

del comerciante con otro, o los productos del comerciante con los del competidor, las 

maniobras de descrédito respecto de los productos de éste, los actos que persiguen la 

desorganización de la empresa rival, o, en fin, los que buscan la llamada desorganización 

del mercado: SC, 12, sep. 1995, rad. 3939.  
15) Los presupuestos axiológicos para calificar un acto como generador de competencia 

desleal son, conforme a la Ley 256 de 1996 y la doctrina jurisprudencial: I) que sea realizado 

en el mercado; II) que sea de índole concurrencial, es decir, que tenga el propósito de 

mantener o incrementar la participación en el mercado de quien lo realiza o de un tercero; 

y III) que corresponda a una de las conductas expresamente prohibidas por el 

ordenamiento, sea general o específica: SC, 13 nov. 2013, rad. n.° 1995-02015-01.  
16) Debe anotarse que las conductas imputadas a la demandada como dirigidas a 

desorganizar internamente la empresa competidora, tales como la constitución de otra 

empresa con igual o semejante objeto social y la contratación de empleados de confianza 

de aquélla, no fueron consideradas por el sentenciador como actos de competencia desleal 

porque el simple hecho de que el trabajador compita con el empleador no es suficiente para 
calificarlo de tal para lo cual es necesario demostrar además de la concurrencia de la 

actividad comercial que dicho empleado desarrolla actos de competencia desleal, mientras 

tanto sólo se evidencia el libre ejercicio de la libertad de empresa que es un principio 

protegido por el ordenamiento jurídico, conclusión que tampoco aparece combatida 

eficazmente, pues el censor se vale de sus propios juicios para concluir lo contrario; de 

modo semejante se aborda el hecho de la contratación de personal de la otra empresa, sin 
desvirtuar el hecho de que ocurrió en fecha posterior a la época en que salieron los nuevos 

productos al mercado; y ni que decir de la competencia por precios y promociones que no 

encontró desmedida el sentenciador, no dando argumentos el recurrente de índole objetiva 

que permitan encontrar desaciertos en esa discreta apreciación: SC mayo 21 de 2002, rad. 

7328.  
17) Los errores de hecho probatorios se relacionan con la constatación material de los 

medios de convicción en el expediente o con la fijación de su contenido objetivo. Se 

configuran, en palabras de la Corte, ‘(…) a) cuando se da por existente en el proceso una 

prueba que en él no existe realmente; b) cuando se omite analizar o apreciar la que en 

verdad sí existe en los autos; y, c) cuando se valora la prueba que sí existe, pero se altera 

sin embargo su contenido atribuyéndole una inteligencia contraria por entero a la real, bien 
sea por adición o por cercenamiento: SC9680-2015.  

18) Aprecia pruebas aducidas al proceso sin la observancia de los requisitos legalmente 

necesarios para su producción; o cuando, viéndolas en la realidad que ellas demuestran, 
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no las evalúa por estimar erradamente que fueron ilegalmente rituadas; o cuando le da 

valor persuasivo a un medio que la ley expresamente prohíbe para el caso; o cuando, 
requiriéndose por la ley una prueba específica para demostrar determinado hecho o acto 

jurídico, no le atribuye a dicho medio el mérito probatorio por ella señalado, o lo da por 

demostrado con otra prueba distinta; o cuando el sentenciador exige para la justificación 

de un hecho o de un acto una prueba especial que la ley no requiere: GJ CXLVII, página 

61, citada en SC de 13 abr. 2005, rad. nº 1998-0056-02; SC de 24 nov. 2008, rad. nº 1998-

00529-01; SC de 15 dic. 2009, rad. nº 1999-01651-01.  
19) Acorde con la añeja, reiterada y uniforme jurisprudencia de la Corporación, el yerro 

fáctico será evidente o notorio, ‘cuando su sólo planteamiento haga brotar que el criterio’ 

del juez ‘está por completo divorciado de la más elemental sindéresis; si se quiere, que 

repugna al buen juicio’, lo que ocurre en aquellos casos en que él ‘está convicto de 

contraevidencia’ (sentencias de 11 de julio de 1990 y de 24 de enero de 1992), o cuando es 
‘de tal entidad que a primer golpe de vista ponga de manifiesto la contraevidencia de la 

determinación adoptada en el fallo combatido con la realidad que fluya del proceso’ 

(sentencia 146 de 17 de octubre de 2006, exp. 06798-01); dicho en términos diferentes, 

significa que la providencia debe aniquilarse cuando aparezca claro que ‘se estrelló 

violentamente contra la lógica o el buen sentido común, evento en el cual no es nada 

razonable ni conveniente persistir tozudamente en el mantenimiento de la decisión so 
pretexto de aquella autonomía’: SC de 21 feb. 2012, rad. nº 2004-00649, reiterada SC 24 

jul. 2012, rad. nº 2005-00595-01.  

20) La visión del fallador colegiado criticada en casación, amén de no haber sido combatida 

en esta sede en tanto que la valoración conjunta del acervo probatorio ocurre en el campo 

de la validez jurídica, lo cual impone que la existencia de yerro sería error de derecho y no 
de hecho: SC067 de 1991, SC4809-2014 y SC9721-2015.  

21) En el mismo sentido ha dicho la Corte, también con insistencia, que la demostración 

del yerro "...se cumple mediante la exposición de la evidencia del error y de su incidencia 

en la decisión adoptada: SC 2 de febrero de 2001, exp. 5670, por manera que se precisa 

una tarea de confrontación o de parangón entre lo que la sentencia dijo acerca del medio o 

de la demanda o contestación y lo que en verdad ella debió decir: AC, 30 mar 2009, rad. 
1996-08781-01.  

22) Más recientemente indicó que «(e)n el error de hecho debe ponerse de presente, por un 

lado, lo que dice, o dejó de decir, la sentencia respecto del medio probatorio, y, por el otro, 

el texto concreto del medio, y, establecido el paralelo, denotar que existe disparidad o 

divergencia entre ambos y que esa disparidad es evidente: AC, 13 ene 2013, rad. 2009-
00406.  

23) Al acudir en casación invocando la violación directa de la ley sustancial, se debe partir 

de la aceptación íntegra de los hechos tenidos por probados en la sentencia, sin que se 

permita plantear inconformidad alguna relacionada con los medios de convicción 

recaudados, debiéndose limitar la formulación del ataque a establecer la existencia de 

falsos juicios sobre las normas sustanciales que gobiernan el caso, ya sea por falta de 
aplicación, al no haberlas tenido en cuenta; por aplicación indebida, al incurrir en un error 

de selección que deriva en darles efectos respecto de situaciones no contempladas; o 
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cuando se acierta en su escogencia pero se le da un alcance que no tienen, presentándose 

una interpretación errónea: SC 24 abr. 2012, rad. nº 2005-00078. 
 

Fuente doctrinal:  

Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Ed. B de F Ltda., 

Montevideo, 2007, p. 25. Menéndez, Aurelio. La competencia desleal. Primera edición. 

Editorial Civitas S.A. 1988. pág. 115 y ss.  

Barona Vilar, Silvia. Competencia desleal. Tutela jurisdiccional -especialmente proceso 
civil- y extra jurisdiccional. Tomo I. Editorial Tirant lo Blanch. Valencia, 2008, pág. 290, 

322.  

Sección de Audiencia Provincial de La Rioja, citado en Ibídem (SSTS 21-5-82 [1982, 2588], 

11-5-88 [RJ 1988, 4053] y 5-4-91 (RJ 1991, 2642).  

Superintendencia de industria y comercio. Sentencia 1647 de 2011. Contreras Blanco 
Óscar. La competencia desleal y el deber de corrección en la ley chilena. Editorial UC, 

(2012), p. 105.  

González Iturra, Marco Antonio. Ley Nª 20.169, que Regula la Competencia Desleal. 

Aspectos Generales. En: Competencia Desleal: Análisis crítico y elementos para la 

aplicación de la Ley 20.169, de 2007, Cuadernos de Extensión Jurídica, Universidad de Los 

Andes, Nº 14, 2007, p. 19.  
Barona Vilar, Silvia. Competencia desleal. Tutela jurisdiccional —especialmente proceso 

civil— y extra jurisdiccional. Tomo I. Editorial Tirant lo Blanch. Valencia, 2008, pág. 328, 

citando, entre otros, a Emmerich, V. Unlauterer Wettbewerb, cit., pp. 117-118.  

Alfredo Sierra Herrero, La cláusula de no competencia post-contractual en el contrato de 

trabajo. Revista Ius et Praxis, Nº 2, 2014, pp. 109 - 156ISSN 0717-28707.  
Universidad de Talca - Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. Juzgado 22 Civil de 

Santiago, Causa Rol C-21950-201, Wac Research S.A. Octogone Chile S.A y Octogone 

Gestión S.A de 9 de julio de 2014. Juzgado 22 Civil de Santiago de Chile, Causa Rol C-

21950-201, Wac Research S.A. Octogone Chile S.A y Octogone Gestión S.A del 9 de julio de 

2014.  

SJPI de Sevilla de 28 de septiembre de 2004, (AC 2004 1813) citado en Barona Vilar, Silvia. 
Competencia desleal. T.1. 2008. Editorial Tirant Lo Blanch, pág. 327.  

Mauricio Inostroza Sáez en “El ilícito concurrencial general en la Ley Nº 20.169 sobre 

Competencia Desleal”. Revista Ius et Praxis, Año 23, Nº 1, 2017, pp. 21 - 66 ISSN 0717 - 

2877 Universidad de Talca - Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. 

 
ASUNTO:  

La demandante solicitó declarar que en perjuicio suyo los convocados incurrieron, 

individual y o conjuntamente, en los actos de competencia desleal de desorganización, 

violación de secretos, descrédito y engaño, confusión y transgresión de la cláusula general 

de concurrir al mercado de buena fe. Viscofan S.A. y la demandante celebraron contrato de 

suministro, a través del cual aquella entregaría envolturas artificiales para productos 
alimenticios con el fin de que fueran distribuidos por esta, empresa en la cual laboraba 

Julián David Garcés Marín, vinculado a través de un contrato de trabajo y un acuerdo de 

confidencialidad; condiciones en las que también fue incorporado Víctor Hugo García el 13 
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de marzo de 2006. A pesar de que los contratos tenían vigencia hasta el 31 de octubre de 

2012, mediante escritos de 10 de febrero de 2012 las tres empresas Viscofan notificaron a 
Griffith su intención de terminar los contratos de agencia y distribución a partir del 10 de 

mayo de 2012, aduciendo que no aprovechaba todo el mercado a su alcance; misivas frente 

a las cuales la demandante se mostró en desacuerdo, sin obtener respuesta. Esta 

confabulación evidencia actos de competencia desleal porque intentó que Visdecol se 

apropiara de todo el mercando colombiano como representante de Viscofan, transgrediendo 

el principio de buena fe comercial; así como actos de desorganización, al terminar 
intempestivamente los contratos de distribución, propiciar el retiro de empleados técnicos 

de la demandante encargados de comercializar los productos Viscofan y apropiarse de todo 

el negocio; actos de desviación de la clientela, entre otros. La Delegatura para Asuntos 

Jurisdiccionales de la Superintendencia de Industria y Comercio, Coordinación del Grupo 

de Trabajo de Competencia Desleal y Propiedad Industrial, desestimó las pretensiones. Al 
resolver la apelación interpuesta por la promotora el superior revocó tal decisión, en su 

lugar declaró que todos los enjuiciados incurrieron en actos de desorganización y 

desviación de la clientela en desmedro de Griffith Colombia S.A.S., desestimó las súplicas 

restantes del libelo y condenó en costas de ambas instancias a las convocadas. En casación, 

dos de las censuras presentadas por las sociedades Viscofan se fundan en las causales 3ª 

y 5ª del artículo 336 del CGP, por estas inició el estudio de la Corte al ser el orden lógico, 
en la medida en que es de rigor despachar primero los embates que imputan al Tribunal 

errores in procedendo. Se prosiguió con los demás cargos, los cuales coinciden en aducir 

que la sentencia fustigada vulneró la ley sustancial, unos por vía indirecta y otro por la 

senda recta. Son puntos vedados para la Corte las pretensiones desestimadas a la 

demandante en segunda instancia, habida cuenta que Griffith Colombia S.A.S. no acudió 
en casación. La Sala no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-99-001-2013-11183-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4174-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 13/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 
 

SC4114-2021 

 
CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE CONTENEDOR-Pretensión de pago de los cánones 

adeudados por la arrendataria. Excepción de cosa juzgada: ante proceso anterior de 
restitución de tenencia que dispuso la terminación del contrato por mora en el pago de los 

cánones de arrendamiento, el pago de perjuicios por la pérdida de la cosa arrendada en 

manos de la arrendataria y se abstuvo -por improcedente- de la petición de condena al pago 

de la renta adeudada. Artículo 1608 numeral 1º C.C. Interpretación contractual: del pago 

el canon. Se impone la búsqueda de la común intención de los contratantes según el 
artículo 1618 C.C. Al lado, de esta regla principal e imperativa, las reglas de los artículos 

1619 al 1624 del C.C. son auxiliares y supletivas. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4114-2021-2010-00116-02.pdf
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Fuente jurisprudencial:  

1) Como se sabe, una deficiencia en la expresión no equivale forzosamente a un error de 
apreciación probatoria: «no se presume ignorancia de las pruebas por el sentenciador, 

cuando las conclusiones del pronunciamiento se justifican a la luz de las mismas pruebas» 

(CXXVII, página 119), «no siempre que deja de apreciar pruebas incurre en error de hecho, 

pues es indispensable que por su falta de apreciación llegue el fallo a conclusiones 

contrarias a la legal: SC 13 de octubre de 1966, SC del 26 de agosto de 1980, G.J. CLXVI, 

n.° 2407, pág. 102. 
 

ASUNTO:  

Frontier Agencia Marítima S.A. pretende que se condene a Eduardo Botero Soto & Cía. 

Ltda, por los daños que le ocasionó con el incumplimiento contractual, en la suma de 

70.581 dólares americanos por concepto de cánones de arrendamiento de contenedor 
adeudados y 280.000 dólares americanos o lo que resulte probado en el proceso, por los 

intereses de esos cánones, causados desde el día en que cada uno se hizo exigible y hasta 

la fecha de la sentencia que ponga fin al litigio. Se alega que, entre las partes, se ajustó un 

contrato de arrendamiento del contenedor IEAU 412397-0, cuyo canon fue estipulado en 

dólares americanos. La demandante presentó contra la convocada demanda restitutoria de 

ese contenedor, por su falta de conservación y pago de la renta. El proceso concluyó con 
sentencia que declaró la mora y la pérdida del bien. A continuación del litigio de restitución 

se inició el ejecutivo, en que la demandante sostuvo que la providencia dictada en el 

restitutorio de la cosa arrendada -, era título suficiente para el cobro de los cánones 

adeudados. Por su parte, el Tribunal, al resolver la apelación incoada, estimó que faltaba 

el título para el cobro ejecutivo de las obligaciones. El a quo declaró prósperas las 
excepciones de cosa juzgada y pago. El ad quem revocó la decisión impugnada. Y, en su 

lugar, condenó a la sociedad resistente a pagar en favor de la demandante 70,145 dólares, 

más los intereses moratorios, causados a partir del día en que cada canon se hizo exigible 

hasta que se verifique el pago total de la obligación, liquidados a la tasa máxima establecida 

por la Superintendencia Financiera. Cargos en casación: 1) se acusa por violación indirecta, 

como consecuencia del error de hecho por indebida apreciación de la prueba, que lo llevó a 
no tener por demostrado, estándolo, que, en el proceso abreviado de restitución de tenencia 

adelantado con anterioridad entre las partes, fueron falladas con sentencia del 19 de 

noviembre de 2004 y con autoridad de cosa juzgada, las mismas pretensiones que la 

demandante formuló en este proceso. 2) se acusa la sentencia de violar directamente los 

artículos 1613, 1614, 1997, 2000 y 2003 del Código Civil, 16 de la ley 446 de 1998, 332, 
424 y 426 del Código de Procedimiento Civil y 35 de la Ley 820 de 2003. 3) se acusa de 

violar directamente los artículos 1973, 2003 y 2008 del Código Civil.4) se acusa de ser 

indirectamente violatoria, como fruto de errores de hecho en la apreciación de las 

pruebas.5) Se acusa de violar indirectamente los artículos 332 del CPC, 1602, 1603, 1613, 

1614, 1622 y 2000 del Código Civil, y 16 de la Ley 446 de 1998, como consecuencia de 

errores de hecho probatorios. 6) se acusa de violar indirectamente, como consecuencia de 
errores de hecho que lo llevaron a tener por demostrado, sin estarlo, que Eduardo Botero 

Soto & Cía. Ltda. estaba en mora desde la fecha en que cada canon de arrendamiento se 
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hizo exigible. 7) Se acusa de violar directamente los artículos 1608, 2007 y 2035 del Código 

Civil. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 05360-31-03-002-2010-00116-02 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4114-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 13/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 
 

SC4619-2021 

 
ERROR DE HECHO PROBATORIO-Defectos de técnica de casación: 1) pese a argüir el 

segundo motivo de casación, se olvidó que es base esencial de esta causal la trasgresión de 

una norma sustancial, lo que le imponía indicar las disposiciones de esta estirpe que 
resultaron vulneradas. 2) las argumentaciones plasmadas más parecen un alegato de 

instancia, en la medida que se dedica a enunciar las conclusiones que, en el sentir del 

impugnante, afloran de los testimonios. Ausencia de acreditación de yerros trascendentes, 

notorios, palmarios o manifiestos o que el único sentido posible fuera el propuesto por el 

recurrente. 
 

Fuente formal: 

Artículo 374 inciso final CPC. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Como característica trascendental de la vulneración indirecta de normas sustanciales, 
está que en su planteamiento y sustentación, a riesgo de inadmisión o deserción 

consecuencial, se deberán señalar los preceptos de ese linaje que constituyendo base 

esencial del fallo impugnado o debido serlo, en sentir del recurrente, haya sido violada, 

teniendo es atributo las que «…en razón de una situación fáctica concreta, declaran, crean, 

modifican o extinguen relaciones jurídicas también concretas entre las personas implicadas 
en tal situación…», por el contrario, adolecen de esa condición las que se «limitan a definir 

fenómenos jurídicos o a descubrir los elementos de éstos o a hacer enumeraciones o 

enunciaciones, como tampoco las tienen las disposiciones ordenativas o reguladoras de la 

actividad in procedendo: AC, 5 may. 2000.  

2) El impugnador debe acreditar que la falencia endilgada es manifiesta y, además, que es 

trascendente por haber determinado la resolución reprochada, de tal suerte que, de no 
haberse incurrido en esa sinrazón, otra hubiera sido la resolución adoptada (…) Acorde con 

la añeja, reiterada y uniforme jurisprudencia de la Corporación, el yerro fáctico será 

evidente o notorio, ‘cuando su sólo planteamiento haga brotar que el criterio’ del juez ‘está 

por completo divorciado de la más elemental sindéresis; si se quiere, que repugna al buen 

juicio’, lo que ocurre en aquellos casos en que él ‘está convicto de contraevidencia’ 
(sentencias de 11 de julio de 1990 y de 24 de enero de 1992), o cuando es ‘de tal entidad 

que a primer golpe de vista ponga de manifiesto la contraevidencia de la determinación 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4619-2021-2012-00038-01.pdf
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adoptada en el fallo combatido con la realidad que fluya del proceso’ (sentencia 146 de 17 

de octubre de 2006, exp. 06798-01); dicho en términos diferentes, significa que la 
providencia debe aniquilarse cuando aparezca claro que ‘se estrelló violentamente contra 

la lógica o el buen sentido común, evento en el cual no es nada razonable ni conveniente 

persistir tozudamente en el mantenimiento de la decisión so pretexto de aquella autonomía: 

SC de 21 de feb. de 2012, rad. 2004-00649-01, reiterada en SC 24 de jul. siguiente, rad. 

2005-00595-01 y SC1853-2018. 

 
ASUNTO:  

Loh Energy Sucursal Colombia pretende que se declare la responsabilidad extracontractual 

de Evangelina Romero Vidal -en lo central- porque en desarrollo del «proyecto de 

adquisición sísmica Ll-18 3D», ésta decidió no permitir el desarrollo de las actividades, 

hecho que impidió adelantar la etapa de registro, también se presentó la retención 
arbitraria por parte de la poseedora del material cableado durante once días; conductas 

que considera la hacen responsable de los perjuicios padecidos. El a quo dispuso: «1. 

DECLARAR QUE EVANGELINA ROMERO VIDAL, ES RESPONSABLE CIVILMENTE POR 

LOS DAÑOS Y PERJUICIOS OCASIONADOS A LOH ENERGY, POR IMPEDIR LA 

CONTINUACIÓN DE TRABAJOS DE SÍSMICA POR PARTE DE GLOBAL. 2. CONDENAR A 

EVANGELINA ROMERO VIDAL A PAGAR A FAVOR DE LOH ENERGY LAS SUMAS DE 
$17.778.392.97 POR CONCEPTO DE TOPOGRAFÍA $15.155.237.29, POR CONCEPTO DE 

PERFORACIÓN, $24.692.756.32 POR CONCEPTO DE DETONACIÓN Y POR STAN BY 

$1.378.540.45. 3. NEGAR LAS DEMÁS PRETENSIONES DE LA DEMANDA Y LAS 

RESTANTES CONDENAS SOLICITADAS…». El ad quem revocó la decisión, para en su lugar 

negar la totalidad de las pretensiones. En casación, se formuló un único cargo, por violación 
indirecta, como consecuencia de error de hecho manifiesto y trascendente derivado de la 

apreciación errónea del testimonio rendido por CARLOS FERNANDO COVALEDA ZAMORA. 

La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 

NÚMERO DE PROCESO   : 85001-31-89-001-2012-00038-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE YOPAL, SALA ÚNICA 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4619-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 15/10/2021 
DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC4116-2021 

 
INCONGRUENCIA FÁCTICA-El principal fundamento de la demanda -como causa de la 

responsabilidad extracontractual- fue la ocupación de un sector del terreno de propiedad 

de la convocante por parte de los demandados, con las obras que construyeron para 
neutralizar el desconfinamiento de la zona, derivada del corte del talud que hicieron sin las 

precauciones necesarias, que implicó la desvalorización del mismo. Por el contrario, la 

sentencia impugnada se ocupó de analizar un perjuicio no alegado -el derivado del 

desconfinamiento del inmueble de la demandante- y, correlativamente, no resolvió sobre el 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4116-2021-2014-00605-01.pdf
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daño efectivamente esgrimido, consistente en la ocupación de parte de ese bien, con las 

obras realizadas por los demandados para conjurar esa grave alteración del terreno y de 
los demás de la zona, provocada por ellos mismos. Incluso las sentencias denegatorias de 

las pretensiones pueden ser incongruentes, cuando el fracaso de las súplicas se finca en 

circunstancias fácticas ajenas a la causa petendi, es decir, cuando esa determinación se 

adopta con prescindencia de los verdaderos motivos en que se fundó la acción y, por ende, 

se soporta en unos hechos completamente extraños a la controversia. 

 
Fuente formal:  

Artículos 281, 283 CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Respecto a la segunda forma de incongruencia, denominada fáctica, se materializa 
cuando el juzgador se separa del sustrato ontológico que fue anunciado en el escrito 

inaugural o en cualquiera de las intervenciones en que los sujetos procesales pueden 

precisar su alcance -vr. gr. traslado de las excepciones o fijación del objeto del litigio-, para 

sustituirlo por una invención judicial, por la proveniente de otro litigio o por el conocimiento 

privado del juez. El alejamiento debe ser diametral, en esta última hipótesis, pues el 

legislador exigió que la incongruencia se refiera a los hechos, vistos con unidad de sentido 
y de forma holística, lo que excluye que simples imprecisiones u omisiones puedan dar 

lugar a disonancia; la jurisprudencia tiene dicho que debe darse «una separación evidente 

de la plataforma fáctica esgrimida en la demanda y su contestación», para reemplazarla 

«por unos hechos inconexos y distantes a la controversia, como si se tratara de otro caso, 

perdiéndose toda la sincronía entre las consideraciones, lo decidido y la realidad material 
del litigio: SC16785-2017, SC 292-2021.  

2) El criterio atinente a que la sentencia totalmente absolutoria no es susceptible de ser 

cuestionada por la vía de la inconsonancia se atempera en algunos casos, como cuando el 

fallador se aparta sustancialmente de la relación fáctica expuesta por las partes en la 

demanda o en su contestación para acoger sin fundamento alguno, su personal visión de 

la controversia, esto es, ‘al considerar la causa aducida, no hace cosa distinta que 
despreocuparse de su contenido para tener en cuenta únicamente el que de acuerdo con 

su personal criterio resulta digno de ser valorado’, o expresado de otra manera, corresponde 

a ‘un yerro por invención o imaginación judicial, producto de la desatención o prescindencia 

de los hechos de la demanda’ (Sent. 225 de 27 de noviembre de 2000, expediente 5529); y, 

en segundo término, cuando, en tratándose de excepciones de fondo, declara probada 
alguna de las que por mandato legal deben ser invocadas expresamente por la demandada, 

como son la prescripción, la nulidad relativa y la compensación: SC del 29 de julio de 2009, 

Rad. n.° 2001-00770-01. 

 

ASUNTO:  

La Corporación de padres de familia para el desarrollo educativo los Alcázares - CORPADE 
LOS ALCÁZARES- solicitó declarar a los demandados solidariamente responsables “por los 

daños que están ocasionando y (…) han ocasionado” a la demandante, “con motivo de las 

obras civiles e hidráulicas” que aquéllos realizaron en el predio de esta última, así como “de 
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las ocupaciones” del mismo para soportar tales obras y las restantes que “hay que diseñar 

y construir para retirar las construidas”, a fin de “evitar un colapso” de ese terreno y de 
otros del sector. Como consecuencia de lo anterior, pidieron condenar a los convocados a 

pagar a la gestora del proceso “el valor de las obras” para “retirar las [ya] hechas” por los 

primeros, con miras a “la restitución o restauración del suelo afectado”; y el “demérito” del 

terreno de propiedad de la última. El a quo negó la totalidad de las pretensiones incoadas, 

decretó el levantamiento de las medidas cautelares ordenadas en el curso de lo actuado. El 

ad quem mediante sentencia dictada en audiencia confirmó la decisión. Se formularon tres 
cargos en casación. De ellos, la Corte se ocupó del tercero, por inconsonancia con los 

hechos y pretensiones, toda vez que refirió un yerro in procedendo llamado a prosperar. La 

Sala casó la decisión impugnada y decreta prueba de oficio (prueba pericial). 

 
M. PONENTE    : ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 

NÚMERO DE PROCESO   : 05266-31-03-001-2014-00605-01 
PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4116-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 21/10/2021 
DECISIÓN    : CASA y DECRETA PRUEBA DE OFICIO  

 
 
SC4704-2021 

 
CONTRATO DE OBRA-Empresa constructora demanda la declaración de existencia del 

contrato que celebró con la Caja de Compensación Familiar Campesina “Comcaja” para 

adquirir terrenos y construir un colegio. Análisis de la excepción de prescripción extintiva 
que formula la convocada, por el término reducido del artículo 8 de la ley 791 de 2002, 

desde la fecha de liquidación del contrato. Procedencia de la aplicación del artículo 41 de 

la Ley 153 de 1887 para la prescripción extintiva. El dispositivo transitorio utilizado en el 

artículo 41, amén del efecto inmediato sin retroactividad, emplea la ultraactividad de la 

norma con un propósito claro: aplicar la ley contentiva del plazo que en el caso en concreto 
acaezca primero, aquél que de forma temprana consolida la situación en curso en favor del 

prescribiente. Tanto la ley antigua como la ley nueva pueden regular situaciones jurídicas 

en curso. Es la voluntad del prescribiente, acorde con la solución dada por la regla de 

tránsito, la que define cuál es el precepto llamado a gobernar su prescripción. No es otra 

diferente sino la que, en concreto, la consolide primero. 

 
Fuente formal:  

Artículo 41 ley 153 de 1887. 2536 CC.  

Artículo 8º ley 791 de 2002. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) “Es sabido que los individuos, al regular sus actividades, cumplen los actos de la vida 

teniendo en cuenta la normación legal vigente en la época en que actúan; es preciso que 

cada cual conozca las condiciones que deberá respetar y es necesario también que su 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4704-2021-2015-00805-01.pdf
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estabilidad civil no se vea amenazada ante el arribo de una disposición posterior”: SC 24 

de mayo de 1976, G.J. No. 2393, páginas 156 y ss.  
2) “La fijación de los efectos temporales de las leyes se encuentra reglamentada por un 

conjunto de disposiciones que suele denominarse ‘derecho transitorio’, conformado 

prioritariamente por las disposiciones que de manera específica estén contenidas en el texto 

de cada ley y que determinan el modo como ésta se proyecta en el tiempo frente a las 

distintas situaciones que comprende, y en su ausencia, por las normas generales 

contenidas en la ley 153 de 1887, derogatoria del artículo 13 del Código Civil que, a su vez, 
señalaba como criterio rector en la materia el principio universal de hermenéutica según el 

cual las leyes rigen hacia el futuro (…), postulado que, no obstante, palpita implícitamente 

en ella con inusitado vigor, junto con el principio de la eficacia inmediata de la ley, criterio 

que gobierna no pocas de las hipótesis que el aludido estatuto contempla”: SC 20 de marzo 

de 2003, expediente 6726, reiterada en sentencia de 12 de febrero de 2018, radicado 2008-
00331-01.  

3) Esta caracterización sirve para formular hipótesis de eficacia temporal de las normas. 

Según la Corte, “siguiendo las enseñanzas de Paul Roubier, existen “diferencias entre el 

efecto retroactivo y el efecto inmediato de una ley; aplicación de la ley a hechos cumplidos 

antes (facta praetérita), a hechos en curso o pendientes (facta pendentia) y a hechos por 

venir (facta futura)”: SC 28 de octubre de 2005, expediente 2000-00591-01.  
4) La “retroactividad y la ultraactividad de la ley tienen carácter excepcional y deben estar 

expresamente previstas en el ordenamiento”: Corte Constitucional C-377 de 2004.  

5) La Corte Constitucional ha precisado la disposición. Se refiere a las “(…) situaciones 

jurídicas consolidadas (…)”: Corte Constitucional C - 619 de 2001, en vigencia de la ley 

antigua. En principio, dice, las “normas que integran el ordenamiento jurídico rigen con 
efecto general e inmediato”: Corte Constitucional SU - 309 de 2019.  

6) “Por eso, entonces, no es posible desconocer que la Ley 54 de 1990 es de vigencia 

inmediata, motivo por el cual regula, “a partir de la fecha de su promulgación” (art. 9), todas 

las situaciones de hecho a que ella se refiere, y no sólo las que surjan con posterioridad, 

sino también las que estaban en desarrollo, o sea a “los hechos in fieri” y a “las 

consecuencias no consumadas de los hechos pasados” (se subraya), pues “la ley puede 
modificar los efectos futuros de los hechos o actos, aún anteriores a ella, sin ser 

retroactiva”: SC 28 de octubre de 2005, expediente 2000-00591-01. La posición se reiteró 

en sentencia de 12 de febrero de 2018, radicado 2008-00331-01.  

7) “Como la prescripción legalmente está concebida como un modo de adquirir las cosas 

ajenas, o de extinguir las acciones o derechos de los demás, de entrada, queda averiguada 
su finalidad, que no es otra que la de consolidar situaciones jurídicas concretas, en 

consideración al transcurso del tiempo. (…)”: SC 3 de mayo de 2002, expediente 6153.  

8) También da eficacia ultraactiva a la ley antigua, y concede al prescribiente la posibilidad 

de optar por el régimen que debe gobernar la situación en pendencia. Él “elige de acuerdo 

con lo que considere más favorable (…)”: Corte Constitucional C - 398 de 2006.  

9) El 41 es un precepto edificado en función del estado en que se encuentre la situación 
jurídica al momento del cambio regulatorio por la incidencia que tienen en la sociedad. Se 

trata de una norma transitoria especial que resuelve conflictos entre leyes que modifican 

situaciones jurídicas “de formación continuada” o en “tránsito”; que de ningún modo 
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distingue, entre prescripción constitutiva (adquisitiva) o liberatoria (extintiva), como 

erróneamente lo cree el censor, recortando, irrazonadamente, los alcances del texto. Tiene 
sentado esta Corte: SC 26 de octubre de 2020, expediente 2011-00635-01, reiterada en SC 

10 de agosto de 2020, radicado 2008-00228-01 y en sentencia de tutela de 21 de agosto de 

2012, radicado 2012-01184-01. 

10) el legislador [es quien] tiene competencia para mantener en el ordenamiento las leyes 

hasta el momento en que encuentra conveniente derogarlas, modificarlas o subrogarlas, de 

igual manera puede determinar el momento hasta el cual va a producir efectos una 
disposición legal antigua, a pesar de haber proferido otra nueva que regula de manera 

diferente la misma materia”: Corte Constitucional C-512 de 2013.  

11) De esa manera, como la ultraactividad para el prescribiente puede ser benéfica cuando 

el plazo para la consolidación de su derecho resulta menor o, perjudicial cuando resulta 

aumentado el término para el prescribiente, se quebrantaría en este último caso, el deseo 
del legislador de que la nueva norma rija lo más temprano posible, con las “consecuencias 

nocivas, como es impedir el avance jurídico”: SC 12 de febrero de 2018, radicado 2008-

00331-01. 

 

Fuente doctrinal:  

Moisset de Espanés, L. (2015). La irretroactividad de la ley y el art. 7 del nuevo Código Civil 
y Comercial. Artículo. Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba. 

Roubier P. Les conflits des lois dans le temps. Sirey, París, 1929: reelaborado 

posteriormente con el título Droit transitoire, Dalloz, París, 1960. ESPAÑA.  

Tribunal Supremo Sala de lo Civil, sentencia de 20 de enero de 2020. STS 21-2020 - 

ECLI:ES:TS: 2020:21. Argentina. Poder Judicial de la Nación Cámara Civil Sala L, sentencia 
de 26 de febrero de 2019. Expediente 242-18.  

Perú. Corte Suprema de Justicia Sala Civil, resolución de 19 de agosto de 1997. Casación 

300-96, Ucayali. Biblioteca del Congreso Nacional de Chile, Historia de la Ley sobre Efecto 

Retroactivo de las Leyes (p. 7). Bobbio, N. (2002). Teoría General del derecho. Segunda 

edición. (p. 192). Bogotá. Editorial Temis. 

 
PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA-De manera puntual se considera que el segmento del 

numeral 4.4.2.2 referente a que «la falta de manifestación de voluntad del prescribiente en 

su favor, en un determinado caso no crea inseguridad. Tampoco le da derecho al juez del 

conflicto para resolverlo discrecionalmente, sino conforme al propósito del legislador 

favoreciendo al prescribiente», deviene impertinente e innecesario, por cuanto el problema 
que allí se plantea es ajeno a lo acontecido en el curso de las instancias ordinarias y a los 

reproches que el impugnante propuso por esta vía extraordinaria. La crítica del casacionista 

al acusar violación directa de normas sustanciales se centró en tres aspectos: que el 

artículo 41 de la Ley 153 de 1887 gobierna la prescripción adquisitiva y no la extintiva; que 

esa norma viola el principio de igualdad porque le concede al deudor la opción de elegir el 

término extintivo, y que el precepto definitorio del plazo en este caso era el artículo 2356 
del Código Civil, vigente para cuando empezó a correr. De ahí, lo impertinente del giro 

argumentativo enfilado a aquellos eventos en los cuales, quien puede salir favorecido, no 

invoca el término de prescripción reducido por virtud del tránsito de legislación. Aclaración 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2021-10 

35 

de voto Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque. “El argumento que sostiene la tesis de 

ese apartado del fallo, presenta serias falencias que me impiden compartirla, como son: i) 
desconoce de tajo la literalidad y vigencia del artículo 41 de la Ley 153 de 1887, porque 

aplica indebidamente un criterio de interpretación finalista y refiere un sistema normativo 

comparado sin parar mientes en que éste regula el mismo asunto de manera distinta; ii) se 

afianza en un concepto de «favorabilidad» que ampara al prescribiente, ajeno a las 

relaciones jurídicas entre particulares que se rigen por el principio de igualdad, también 

bastión del procedimiento civil, y, iii) pasa por alto los efectos de la prescripción extintiva 
respecto del acreedor. Estimo que las elucubraciones contenidas en el segmento de la 

sentencia del cual me aparto, son extrañas al debate jurídico que suscita la resolución de 

este asunto. De ahí, que ese raciocinio solo constituya obiter dictum del fallo por ser 

complementario, pero en modo alguno hace parte de su ratio decidendi al no concernir al 

thema decidendum propio de la controversia. La anterior precisión es importante, por 

cuanto, en las condiciones descritas, la argumentación cuestionada en esta aclaración, no 

tiene trascendencia para erigirse como fundante de doctrina probable en esa materia con 
carácter vinculante en los términos del artículo 4° de la Ley 169 de 1896, toda vez que, se 

insiste, no sirvió de soporte para la resolución de un problema específico planteado en 

casación, por lo que constituye un dicho de paso que resulta completamente prescindible 

al no tener incidencia alguna en el sentido de la decisión. Habrá seguramente otra 

oportunidad en que sea menester abordar el estudio de la situación aquí planteada como 

obiter dictum, porque así lo exija la resolución del embate, que ameritará reflexionar con 
mayor detenimiento al respecto.” 

 

Fuente doctrinal:  

COUTURE, Eduardo J. Fundamentos del Derecho Procesal Civil. 3° ed. Depalma, Buenos 

Aires, 1978. Pág. 211. 
 

PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA-De manera puntual se considera que el segmento del 

numeral 4.4.2.2 referente a que «la falta de manifestación de voluntad del prescribiente en 

su favor, en un determinado caso no crea inseguridad. Tampoco le da derecho al juez del 

conflicto para resolverlo discrecionalmente, sino conforme al propósito del legislador 

favoreciendo al prescribiente», deviene impertinente e innecesario, por cuanto el problema 
que allí se plantea es ajeno a lo acontecido en el curso de las instancias ordinarias y a los 

reproches que el impugnante propuso por esta vía extraordinaria. La crítica del casacionista 

al acusar violación directa de normas sustanciales se centró en tres aspectos: que el 

artículo 41 de la Ley 153 de 1887 gobierna la prescripción adquisitiva y no la extintiva; que 

esa norma viola el principio de igualdad porque le concede al deudor la opción de elegir el 
término extintivo, y que el precepto definitorio del plazo en este caso era el artículo 2356 

del Código Civil, vigente para cuando empezó a correr. De ahí, lo impertinente del giro 

argumentativo enfilado a aquellos eventos en los cuales, quien puede salir favorecido, no 

invoca el término de prescripción reducido por virtud del tránsito de legislación. Aclaración 

de voto Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque. 

 
“El argumento que sostiene la tesis de ese apartado del fallo, presenta serias falencias que 
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me impiden compartirla, como son: i) desconoce de tajo la literalidad y vigencia del artículo 

41 de la Ley 153 de 1887, porque aplica indebidamente un criterio de interpretación 
finalista y refiere un sistema normativo comparado sin parar mientes en que éste regula el 

mismo asunto de manera distinta; ii) se afianza en un concepto de «favorabilidad» que 

ampara al prescribiente, ajeno a las relaciones jurídicas entre particulares que se rigen por 

el principio de igualdad, también bastión del procedimiento civil, y, iii) pasa por alto los 

efectos de la prescripción extintiva respecto del acreedor. 

 
Estimo que las elucubraciones contenidas en el segmento de la sentencia del cual me 

aparto, son extrañas al debate jurídico que suscita la resolución de este asunto. De ahí, 

que ese raciocinio solo constituya obiter dictum del fallo por ser complementario, pero en 

modo alguno hace parte de su ratio decidendi al no concernir al thema decidendum propio 

de la controversia. La anterior precisión es importante, por cuanto, en las condiciones 

descritas, la argumentación cuestionada en esta aclaración, no tiene trascendencia para 
erigirse como fundante de doctrina probable en esa materia con carácter vinculante en los 

términos del artículo 4° de la Ley 169 de 1896, toda vez que, se insiste, no sirvió de soporte 

para la resolución de un problema específico planteado en casación, por lo que constituye 

un dicho de paso que resulta completamente prescindible al no tener incidencia alguna en 

el sentido de la decisión. Habrá seguramente otra oportunidad en que sea menester abordar 

el estudio de la situación aquí planteada como obiter dictum, porque así lo exija la resolución 
del embate, que ameritará reflexionar con mayor detenimiento al respecto.” 

 

Fuente doctrinal:  

COUTURE, Eduardo J. Fundamentos del Derecho Procesal Civil. 3° ed. Depalma, Buenos 

Aires, 1978. Pág. 211. 

 
ASUNTO:  

Proctor Limitada solicitó declarar la existencia de un contrato celebrado con la convocada 

la Caja de Compensación Familiar Campesina “Comcaja para adquirir terrenos y construir 

el colegio Comcaja en Acacías (Meta); como consecuencia, condenar el pago de las sumas 

insolutas adeudadas. Causa petendi: El 22 de julio de 1997, Proctor Ltda., constructor, y 
la Caja de Compensación Familiar Campesina “Comcaja”, beneficiaria, ajustaron el 

acuerdo. El costo inicial se estipuló en $989.850.600. Los diseños de la obra se modificaron 

a petición de la interpelada en cinco ocasiones. Así consta en actas aprobatorias 

posteriores. La edificación requirió adecuaciones complementarias. El 5 de mayo y 30 de 

julio de 1998, se hicieron los traslados presupuestales. El total de la construcción, 

finalmente, se concertó en $2.000.000.000. El convenio se finiquitó por decisión de la 
accionada y el 9 de octubre de 1998, se suscribió el acta respectiva. La precursora resultó 

acreedora de $586.870.254,30. Por obras adicionales, $115.641.960.47; y por saldos de las 

actas 2 y 4 de 10 de julio y 1º de septiembre de 1998, en su orden, $187.070.393.25 y 

$64.845.747.96. La ejecución adelantada para el cobro de la obligación resultó infructuosa 

ante la falta de título ejecutivo. La convocada resistió las pretensiones y formuló la 
excepción de prescripción. Para la fecha de la demanda, dijo, había trascurrido más de 

quince años, contados desde la liquidación del contrato. El a quo declaró probado el medio 
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de defensa liberatorio. Señaló que la prescripción invocada era la ordinaria de diez años de 

la Ley 791 de 2002. El término lo encontró cumplido el 9 de octubre de 2008, antes del 1º 
de diciembre de 2015, fecha de presentación de la demanda. El ad quem confirmó la 

decisión. Se acusa en casación -como cargo único- la violación directa de los artículos 10, 

31, 1602, 1609, 1613, 1614, 1615 y 2536 del Código Civil, este últimos antes de la reforma; 

13, 58 y 228 de la Constitución Política; 94 del Código General del Proceso; 40 y 41 de la 

Ley 153 de 1887; y 8 de la Ley 791 de 2002. Según el censor, el término de prescripción en 

el sub-júdice es el vigente a su iniciación. El de veinte años, establecido en el original canon 
2536 del Código Civil. La Sala no casa la providencia impugnada. Con aclaración de voto. 

 
M. PONENTE    : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-012-2015-00805-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4704-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 22/10/2021 
DECISIÓN    : NO CASA Con aclaración de voto 

 
 
SC4703-2021 

 
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Pretensión indemnizatoria por fallecimiento 

en accidente aéreo. Cuantificación, liquidación y actualización de lucro cesante y perjuicios 

morales. Actualización del salario base al momento del accidente. El resarcimiento debe ser 

concreto, pleno y en equidad. Además, debe extenderse hasta el momento del pago y 

reclama aplicar los criterios técnicos actuariales en su valoración. Lucro cesante 
consolidado y futuro: la base de la liquidación -amén de desactualizada- se redujo a la 

mitad. Lo único que debía restarse era la cuarta parte estimada como gastos personales del 

fallecido. La infracción provino de la falta de aplicación del inciso 2º del artículo 283 del 

Código General del Proceso. La depreciación monetaria correspondía hacerla para el 

momento de resolver la alzada. Los criterios técnicos actuariales aceptados por la 
jurisprudencia imponen aplicar la corrección monetaria previamente a la deducción del 

porcentaje de gastos propios del causante. Además, en una sola oportunidad. Sin embargo, 

la indexación se aplicó después y no antes de restar el 25% destinado por el occiso “para 

sus gastos personales”. Cuando fallece el progenitor, la indemnización del lucro cesante en 

favor de los hijos se extiende hasta la edad de 25 años. Lucro cesante futuro de la cónyuge 

supérstite: se omitió acrecer la cuota una vez sus hijas alcanzaran la edad hasta la cual 
habrían de recibir la ayuda de su padre fallecido. En materia indemnizatoria, el 

acrecimiento, se trata de una garantía frente a los integrantes del núcleo familiar que 

perdieron su soporte económico debido al deceso del progenitor. Responde al principio de 

solidaridad parental, a la equidad y al resarcimiento integral de quien aún conserve su 

derecho a percibir la ayuda pecuniaria arrebatada con el hecho dañoso. En la dogmática 
jurídica de la responsabilidad civil, daño y perjuicio no responden a lo mismo, son 

categorías diferentes pero complementarias. Se actualizan perjuicios morales en 

$47.472.181, para cada uno de los demandantes. 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4703-2021-2001-01048-01.pdf
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NORMA PROBATORIA-No ostentan este linaje los artículos 16 de la ley 446 de 1998 y 283 

del CGP. 
 

Fuente formal:  

Artículo 16 ley 446 de 1998.  

Artículo 283 inciso 2º CGP.  

Artículo 1613 CC. 

 
Fuente jurisprudencial:  

1) El error de derecho, a su turno, «tiene lugar cuando el juez interpreta erradamente las 

normas que regulan su producción o eficacia, o su evaluación. De manera que su 

ocurrencia, tal cual se ha indicado, por lo general puede tener lugar en uno cualquiera de 

estos eventos: a) cuando se aprecia un medio que fue aducido sin la observancia de los 
requisitos necesarios para su producción, es decir, cuando se infringe el principio de 

legalidad; b) cuando no se evalúa el medio de convicción allegado por estimar erradamente 

que fue obtenido en forma ilegal; c) cuando a la prueba se le confiere un valor persuasivo 

prohibido en la ley; d) cuando se le niega el mérito probatorio a pesar de la ley otorgarle esa 

virtud; e) cuando se valora siendo una prueba inconducente; y, f) cuando se exige para 

probar determinado hecho o acto una prueba especial que la ley no requiere para ese 
efecto»: SC de 12 de febrero de 1998, exp. 4730. En el mismo sentido: CSJ SC 13 de abril 

de 2005, exp. 1998-0056-02; 24 de noviembre de 2008, exp. 998-00529-01; 15 de 

diciembre de 2009, exp. 1999-01651-01; 2 de noviembre de 2011.  

2) El daño es “la vulneración de un interés tutelado por el ordenamiento legal, a 

consecuencia de una acción u omisión humana, que repercute en una lesión a bienes como 
el patrimonio o la integridad personal, y frente al cual se impone una reacción a manera de 

reparación o, al menos, de satisfacción o consuelo cuando no es posible conseguir la 

desaparición del agravio”: SC 6 de abril de 2001, rad. 5502. Es el menoscabo o detrimento 

de un derecho subjetivo.  

3) El perjuicio, en cambio, es la consecuencia derivada del daño. Se traduce en el 

resarcimiento o pago del “(…) perjuicio que el daño ocasionó (…)”: SC5025-2020; SC5193-
2020; SC12063-2017; SC282-2021; SC2107-2018 SC16690-2016; SC397-2021; SC397-

2021; SC10297-2014; SC2758-2018.  

4) En lo posible, el agraviado debe ser restituido al estado anterior de la conducta dañosa. 

Ese ha sido el pensamiento de la Corte. Propende dejar a la víctima en forma “similar al 

que precedía a la ocurrencia de los hechos perjudiciales. De todas maneras, como las 
secuelas pueden diferirse en el tiempo, la providencia debe proyectar la indemnización 

hacia el futuro, comprendiendo cualquier rezago pendiente de causarse al momento en que 

se profiere»: SC 12 de diciembre de 2017, exp. 2008-00497-01.  

5) Pretende el legislador restablecer el equilibrio aniquilado por el hecho lesivo y dejar al 

«sujeto perjudicado en una situación lo más parecida posible a aquélla en la que se 

encontraría de no haber ocurrido el daño». Acreditada la responsabilidad civil, el juez 
«tendrá que cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es que habrá de 

tomar en consideración todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su 

intensidad, si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma adecuada 
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de resarcir el perjuicio»: SC 18 de diciembre de 2012, exp. 2004-00172-01 y SC22036-

2017.  
6) Es necesario, entonces, atender las condiciones específicas del damnificado y la 

magnitud del daño resarcible. Por lo mismo, «como se encuentre al momento de dictar 

sentencia y no simplemente en la fecha en que se produjo el menoscabo, toda vez que es 

factible que entre uno y otro instante la materialización del perjuicio sufra alguna variación 

o que sus efectos se extiendan en el tiempo»: SC 18 de diciembre de 2012, exp. 2004-00172-

01 y SC22036-2017.  
7) La estimación de ese detrimento debe armonizarse con el postulado de la reparación 

integral. Para la Corte «una vez demostrada la afectación negativa del ejercicio de una 

actividad productiva, debe procederse al restablecimiento patrimonial del agraviado, para 

lo cual basta la prueba de su aptitud laboral y, para fines de cuantificación, la 

remuneración percibida, sin perjuicio de que esta sea suplida por el salario mínimo legal 
mensual vigente»: SC4803-2019.  

8) Se hace necesario, dijo, «diferenciar el perjuicio denominado actual en contraposición del 

distinguido como futuro, según el momento en el que se le aprecie, que corresponde, por 

regla, a la fecha de la sentencia. Aquel equivale al daño efectivamente causado o 

consolidado y éste al que con certeza o, mejor, con un ‘alto grado de probabilidad objetiva’ 

sobre su ocurrencia, según expresión reiterada en la jurisprudencia de la Sala, habrá de 
producirse. En tratándose del lucro cesante, el actual es la ganancia o el provecho que, se 

sabe, no se reportó en el patrimonio del afectado; y el futuro es la utilidad o el beneficio 

que, conforme el desenvolvimiento normal y ordinario de los acontecimientos, fundado en 

un estado actual de cosas verificable, se habría de producir, pero que, como consecuencia 

del hecho dañoso, ya no se presentará»: SC 28 de agosto de 2013, radicado 6630.  
9) La aplicación de los criterios actuariales en la valuación del lucro cesante futuro ha sido 

pacífica para la Sala: para indemnizar esta especie de daño se verifica mediante el pago de 

un capital que se entregará en forma antelada, de él se deduce el interés puro o lucrativo 

(6% anual) que podría devengarle a la persona llamada a responder si la reparación no se 

realizara de manera anticipada, sino a medida en que el lucro cesante se genera. Por tanto, 

para establecer el valor de la ganancia futura dejada de percibir, la fórmula utilizada en el 
procedimiento elegido tiene como bases, de una parte, el ingreso mensual actualizado, y, 

de la otra, la deducción de los intereses por el anticipo de capital, obtenido a su vez 

mediante otra cuyo resultado lo refleja la tabla financiera número cinco -aplicada por la 

Corporación, entre otros, en los fallos últimamente referidos-, de acuerdo con el método 

atrás señalado, fijado mediante un índice en exacta correspondencia con el número de 
meses de duración del perjuicio expresado en esa unidad de tiempo, prescindiendo para 

ello de las unidades decimales, mediante la aproximación o reducción a la unidad entera 

más cercana. La multiplicación de los dos factores (monto indemnizable por el índice 

referido de deducción de intereses del 6% anual, por el anticipo de capital) arroja el monto 

buscado: SC 24 de abril de 2009, Exp. 2001-00055-01.  

10) Supone constatar varios hechos: El monto de los ingresos de la víctima al momento del 
deceso, actualizado a la fecha del fallo; el porcentaje destinado para sus gastos personales; 

la vida probable y el período durante el cual los damnificados se beneficiarían de la ayuda 

pecuniaria: SC 7 de diciembre de 2000, exp. 5651; 21 de junio de 2005, exp. 1998-00020-
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01; 18 de octubre de 2005, exp. 14.491; 29 de junio de 2007, exp. 1993-01518-01; 28 de 

octubre de 2011, exp. 1993-01518-01; 22 de marzo de 2007, exp. 1997-5125-01; 9 de julio 
de 2010, exp. 1999-02191-01 y 9 de julio de 2012, exp. 2002-00101-01.  

11) Normalmente, para ese momento, tiene dicho la Corte, “se culmina la educación 

superior, y la persona ya se halla en capacidad de valerse por sí misma”: SC 11149 de 21 

de agosto de 2015, exp. 2007-00199-01, reiterada en SC15996 de 29 de noviembre de 2016, 

exp. 2005-00488-01. En el mismo sentido: CSJ SC 18 de octubre de 2001 rad. 4504; 5 de 

octubre de 2004, exp. 6975; 30 de junio de 2005, exp. 0650; 19 de diciembre de 2006, exp. 
2000-00483-01; SC 078 de 31 de julio de 2008, exp. 2001-00096-01; 18 de diciembre de 

2009, exp. 1998-00529-01; 9 de julio de 2010, exp. 1999-02191-01; 17 de noviembre de 

2011, exp. 1999-00533-01; 8 de agosto de 2013, exp. 2001-01402-01; 11 de septiembre de 

2013, exp. 2001-00096-01; SC13925 de 30 de septiembre de 2016, exp. 2005-00174-01.  

13) Esta clase de daño, se ha dicho, “incide en la órbita de los afectos, en el mundo de los 
sentimientos más íntimos, pues consiste en el pesar, en la aflicción que padece la víctima 

por el comportamiento doloso o culposo de otro sujeto, por cuanto sus efectos solamente 

se producen en la entraña o en el alma de quien lo padece, al margen de los resultados que 

puedan generarse en su mundo exterior, pues en éstos consistirían los perjuicios morales 

objetivados”: SC 454 de 6 de diciembre de 1989, exp. 0612.  

14) El propósito de su reconocimiento en el juicio es, como ha señalado la jurisprudencia, 
reparar las aflicciones al alma. Claro está, siguiendo el ponderado arbitrio iudicis, «con 

sujeción a los elementos de convicción y las particularidades de la situación litigiosa, sin 

perjuicio de los criterios orientadores de la jurisprudencia, en procura de una verdadera, 

justa, recta y eficiente impartición de justicia, derrotero y compromiso ineludible de todo 

juzgador»: SC de 9 julio de 2010, exp. 1999-02191-01.  
15) Es posible establecer su quantum, sostuvo recientemente la Sala, «en el marco fáctico 

de circunstancias, condiciones de modo, tiempo y lugar de los hechos, situación o posición 

de la víctima y de los perjudicados, intensidad de la lesión a los sentimientos, dolor, 

aflicción o pesadumbre y demás factores incidentes conforme al arbitrio judicial ponderado 

del fallador»: SC de 18 de septiembre de 2009, exp. 2005-00406-01, SC665-2019.  

16) Al juez, por tanto, le corresponde fijar el perjuicio extrapatrimonial, pero las bases de 
su razonamiento no deben ser arbitrarias. Se trata, sostuvo la Sala, «de una deducción 

cuya fuerza demostrativa entronca con clarísimas reglas o máximas de la experiencia de 

carácter antropológico y sociológico, reglas que permiten dar por sentado el afecto que los 

seres humanos, cualquiera sea su raza y condición social, experimentan por su padres, 

hijos, hermanos o cónyuge»: SC de 5 de mayo de 1999, exp. 4978.  
17) La Corte de cuando en cuando ha establecido unos parámetros para fijar la cuantía del 

daño moral y señalado los topes máximos. Sirven de guía en la valuación acometida por los 

jueces de las instancias, dentro de las cuales es admisible que ejerzan su prudente arbitrio: 

CSJ SC de 28 de febrero de 1990, G.J. No. 2439, p. 79; 20 de enero de 2009, exp. 993 

00215 01; 13 de mayo de 2008, reiterada en pronunciamiento de 9 de diciembre de 2013, 

exp. 2002-00099; 17 de noviembre de 2011, exp. 1999-533; 9 de julio de 2012, exp. 2002-
00101-01; SC13925-2016, exp.2005-00174-01; SC5686.  

18) En razón de ser la cuantía del daño moral un asunto que queda reservado al justo 

criterio del fallador, y como quiera que no se trata en este evento más que de mitigar el 
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dolor que sufre el demandante a consecuencia del hecho dañoso, y no en estricto sentido, 

de una reparación propiamente dicha, no tendría sentido acudir a patrones (corrección 
monetaria, oro, upac, dólar, uvr) cuya utilidad práctica consiste en mantener en el tiempo 

la tasación del daño, en servir de correctivo de la desvalorización de la moneda nacional, 

que con el paso del tiempo pierde su valor adquisitivo y por tanto hace irrisoria una suma 

fijada en pesos, a modo de indemnización por equivalente: SC 17 de agosto de 2001, exp. 

6492, sentencia de19 de noviembre de 2011, exp. 00533.  

19) “Ahora, puesto que la parte demandante solicitó el reconocimiento de corrección 
monetaria sobre todas las condenas que se impusieran, es menester ordenarla frente al 

daño emergente y al lucro cesante, porque el detrimento moral es intangible en este asunto 

según se vio (…)”: SC 15 de abril de 2009, exp. 1995-10351-01.  

20) Adviértase que no se trata de aplicar corrección o actualización monetaria a las cifras 

señaladas por la Corte de antaño, por cuanto el daño moral no admite indexación 
monetaria, sino de ajustar el monto de la reparación de esta lesión, como parámetro de 

referencia o guía a los funcionarios judiciales, a las exigencias de la época contemporánea 

(…)»: SC17 de noviembre de 2011, exp. 1999-00533-01.  

21) La Corte procedió a indexar las condenas impuestas. Consideró para el caso la duración 

del proceso y su fijación por el juez de instancia en moneda legal corriente, no en otra 

unidad de cuenta que, en principio, erradique la devaluación. Precisamente el aludido fallo, 
con análogas circunstancias al actual, indexó la condena impuesta por perjuicios morales, 

porque se estableció en una cantidad fija de moneda legal corriente, de modo que no utilizó 

por ejemplo, salarios mínimos o gramos oro, u otra unidad de cuenta o de valor que 

recogiera la actualización de la moneda y por tanto de la condena; por ello, aquí como allá 

resulta procedente la actualización en relación con lo fijado inicialmente y el fallo que ahora 
se profiere: SC 12 de enero de 2018.  

22) La sala así ha procedido, por ejemplo, forjando una sólida doctrina probable en materia 

de perjuicios morales teniendo en cuenta diferentes circunstancias modales de tiempo, 

modo, lugar, época histórica, intensidad del daño, sentimientos afectados, naturaleza del 

derecho infringido en decisiones tales, como: CSJ SC 18 sep. 2009, rad. 2005-00406-01, 

CSJ SC 8 ago. 2013, rad. 2001-01402-01, CSJ SC5885-2016, 6 may. 2016, rad. 2004-
00032-01 y CSJ SC12994-2016, 15 sep. 2016, rad. 2010-00111-01. Muchos otros aluden 

a éstos topes admisibles siguiendo el prudente arbitrio judicial: CSJ SC064, 28 feb. 1990, 

G.J. No. 2439, p. 89; CSJ SC035, 13 may. 2008, rad. 1997-09327-01; CSJ SC 20 ene. 

2009, rad. 1993-00215-01; CSJ SC 17 nov. 2011, rad. 1999-00533-01; CSJ SC 9 dic. 2013, 

rad. 2002-00099; CSJ SC13925-2016, 30 sep., rad. 2005-00174-01; SC5686-2018, 19 
dic., rad. 2004-00042-01). En materia de alteración de las condiciones de existencia o daño 

a la vida de relación ha señalado algunas pautas en las siguientes providencias: CSJ 

AC2923-2017, 11 may., rad. 2017-00405-00; CSJ AC3265-2019, 12 ago., rad. 2019-

02385-00; CSJ AC1323-2020, 6 jul., rad. 2020-00686-00; CSJ AC188-2021, 1° feb., rad. 

2020-02990-00), pero también la ha deferido al arbitrium iudicis: CSJ SC 13 may. 2008, 

rad. 1997-09327-01, reiterada en CSJ SC21828-2017, 19 dic. 2017, rad. 2007-00052-01.  
23) En los perjuicios morales la Corte estableció: en SC 30 jun. 2005, rad. 1998-00650-01 

la suma de $20.000.000 por el fallecimiento de madre en accidente de tránsito; Sent. 

sustitutiva 20 ene. 2009 - rad.1993-00215-01 la suma de $40.000.000 a persona con 
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lesiones cerebrales por disparo imprudente de arma de fuego; Sent. sustitutiva 17- nov. 

2011, rad. 1999-00533-01 la suma de $53.000.000 a los familiares de persona fallecida en 
cirugía de septoplastia; SC 12 jul. 2012 rad. 2002-00101-01 la suma de $55.000.000 por 

fallecimiento de padre; SC 8 ago. 2013 rad. 2001-01402-01 la suma de $55.000.000 por 

fallecimiento de padre; SC12994-2016 la suma de $56.670.000 confirma decisión del a 

quo. Lesiones en accidente de tránsito; SC15996-2016 y SC13925-2016 la suma de 

$60.000.000 A padres, hijos y cónyuge de fallecido; SC16690-2016 la suma de $50.000.000 

daño neurológico de neonato; SC9193-2017 la suma de $60.000.000 deficiencia de 
atención medica en parto causante de parálisis cerebral y cuadriplejía; SC21898-2017 la 

suma de $40.000.000 daño por extracción de ojo; SC5686-2018 la suma de $72.000.000 a 

familiares de personas fallecidas en tragedia de Machuca (se otorgó un mayor valor ante la 

magnitud, alcance y gravedad del hecho); SC665-2019 la suma de $60.000.000 por muerte 

de peatón en accidente de tránsito; SC562-2020 la suma de $60.000.000 a víctima y padres 
por ceguera total, extracción globo ocular, parálisis medio lado corporal y retraso mental 

por mala atención médica a neonato; SC780-2020 la suma de $30.000.000 para víctima y 

familiares por lesiones de mediana gravedad en accidente de tránsito; SC5125-2020 la 

suma de $55.000.000 Fallecimiento del padre; SC3943-2020 la suma de $40.000.000 A 

favor del menor y padres por parálisis cerebral por negligencia en la atención médica a 

neonato; SC3728-2021 la suma de $60.000.000 a menor con parálisis cerebral por 
negligencia en la atención médica al momento del nacimiento.  

24) En daño a la vida de relación a determinado: Sent. Sustitutiva 20 ene. 2009, rad. 1993-

00215-01 la suma de $90.000.000 lesiones cerebrales por disparo imprudente de arma de 

fuego; SC 9 dic. 2013, rad. 2002-00099-01, la suma de $140.000.000 a persona que perdió 

el 75% de su capacidad laboral; SC16690-2016, la suma de $50.000.000 por daño 
neurológico a recién nacido en responsabilidad médica; SC9193-2017 la suma de 

$70.000.000 cuadriplejía y parálisis cerebral por mala atención en el parto; SC5686-2018 

la suma de $50.000.000 por voladura de oleoducto (Machuca); SC665-2019, la suma de 

$30.000.000 a cónyuge de peatón fallecido en accidente de tránsito; SC562-2020, la suma 

de $70.000.000 a víctima y padres por ceguera total, extracción globo ocular, parálisis 

medio lado corporal y retraso mental por mala atención médica a neonato; SC780-2020, la 
suma de $40.000.000 a víctima de accidente de tránsito por deformidad física permanente. 

 

Fuente doctrinal:  

DEVIS ECHANDÍA, Hernando “Teoría General de la Prueba Judicial”, Tomo 1, Quinta 

edición. Bogotá. Temis, 2002, p. 222. DE LA PLAZA, Manuel. La casación civil, Madrid, 
Edit. Revista de Derecho Privado, 1944, p. 246.  

RAE, Real Academia Española. Diccionario esencial de la lengua española. Ed. 22. Madrid: 

Espasa Calpe, 2006, p. 455.  

ORGAZ, Alfredo. El daño resarcible. Depalma, Buenos Aires, 1967, p. 121. CAZEAUX, P. - 

TRIGO REPRESAS, F., Derecho de las obligaciones, Librería Editora Platense, La Plata, 

1976, p. 899 y ss.  
IGLESIAS, Juan; Derecho Romano-Historia e Instituciones, Ariel Derecho, Barcelona, 

1993, p. 536. 
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ASUNTO:  

Las demandantes solicitaron declarar solidariamente responsables a los convocados del 
siniestro aéreo ocurrido. Como consecuencia, condenarlos a pagar los perjuicios, lucro 

cesante y daños morales, sufridos. Causa petendi: El 14 de febrero de 1996, Juan Claudio 

Tamayo, en compañía de Alfred Bloch Ditzel, invitado para una asesoría en un proyecto de 

construcción, viajaba con otras tres personas, en horas de la tarde, del departamento del 

Meta a la ciudad de Bogotá, en la avioneta Piper PA 28-236, serie 28-801192, matrícula 

HK-2449-W, propiedad de la sociedad interpelada. El aeroplano se precipitó a tierra y 
fallecieron todos los ocupantes. La aeronave estaba autorizada para transportar cuatro 

personas. El fallecido Alfred Bloch, sin embargo, consintió que viajaran cuatro pasajeros y 

un tripulante. El a quo accedió parcialmente a las pretensiones y condenó a los accionados 

a indemnizar daños materiales y morales. Adujo que respondían extracontractualmente por 

el ejercicio de una actividad peligrosa. Dijo que no había prueba de una causa extraña como 
generadora del resultado dañoso. Fallecido el agente de la conducta lesiva, sus herederos 

eran los llamados a resarcir a los deudos de Juan Claudio Tamayo. Lo mismo la sociedad 

Bloch y Cía. S. en C., como guardián de la avioneta siniestrada. Y Libia Niño Poveda, por 

ser la socia gestora de la persona jurídica. El ad quem confirmó la anterior determinación, 

al resolver la apelación de la parte actora y de la demandada Libia Niño Poveda. La demanda 

de casación contiene formulados siete cargos, sin réplica de la contraparte. En todos se 
denuncia violados los artículos 1613, 1614, 2341, 2343 y 2356 del Código Civil; 283 del 

Código General del Proceso; y 16 de la Ley 446 de 1998. Los ataques son parciales. No 

discuten la existencia del hecho lesivo ni la responsabilidad de los demandados. 

Únicamente, cuanto tiene que ver con la tasación del lucro cesante y el daño moral. 

Sustanciados bajo la égida del Código General del Proceso, la Corte los resolvió aunados el 
primero, cuarto y sexto, porque amén de encauzarse por el camino indirecto, se fundan en 

análogos argumentos. Del mismo modo, el segundo, tercero y quinto, enderezados recta 

vía, en tanto, se complementan entre sí formando un reproche integral contra las 

consideraciones que condujeron al sentenciador a tasar parte del lucro cesante pasado y 

futuro. Por último, el cargo séptimo, atinente a la estimación del daño moral. La Sala casa 

parcial la providencia impugnada y modifica la de primera instancia en cuanto a la 
actualización de perjuicios morales y lucro cesante. 

 
M. PONENTE    : LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-037-2001-01048-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4703-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 22/10/2021 
DECISIÓN    : CASA PARCIAL y MODIFICA 

 

 

SC4407-2021 

 
INCONGRUENCIA-No se configura cuando el ad quem entiende que la pretensión 

deprecada se enmarca dentro de los linderos de la responsabilidad contractual por abuso 

del derecho, sin aludir a la extracontractual, en razón de que la demanda fue clara en 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4407-2021-2016-00298-01.pdf
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determinar que los hechos originadores del litigio, aludieron a la celebración, ejecución y 

terminación de un acuerdo de voluntades de prestación de servicios. 
 

ERROR DE HECHO-Defectos de técnica: 1) en el desarrollo inicial del ataque no se 

cuestionó la errada valoración de medios de convicción que evidenciaran una 

determinación judicial alejada de lo realmente demostrado en el plenario, sino que se puso 

de presente la falta de correspondencia entre lo pedido y lo resuelto, reparo cuyo 

planteamiento procedía con invocación del numeral 3° del artículo 336 del Código General 
del Proceso, es decir, se escogió la vía inadecuada para plantear un vicio de incongruencia. 

2) cuando un estrado judicial de segunda instancia omite pronunciarse acerca de los 

aspectos sometidos a su conocimiento o los desborda, incurre en el vicio de incongruencia 

y no en vulneración de la ley sustancial por vía indirecta, como lo propuso la inconforme. 

3) ataque incompleto debido a que el reproche no reprueba todos los soportes del fallo 

criticado. 4) Era forzoso que el embate reprochara la tesis del juzgador ad quem, a cuyo 
tenor se ajusta al ordenamiento la terminación unilateral de un acuerdo de voluntades sin 

justa causa, determinación que careció de censura por la vía extraordinaria y deja ver, que 

el cargo es incompleto. 

 

Fuente formal:  
Artículo 336 numerales 2º, 3º CGP.  

Artículos 624, 625 numeral 5º CGP.  

Artículo 281 CGP.  

Artículo 344 numeral 2º CGP.  

Artículo 349 inciso final.  

Artículo 365 CGP. 
 

Fuente jurisprudencial:  

1) La Corporación tiene dicho al respecto que ‘[e]l principio dispositivo que inspira el proceso 

civil, conduce a que la petición de justicia que realizan las partes delimite la tarea del juez 

y a que éste, por consiguiente, al dictar sentencia, deba circunscribir su pronunciamiento 
a lo reclamado por ellas y a los fundamentos de hecho que hubieren delineado, salvo el 

caso de las excepciones que la ley permite reconocer de oficio, cuando aparecen acreditadas 

en el proceso’: SC8410-2014.  

2) No incurre en incongruencia el fallador cuando desestima totalmente las súplicas de la 

demanda, porque tal decisión repele cualquier exceso u omisión en la resolución del debate, 

habida cuenta que «(e)ste motivo de impugnación, en principio, es ajeno a los fallos 
completamente adversos a quien provoca el conflicto, en la medida que brindan una 

solución íntegra frente a lo requerido y sus alcances totalizadores no dejan campo para la 

duda o la ambivalencia. En otras palabras, se niega lo que se pide y, por ende, no puede 

decirse que exista una contradicción por el sólo hecho de que el reclamante insista en un 

propósito y el funcionario no encuentre soporte al mismo: SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-
01098-01.  

3) En el caso de que la decisión absolutoria sea el producto de un desvío considerable de 

los hechos consignados en el libelo o haciendo caso omiso a los alegatos oportunamente 



 
 

 
Nubia Cristina Salas Salas                                                                                     Gaceta de Jurisprudencia 
Relatora de la Sala de Casación Civil                                                                      Providencias 2021-10 

45 

presentados por los intervinientes, desbordando los límites allí trazados al elaborar una 

interpretación personal del asunto, que dista del querer expreso de las partes, tal proceder 
constituye un defecto que puede ser objeto de revisión. Lo que también ocurre si se tienen 

por probadas, de oficio, las defensas que omitió plantear el opositor al apersonarse del 

proceso, estando a su exclusivo cargo, como sucede con la prescripción, la nulidad relativa 

y la compensación: SC de 18 dic. 2013, rad. 2000-01098.  

4) Sin distinción de la razón invocada, deben proponerse las censuras mediante un relato 

hilvanado y claro, de tal manera que de su lectura emane el sentido de la inconformidad, 
sin que exista cabida para especulaciones o deficiencias que lo hagan incomprensible y 

deriven en deserción, máxime cuando no es labor de la Corte suplir las falencias en que 

incurran los litigantes al plantearlos: AC, 16 ago. 2012, rad. 2009-00466, reiterado AC, 12 

jul. 2013, rad. 2006-00622-01.  

5) Acorde con la añeja, reiterada y uniforme jurisprudencia de la Corporación, el yerro 
fáctico será evidente o notorio, ‘cuando su sólo planteamiento haga brotar que el criterio’ 

del juez ‘está por completo divorciado de la más elemental sindéresis; si se quiere, que 

repugna al buen juicio’, lo que ocurre en aquellos casos en que él ‘está convicto de 

contraevidencia’ (sentencias de 11 de julio de 1990 y de 24 de enero de 1992), o cuando es 

‘de tal entidad que a primer golpe de vista ponga de manifiesto la contraevidencia de la 

determinación adoptada en el fallo combatido con la realidad que fluya del proceso’ 
(sentencia 146 de 17 de octubre de 2006, exp. 06798-01); dicho en términos diferentes, 

significa que la providencia debe aniquilarse cuando aparezca claro que ‘se estrelló 

violentamente contra la lógica o el buen sentido común, evento en el cual no es nada 

razonable ni conveniente persistir tozudamente en el mantenimiento de la decisión so 

pretexto de aquella autonomía: G J., T. CCXXXI, página 644, SC 21 feb. 2012, rad. 2004-
00649, reiterada sentencia 24 jul. 2012, rad. 2005-00595-01.  

6) La incongruencia (que como se ha visto es un defecto in procedendo) no puede 

confundirse con el error de hecho que, por indebida valoración de la demanda, trasgrede 

indirectamente disposiciones sustanciales (equivocación in iudicando), pues la primera se 

constata por medio de una comparación objetiva entre el contenido de las pretensiones y el 

resuelve del fallo, mientras que el segundo se verifica estableciendo si la interpretación que 
el fallador hizo del libelo es contraevidente: AC3346-2020.  

7) Luego, la incongruencia no se presenta solo cuando existe una disonancia entre lo 

invocado en las pretensiones de la demanda y lo fallado, sino que también se patentiza 

cuando la sentencia no armoniza con lo pedido en la sustentación del recurso que, 

indudablemente, corresponde a una pretensión del derecho sustancial controvertido. Eso 
mismo se reiteró en CSJ SC3251-2020, al decir que «[d]e todas maneras, si se entendiera 

que lo que extraña la opugnadora es que no fue tratado por el juzgador de segundo grado 

un tema específico al que se extendía la apelación (…), lo indicado era dirigir el embate por 

vicio de incongruencia y no por la vía indirecta: SC5142-2020.  

8) Ello significa que el censor tiene la ineludible carga de combatir todas las apreciaciones 

de fondo que conforman la base jurídica esencial del fallo impugnado, sin que sea posible 
desatender y separarse de la línea argumental contenida en aquel proveído: AC7629-2016.  

9) A tono con la naturaleza extraordinaria del recurso de casación, tiene establecido la 

jurisprudencia vernácula de la Corte que dicho medio de impugnación, no obstante 
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habilitarse frente a aquellas sentencias que, como resultado de errores en la apreciación 

probatoria, resultan infringiendo la ley sustancial, no constituye una instancia más en la 
que pueda intentarse una aproximación al litigio, de suerte que, tratándose de la causal 

primera y cuando se acusa al fallador de haber incurrido en ese tipo de yerros, será 

necesario que el recurrente demuestre, si de error de hecho se trata, no sólo que la 

equivocación es manifiesta, abultada o evidente, es decir, que “puede detectarse a simple 

golpe de vista, tanto que para descubrirlo no se exigen mayores esfuerzos o razonamientos, 

bastando el cotejo de las conclusiones de hecho a que llega el sentenciador y lo que las 
pruebas muestren” (cas. civ. de 2001; exp. 6347), sino que también es trascendente, “esto 

es, influyente o determinante de la decisión ilegal o contraria a derecho; lo cual, descarta, 

entonces, según lo tienen entendido jurisprudencia y doctrina, aquellos errores inocuos o 

que no influyen de manera determinante en lo dispositivo de la sentencia, porque su 

reconocimiento ningún efecto práctico produciría” (cas. civ. de octubre 20 de 2000; exp: 
5509), por lo menos frente al cometido de la Corte de proveer a la realización del derecho 

objetivo que, en esa hipótesis, no se vería lesionado: S-158 de 2001, rad. nº 5993. 

 

Fuente doctrinal:  

Jorge Nieva Fenoll. El recurso de casación ante el Tribunal de Justicia de la Comunidades 

Europeas, J.M. Bosh, Barcelona, 1998. 
 

ASUNTO:  

Cablete Celular Ltda solicitó declarar que celebró con Directv Colombia Ltda.-anteriormente 

Sky Colombia S.A.- contrato de prestación de servicios con vigencia entre 1998 y el 17 de 

mayo de 2012, sin solución de continuidad por haber sido prorrogado en unas ocasiones y 
en otras renovado; que Directv Colombia impuso un convenio leonino, abusó de sus 

derechos y ejerció su posición dominante contractual en la celebración, ejecución y 

terminación anticipada, porque esta fue injusta, ilegal y rompió el equilibrio contractual, 

por lo cual debe declararse la invalidez o ineficacia del inciso final de la cláusula trigésima 

ya que no estaba contenido en el convenio inicial. El a quo desestimó las pretensiones. El 

ad quem confirmó la determinación apelada. En casación se formularon dos cargos: 1) con 
base en la tercera causal de casación, prevista en el artículo 336 del Código General del 

Proceso, se acusa el fallo de incongruente porque al interponerse el recurso de apelación 

contra la sentencia de primera instancia se alegó que el abuso del derecho es una especie 

de culpa aquiliana, citando un precedente sobre tal temática, de donde debieron ser 

analizados los elementos que estructuran la responsabilidad civil extracontractual, como 
también fue solicitado en la sustentación de la alzada. No obstante, el Tribunal omitió 

resolver tal aspecto de la impugnación, bajo la consideración de que la acción era de tipo 

contractual, lo cual «nunca fue planteado por la parte demandante»; así como porque tal 

censura careció de explicación, lo que no es cierto. 2) Por la vía indirecta, ante la falta de 

aplicación debido a errores de hecho en la valoración del material probatorio. La Sala no 

casa la decisión impugnada. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-030-2016-00298-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
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TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA 
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4407-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 22/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC4154-2021 

 
INCONGRUENCIA FÁCTICA-Defecto de técnica: la acusación incurrió en un 
entremezclamiento de causales pues, si bien dijo invocar la causal tercera del artículo 336 

del CGP, la argumentación destaca el yerro que cometió el ad quem al interpretar el libelo 

en sus pretensiones, pues en ellas no se solicitó la reparación solamente por causa de la 

muerte del paciente sino también de la lesión cerebral sufrida. Adujo que, consecuencia de 

dicho yerro apreciativo, se produjo una sentencia incongruente. Sin embargo, lo correcto 

era encauzar la acusación por la senda indirecta consagrada en la causal segunda que 
refiere al error de hecho por errónea apreciación de la demanda. La sentencia impugnada 

confirmatoria del fallo de primer grado que niega las pretensiones de la demanda no es 

susceptible de acusarse con apoyo en la causal de incongruencia. La única hipótesis 

excepcional que abriría paso a analizar la incongruencia de la sentencia absolutoria es 

cuando ella se profiera con fundamento en hechos distintos de los alegados en la demanda. 
El desajuste endilgado a la sentencia de segundo grado está relacionado con las 

pretensiones y a la llamada incongruencia fáctica, que deviene de la interpretación del libelo 

inicial, al desconocer que la solicitud de responsabilidad civil de la institución no 

descansaba de manera exclusiva en la muerte de la víctima, sino que también en la lesión 

cerebral severa e irreversible generada por la hipoxia. Los fundamentos de la sentencia 

deben existir, por regla general, al tiempo de la interposición de la demanda, porque aquella 
decide una situación anterior a esta, por lo cual no puede resolver sobre hechos posteriores. 

Si bien es cierto que la sentencia susceptible del recurso de casación puede acusarse por 

error de hecho manifiesto en la apreciación de la demanda (causal segunda). O por no estar 

en consonancia con las pretensiones o hechos de la demanda (causal tercera), estas dos 

formas de ataque no deben ser confundidas ni pueden plantearse en una misma demanda 
-así sea bajo diversos cargos-. 

 

Fuente formal: 

Artículo 281 inciso 1º CGP.  

Acuerdo 034 Sala de Casación Civil CSJ. 

 
Fuente jurisprudencial:  

1) «La incongruencia no sólo se presenta cuando confrontadas las resoluciones de la 

sentencia con las peticiones y defensas de las partes se observa que el fallo es extra, ultra 

o mínima petita, porque puede acaecer que a pesar de existir armonía cabal entre aquellas 

y éstas, se presente el fenómeno de la incongruencia, como cuando demandándose la 
nulidad del proceso con fundamento en la incompetencia del fallador, se declara el vicio, 

pero con apoyo en otra causal no alegada, como la de haberse omitido el término para pedir 

pruebas… La sentencia para ser congruente debe decidir solo sobre los temas sometidos a 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4154-2021-2007-00432-01.pdf
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composición del juez y con apoyo en los mismos hechos alegados como causa petendi, pues 

si se funda en supuestos fácticos que no fueron oportunamente invocados por las partes, 
lesionaría gravemente el derecho de defensa del adversario (…) Tal es el fundamento para 

afirmar que igual da condenar a lo no pedido, que acoger una pretensión deducida, pero 

con causa distinta a la invocada, es decir, con fundamentos de hecho no alegados»: SC 28 

de noviembre de 1977, reiterado en sentencia 6 de julio de 1981.  

2) «…O sea que, dicho en otras palabras, fundándose en la misma circunstancia procesal, 

por él alegada apreciación equivocada de la demanda en los hechos allí relatados acusa por 
conducto de los dos cargos y en forma sucesiva, error de hecho en el primero e 

incongruencia en el segundo. Y ese proceder del casacionista es inaceptable y desde luego 

por ser la propia, venga a tener prosperidad con solo cambiarle la denominación. (C.J. 

XCVIII, 168). Para impedir ese dualismo en el procedimiento propio del recurso en estudio 

consistente en acusar simultáneamente el mismo vicio en la misma demanda, así sea 
sucesivamente en cargos diferentes, pero con apoyo en causales diversas, basta recordar 

que los motivos de casación son diferentes por corresponder a vicios a los que es preciso 

reconocerles individualidad propia, lo que no permite combinar dichas causales para 

estructurar en dos o más la misma censura, ni menos “ pretender que el mismo cargo 

pueda formularse repetidamente dentro de la órbita de causales distintas»: SC 17 de junio 

de 1975 y 14 de noviembre de 1961, en SC 29 de noviembre de 1995 expediente No. 4477.  
3) La Sala, en orden a distinguir el yerro de actividad o de procedimiento del error in 

judicando o de juicio y las causales que los gobiernan, tiene dicho que «para que proceda 

la atención del ataque por inconsonancia requiérase, además, que se haya cometido por el 

sentenciador un auténtico vicio in procedendo, porque si la mencionada decisión proviene 

de la errada interpretación que de la demanda hace el juzgador, lo que se tipifica es, por el 
contrario, un vicio in judicando, denunciable no por la causal segunda sino por la primera 

de casación. Dada la facultad de interpretación de la demanda que tiene el juez, éste puede 

concluir, recurriendo incluso a los fundamentos de hecho, cuál es la acción impetrada o 

que la pretensión es una y no otra o, en fin, cuáles son sus alcances; de tal manera que si 

al proceder de este modo incurre en yerro de apreciación, deduciendo lo que realmente no 

se le ha pedido, y a consecuencia de ello resuelve de manera diferente de como se le solicitó 
no comete incongruencia sino un vicio in judicando, que debe ser atacado por la causal 

primera de casación. Cosa distinta es que, no obstante entender con certeza el alcance de 

la pretensión o el de la excepción, el sentenciador resuelva sobre lo que ellas no contienen, 

o se pronuncie ciertamente en relación con lo que incumbe hacerlo, pero con larguezas o 

defectos que no debe. En este último evento es lógico que la decisión obedece a un motivo 
puramente formal que estructura, desde luego, el vicio de inconsonancia»: SC 6 de julio de 

1981, texto reproducido en SC 17 de marzo de 1993, G.J. CCXXII, p. 202.  

4) Tal como reiteradamente lo ha sostenido esta Sala, la sentencia impugnada confirmatoria 

del fallo de primer grado que negó las pretensiones de la demanda no es susceptible de 

acusarse con apoyo en la causal bajo análisis: SC 1806-2015, SC, 7 marzo de 1997, CSJ, 

SC 26 de septiembre de 2017.  
5) En tal sentido, esta Corporación ha explicado que «(…) la sentencia impugnada 

confirmatoria del fallo de primer grado que negó las pretensiones de la demanda, no es 

susceptible de acusarse, en principio, con apoyo en la causal bajo análisis, porque al 
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desatender las reclamaciones de la parte actora, resolvió en su integridad las súplicas y el 

asunto en debate y, por lo tanto, no se estructura la incongruencia como consecuencia de 
un fallo extra petita, ultra petita o mínima petita»: AC4701-2016. La única hipótesis 

excepcional que abriría paso a analizar la incongruencia de la sentencia absolutoria es 

«cuando ella se profiera con fundamento en hechos distintos de los alegados en la 

demanda»: AC-1764-2021. 

 

Fuente doctrinal:  
Hernando Morales Molina. Curso de Derecho Procesal Civil. Parte General, Novena Edición. 

(Editorial ABC, 1985), Bogotá. Pg. 480. 

 

ASUNTO:  

Recurso de casación interpuesto contra la sentencia proferida por la Sala Civil del Tribunal 
Superior de Bogotá, en el proceso ordinario de responsabilidad civil médica que se promovió 

contra el Centro de Investigaciones Oncológicas - Clínica San Diego S.A., y otros, con el fin 

de que se declare a los convocados civilmente responsables por la muerte del paciente 

sufridos por la parte activa. El a quo declaró probada la excepción «inexistencia absoluta 

de responsabilidad civil en cabeza de los demandados». Consecuencialmente negó las 

pretensiones. El ad quem confirmó la decisión de primera instancia, «al no probar el motivo 
del fallecimiento, deviene imposible establecer un nexo que ligue ese suceso con la actividad 

ejercida por la médica y centro médico demandado. Por lo que no es dable afirmar que los 

errores médicos advertidos pudieron desencadenar el fatal resultado». Pese a que el 

casacionista propuso tres cargos en la demanda de casación, la Sala únicamente admitió 

el cargo tercero, mediante el cual se acusa la sentencia de no estar en consonancia con los 

hechos y con las pretensiones de la demanda, al desconocer «la solicitud de responsabilidad 
civil de la institución no recae de manera exclusiva en la muerte del paciente…». Dijo que 

se omitió que en la demanda se solicitó el reconocimiento de los perjuicios derivados de dos 

condiciones: i) la lesión cerebral severa e irreversible generada por la hipoxia, tras el ingreso 

a la Unidad de Cuidados Intensivos -por descuido inicial de los profesionales de la salud-; 

y ii) la muerte del paciente -consecuencia de la lesión cerebral irreversible-. La Sala Civil 
no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-014-2007-00432-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4154-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 25/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

SC4746-2021 

 
ACCIÓN REIVINDICATORIA DE LA COPROPIEDAD-Falta de legitimación en la causa por 
activa al accionar -no para la comunidad de copropietarios titular del derecho- sino tan 

solo para dos de los condueños. Dado su carácter especial o sui generis, la reivindicación 

de la copropiedad impone cualquiera de estas alternativas: (i) que el comunero desposeído 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4746-2021-2009-00397-01.pdf
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en nombre propio interpele a sus pares la reivindicación exclusiva de su cuota parte (ii) que 

el comunero desposeído, en su calidad de condueño, actúe en nombre de la comunidad de 
la que forma parte, para recuperar la totalidad de la cosa (iii.) que todos los comuneros 

ejerzan la acción buscando esa restitución global, integrando un litisconsorcio facultativo. 

Interpretación de la demanda: cuando en la primera pretensión se pide que se declare «que 

pertenece en dominio pleno, absoluto, en comunidad y proindiviso el derecho de propiedad 

o dominio, construcción, mejoras y demás anexidades que lo conforman”. Se requiere un 

examen in integrum de la demanda, teniendo presente que ante el carácter dispositivo que, 
en líneas generales, regentan los litigios civiles, resulta relevante el principio que gobierna 

la estructura dialéctica del proceso, según el cual «Venite ad factum iura novit curiae», que 

impone al juez una debida comprensión del conflicto presentado a su consideración, a 

partir de un análisis serio, fundado y razonable de su cabal extensión. 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Defectos de técnica: 1) El cargo primero se enfiló por la vía 

directa, pero no cumplió con las exigencias técnicas. Se denunciaron algunas normas que 

para cuando se finiquitó la instancia estaban expresamente derogadas (2107 del C.C; 90 

del C.P.C.), o que ante el tema objeto de discusión resultan impertinentes (2177, 2323, 

2525 del C.C.; 1262 del C. de Co.) o no eran las llamadas a actuar en el caso (949 C.C.), lo 

que finalmente hace que la sustentación se direccione hacia tópicos ajenos al preciso 
asunto examinado. 2) Al girar los reproches en derredor del artículo 2107 del Código Civil, 

se adentra en el contrato de mandato, en búsqueda de una representación que respecto de 

la comunidad participa de regulación propia, tornando el cargo desenfocado. 3) 

Circunstancia que excede los senderos de la infracción directa: sumergirse en aspectos 

fácticos, como es el análisis que se hizo a la demanda. 
 

Fuente formal:  

Artículos 946, 949 CC. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Es imprescindible para que el demandante obtenga fallo favorable, que «[s]egún concepto 
de Chiovenda, acogido por la Corte, la legitimatio ad causam consiste en la identidad de la 

persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la 

identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción 

(legitimación pasiva)". (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)»: SC de 14 de agosto 

de 1995, Rad. 4268), esto es, la designación legal de los sujetos del proceso para disputar 
el derecho debatido ante la jurisdicción: SC de 23 de abr. de 2003, Rad. 7651.  

2) Dentro de los instrumentos jurídicos instituidos para la inequívoca y adecuada 

protección del derecho de propiedad, el derecho romano prohijó, como una de las acciones 

in rem, la de tipo reivindicatorio (reivindicatio, Libro VI, Título I, Digesto), en ejercicio de la 

cual, lato sensu, se autorizaba al propietario -y se sigue autorizando- para reclamar que, 

judicialmente, se ordene al poseedor restituir el bien que se encuentra en poder de este 
último, por manera que la acción reivindicatoria, milenariamente, ha supuesto no sólo el 

derecho de dominio en cabeza de quien la ejerce, sino también, a manera de insoslayable 

presupuesto, que éste sea objeto de ataque ‘en una forma única: poseyendo la cosa, y así 
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es indispensable que, teniendo el actor el derecho, el demandado tenga la posesión de la 

cosa en que radica el derecho’ (LXXX, pág. 85)… Como lógica, a la par que forzosa 
consecuencia de lo esgrimido en el párrafo anterior, emergen las demás exigencias basilares 

para el éxito de la acción reivindicatoria, cuales son, que ella recaiga sobre una cosa 

singular o cuota indivisa de la misma, y que exista identidad entre la cosa materia del 

derecho de dominio que ostenta el actor y la poseída por el demandado: SC de 15 de ago. 

de 2001, Exp. 6219, reiterada 28 de feb. de 2011, Rad. 1994-0960.  

3) Para la prosperidad de la reivindicación es imperativa la concurrencia de los siguientes 
presupuestos: «derecho de dominio del demandante, posesión del demandado, identidad 

entre el bien perseguido por el actor y el poseído por la parte pasiva, y tener por objeto una 

cosa singular reivindicable o cuota determinada de una cosa singular, siendo los dos 

primeros los que definen quiénes son los legítimos contradictores en la controversia, esto 

es, el titular del dominio como actor y el actual poseedor por el aspecto pasivo y quien, 
según la presunción consagrada en el artículo 762 ib., se reputa dueño del bien: SC de 17 

de ago. de 2000, Exp. No. 6334; 27 de mar. de 2006, Exp. No. 0139-02, 13 de dic. de 2006, 

Exp. No. 00558 01 y 4 de ago. de 2010 Exp. 2006-00212-01.  

4) Cuando el artículo 949 del Código Civil permite reivindicar una cuota determinada de 

una cosa singular, titulariza al comunero para perseguir la efectividad de su derecho contra 

toda persona que en concreto lo disfrute con el carácter de poseedor, como copropietario si 
lo fuere, o como extraño que pueda pretender mejor derecho. En esa suerte de 

reivindicaciones de cuota de comunero contra comunero se discute primera y 

principalmente la calidad de copropietario y el alcance de su derecho, por modo que el 

pronunciamiento prepara el ejercicio de la acción divisoria para liquidar la comunidad: SC 

7 de jul. de 1959.  
5) Puede estar probada la posesión del demandado sobre la misma cosa singular que se 

reivindica, y puede además existir en general titularidad del actor. Pero si conforme a 

derecho lo reivindicable es una cuota y se pide todo el cuerpo cierto a que está referida, el 

actor cambia por sí y ante sí el objeto propio de su pretensión y no está llamado a triunfar 

en el litigio. El juez se encuentra incapacitado para sustituir el objeto de la acción, que por 

referirse al todo no es viable en la forma propuesta: SC 4 sept. 1961.  
6) Como es bien sabido, el comunero posee el bien común en su nombre y también en el de 

los condueños y por lo mismo la acción. de dominio que le corresponde debe ejercitarla 

para la comunidad: GJ Tomo XCI, página 528, SC 27 de feb. de 1968.  

7) No sólo el dueño de una cosa singular puede ejercer la referida acción de dominio, sino, 

también, quien es propietario de una cuota determinada proindiviso de un bien; empero, a 
este último no le es dable reivindicar para él, en los términos del citado artículo 946, la 

totalidad del bien o parte específica del mismo, como si se tratase de un cuerpo cierto. Así, 

lo ha entendido la jurisprudencia, pues invariablemente ha sostenido que ‘no siendo el 

actor dueño de todo el predio sino de una parte indivisa, su acción no podía ser la 

consagrada en el artículo 946 del Código Civil, sino la establecida en el artículo 949 de la 

misma obra, ya que el comunero no puede reivindicar para sí sino la cuota de que no está 
en posesión, y al hacerlo debe determinarla y singularizar el bien sobre el cual está 

radicada: G.J. XCL. Pág.528, SC 109 de 14 de agosto de 2007, Exp. 15829, reiterada el 21 

de abril de 2008, Exp. 1997-00055-01.  
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8) La trasgresión directa, acorde con inveterados pronunciamientos de esta Corporación, 

ocurre «cuando el sentenciador se equivoca en la aplicación del derecho material que 
concierne al asunto objeto del litigio, no obstante haber constatado correctamente la 

realidad fáctica: SC de 25 de feb. de 2002 Rad. 5925.  

9) Cuando el ataque en casación se funda en la causal que se comenta, compete al 

recurrente centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos legales que considere 

inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, prescindiendo de 

cualquier consideración que implique discrepancia con las apreciaciones fácticas del 
fallador, cuestión está que solo puede abordarse por la vía indirecta de la misma causal: 

SC feb. 18 de 2004. Rad. n°. 7037, reiterado en SC de oct. 3 de 2013, rad. n° 2000-00896.  

10) No cualquier yerro de esa estirpe es suficiente para infirmar un fallo en sede de 

casación, sino que se requiere que sea manifiesto, porque si se edifica a partir de un 

complicado proceso dialéctico, así sea acertado, frente a unas conclusiones también 
razonables del sentenciador, dejaría de ser evidente, pues simplemente se trataría de una 

disputa de criterios, en cuyo caso prevalecería la del juzgador, puesto que la decisión 

ingresa al recurso extraordinario escoltada de la presunción de acierto: SC de 9 de agos. de 

2010, Rad. 2004-00524-01.  

11) El juzgador de instancia, con sujeción a los aspectos objetivos y jurídicos de los medios 

de prueba, tiene la clara atribución de estimarlos conforme a las reglas de la sana crítica y 
arribar a las conclusiones pertinentes que sustenten el correspondiente fallo. Por esta razón 

en principio, tales conclusiones deberán mantenerse, a menos que el sentenciador hubiese 

incurrido en error evidente de hecho o en error de derecho trascendente, para quebrar el 

fallo atacado: SC de 10 de dic. de 1999, Exp. 5277, reiterada SC de 19 de sept. de 2006, 

Exp. 1999-00633-01 y SC2768-2019 y en ese orden, la presunción de legalidad y acierto 
conque viene precedido el proveído «no se puede socavar mediante una argumentación que 

se limite a esbozar un nuevo parecer, por ponderado o refinado que sea, toda vez que, in 

abstracto, tanto respeto le merece a la Sala el criterio que en esos términos exponga la 

censura, como el que explicitó el fallador para soportar su decisión judicial: SC de 5 de feb. 

de 2001, Exp. n° 5811.  

12) No cualquier norma de derecho sustancial (…) debe denunciarse vulnerada, sino una 
que sea pertinente a lo decidido, bien con la pretensión o con la oposición: AC 13 de marzo 

de 2008, Exp. 2000-05547-01, habida cuenta, que ante dicha omisión no podría la Corte, 

al analizar el cargo, establecer oficiosamente cuáles disposiciones materiales habrían sido 

quebrantadas a consecuencia de los yerros que se hubieren acreditado: AC de 7 de dic. de 

2001, Rad. 0482-01, reiterado AC8255-2017.  
13) En la actualidad es requisito formal de la demanda que cuando se invoque la causal 

primera y en ella se denuncie la infracción de normas de estirpe sustancial, deberá aparecer 

entre ellas, cuando menos, la que constituya la base esencial del fallo impugnado, o la que 

debía ser[l]o a juicio del recurrente; sin que esto último signifique que la demanda sea apta 

formalmente por el señalamiento discrecional o arbitrario de las normas infringidas, pues 

la selección que le corresponde efectuar está limitada a aquellos preceptos de carácter 
sustancial que tengan que ver con la controversia objeto del pleito y su decisión: SC de 26 

de abr. de 1996 Exp. 5904.  
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14) Circunscribiendo la atención a la acción reivindicatoria, por fuera del evento previsto 

en el Artículo 951 del Código Civil, el cual atañe a una hipótesis diferente, soporte medular 
e insustituible de la misma lo constituye el art. 946 ib., pues es él, y ningún otro de los que 

se ocupan de la materia, el que le atribuye al titular del dominio que se haya privado de la 

posesión del bien, el derecho de recuperarlo de quien lo tenga bajo su poder alegando ser 

dueño del mismo. Por ende, no obstante que dejen de citarse otros preceptos propios de la 

reivindicación dentro de la demanda que en contra de la sentencia se plantea como 

transgresora de la ley sustancial, resulta inevitable o forzosa la inclusión del susodicho 
artículo. Es él el que define los elementos configurantes de la acción reivindicatoria; de 

forma que si el recurrente omite su invocación, cuando la cuestión decidida recae sobre 

todos o cualquiera de ellos, la confrontación de la sentencia con la norma legal para saber 

si aquella resulta transgresora de ésta, no se podrá adelantar, y entonces el cargo estará 

llamado a fracasar: SC 028, de 7 de marzo de 1994, Exp. 3905.  
15) En sentido análogo, la Sala ha destacado el yerro fáctico in iudicando denunciable en 

casación por la causal primera, en que incurre el fallador cuando al interpretar la demanda, 

tergiversa de modo evidente su texto, o lo hace decir lo que no expresa o, también cuando 

cercena su real contenido: SC 22 de agosto de 1989, a raíz de lo cual fija los hechos y 

peticiones de la misma que en su sentir estructuran la disputa judicial de que conoce, y 

como consecuencia de ese ejercicio cae en la equivocación consistente en considerar uno o 
varios hechos ajenos a la causa o en definir una petición que no le ha sido formulada: SC 

8 de abril de 2003, expediente 7844, en cuyo caso, su certeza, notoria evidencia e incidencia 

comporta el quiebre de la sentencia: SC de 6 de mayo. de 2009, Exp. 2002-00083, reiterado 

SC5170-2018.  

16) La interpretación de la demanda requiere un examen in integrum de la misma, teniendo 
presente que ante el carácter dispositivo que, en líneas generales, regentan los litigios 

civiles, resulta relevante el principio que gobierna la estructura dialéctica del proceso, 

según el cual «Venite ad factum iura novit curiae», que impone al juez una debida 

comprensión del conflicto presentado a su consideración, a partir de un análisis serio, 

fundado y razonable de su cabal extensión, «siempre en conjunto, porque la intención del 

actor está muchas veces contenida no sólo en la parte petitoria, sino también en los 
fundamentos de hecho y de derecho y no existe en nuestra legislación procedimental un 

sistema rígido o sacramental que obligue al demandante a señalar en determinada parte 

de la demanda o con fórmulas especiales su intención, sino que basta que ella aparezca 

claramente en el libelo, ya de una manera directa o expresa, ya por una interpretación 

lógica basada en todo el conjunto de la demanda: GJ XLIV, p. 527; XIV, 488 y 833; LXI, 
460; CXXXII, 241; CLXXVI, 182 y CCXXV, 2ª parte, 185, SC-084-2008 de 27 de agos. de 

2008, Rad. 1997-14171-01.  

17) La importancia de los fundamentos fácticos del texto demandatorio ha sido reconocida 

por esta esta Corporación, la cual ha expuesto que «no es la calificación jurídica que el 

demandante hace en su libelo de la relación jurídica sustancial en disputa la que demarca 

el objeto del proceso, sino que lo es la exposición y alegación de los hechos jurídicamente 
relevantes los que la precisan, con lo cual se cumple con el viejo aforismo latino que regla 

la actividad judicial ‘mihi factum, dabo tibi ius’ (dadme los hechos, yo te daré el derecho), 
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connatural con los principios constitucionales de prevalencia del derecho sustancial 

(artículo 228) y autonomía judicial (artículo 230): SL17741-2015.  
18) Para que el error endilgado al tribunal pudiera ser calificado de evidente, habría sido 

necesario que en el poder o al menos en los distintos pasajes de la demanda, se indicara 

con claridad y precisión que la acción reivindicatoria se promovía por un comunero, pero 

no en favor suyo, sino de la comunidad misma. Mas como en el poder se dice que la acción 

de dominio se ejercerá para obtener la restitución del fundo en favor del demandante 

comunero y como en varios pasajes de la demanda se alude a una reivindicación para el 
comunero y no para la comunidad, el desacierto que pudo cometer el tribunal en la 

interpretación del libelo inicial del proceso no puede calificarse como evidente: SC de 27 de 

oct. de 1980. 

 

ASUNTO:  
Frente al Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, la Clínica de Medicina 

Integral Prevenir S.A. y la Clínica Hemato Oncológica Bonnadona S.A. solicitaron que se 

declare que le pertenece «en dominio pleno, absoluto en comunidad y proindiviso el derecho 

de propiedad o dominio. Construcción, mejoras y demás anexidades que lo conforman a las 

CLINICA DE MEDICINA INTEGRAL PREVENIR S.A. Y CLÍNICA HEMATO-ONCOLÓGICA 

BONNADONA S.A., los bienes inmuebles Primer (1°) piso, el Mezanine y el Quinto (5°) Piso 
que hacen parte del edificio nueva sede de la Alcaldía Distrital de Barranquilla», que fueron 

adquiridos «en dación en pago proindiviso y en comunidad mediante las resoluciones 

número 0034 del 30 de noviembre y 0037 del 7 de diciembre del año 2004, emanadas de 

la Entidad Promotora de Salud Del Distrito De Barranquilla. BARRANQUILLA SANA E.PS. 

EN LIQUIDACIÓN y se encuentran debidamente inscritos en los folios de matrícula 
inmobiliarias número 040290546; 040290547; 040290551, [O]ficina de [I]nstrumentos 

[P]úblicos de Barranquilla». El a quo negó las pretensiones y el ad quem confirmó la 

decisión. En casación, se formularon dos cargos, que se despacharon conjuntamente, dado 

que en su fundamentación se presentan elementos comunes: 1) con apoyo en el primer 

motivo de casación, denunció el quebranto directo de «los artículos 949, 2107, 2177, 2323, 

2526 del Código Civil; 1262 del Código de Comercio y 90 del Código de Procedimiento Civil, 
como consecuencia de la inaplicación de todos ellos». 2) se endilgó violación indirecta de 

«los artículos 2º, 29, 228 y 229 de la Constitución Política de Colombia y los artículos 949, 

20 2107, 2177, 2323 y 2525 del Código Civil;1262 del Código de Comercio; 90 del Código 

de Procedimiento Civil y 4° del Código de Procedimiento Civil, como consecuencia de errores 

de hechos manifiesto en la interpretación de la demanda. La Sala Civil no casa la sentencia 
impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 08001-31-03-002-2009-00397-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BARRANQUILLA, SALA CIVIL FAMILIA 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4746-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 25/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 
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SC4115-2021 

 
RESCISIÓN POR LESIÓN ENORME-De la partición de la sociedad conyugal. Carácter 

dispositivo de la sociedad conyugal -al condicionar su existencia a la ausencia de pacto en 

contrario-. Se faculta a las partes, no solo a modificar el régimen económico de la 

comunidad, sino también a impedir su surgimiento -todo ello como una clara manifestación 
de la autonomía de la voluntad-. Las capitulaciones son un acuerdo privado entre las 

partes, que recae sobre aspectos meramente económicos -que conciernen únicamente a los 

futuros contrayentes. Y que, por tanto, son renunciables. Según lo expuesto en el numeral 

2º del artículo 1838 del CC, la renuncia a gananciales en la sociedad conyugal puede 

rescindirse si se prueba que el consorte ha «sido inducid[o] a renunciar por engaño o por 

un justificable error acerca del verdadero estado de los negocios sociales». Carga de la 
prueba: insuficiencia probatoria de los elementos constitutivos del dolo. Fundamentación 

de la prueba pericial: en primera instancia se practicó conforme al Código de Procedimiento 

Civil. En la alzada se tramitó por el CGP, de conformidad con lo establecido en el literal c) 

de artículo 625 del CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) Por lo mismo, cuando en el recurso extraordinario se trata de violación directa de la ley 

sustancial, esto es, de su quebranto por fuera de todo defecto o falla de apreciación 

probatoria, el enjuiciamiento de la sentencia recurrida estriba en la confrontación de su 

texto con el derecho sustancial que se alega como infringido; y si sobre el resultado 

probatorio verificado por el juzgador, se advierte que éste dejó de aplicar o aplicó mal aquel 
derecho, sólo entonces podrá decirse que la censura por infracción directa es procedente: 

SC del 18 de abril de 1964; SC del 29 de mayo de 1963.  

2) A voz de la doctrina jurisprudencial, «las capitulaciones matrimoniales corresponden al 

régimen particular que acuerdan los esposos, para regular todos los aspectos económicos 

concernientes con ellos, una vez se casen: SC005 del 18 de enero del 2021.  

3) El resultado de esta conjunción de elementos es que los futuros contrayentes normen la 
comunidad de bienes, incluso para señalar que ningún bien ingresará a la misma, sin que 

esta estipulación sea una afrenta a la moral social, las buenas costumbres o una forma de 

esclavitud, como incorrectamente lo califica la casacionista. Es una mera declaración de 

voluntad con efectos económicos, que nada desdice de la relación sentimental que da origen 

a una familia: SC2222-2020.  
4) A su turno, esta providencia, al referirse a la presunción de existencia de la sociedad 

patrimonial (aplicable al caso en concreto mutatis mutandi), sostuvo que la presunción de 

existencia de sociedad patrimonial entre compañeros permanente, a que se refiere el 

artículo 2° de la ley 54 de 1990, mal podría entenderse como una regla de orden público o 

de contenido imperativo, pues como ya se explicó, su procedencia está subordinada a que 

los partícipes no hayan excluido su aplicación a través de una capitulación matrimonial 
que rehúse su existencia o modifique su composición, como lo permiten los cánones 1771 

y 1774 del Código Civil, aplicables a la materia por la remisión expresa de la citada ley: 

SC2222-2020.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4115-2021-2015-00327-01.pdf
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5) Tal postura fue reiterada por esta Corporación, en la cual se sostuvo que al abordar el 

estudio de las «capitulaciones matrimoniales», en CSJ SC 29 jul. 2011, rad.2007-00152-
01, se aclaró que los artículos 180 inciso 1º y 1774 del Código Civil advierten que, salvo 

pacto en contrario, el matrimonio genera sociedad conyugal, lo que significa que la pareja 

puede pactar libremente, a través de las capitulaciones, el régimen económico por el que 

habrán de regirse o desechar su nacimiento y si nada dicen se entiende que conforman una 

comunidad de gananciales, acorde con las reglas de los artículos 1771 y s.s. ibídem, así 

como lo hizo la Corte en CSJ SC2222-2020, donde explicó que las capitulaciones son fruto 
de la voluntad de los futuros consortes o compañeros y, por ende, su eficacia depende de 

que satisfagan las exigencias del artículo 1502 del estatuto civil, sean producto de un 

acuerdo de voluntades expreso, libre y voluntario, no contradigan el orden público, ni las 

normas imperativas y tampoco menoscaben los derechos y obligaciones que las leyes 

imponen a cada cónyuge o compañero permanente: SC2130-2021.  
6) Al tratarse la sociedad conyugal de un asunto meramente patrimonial y privado de los 

consortes, bien pueden renunciar a ella. Así lo ha aseverado esta Corte, que, sostuvo que 

los artículos 180 -inciso 1º- y 1774 del Código Civil, dejan en claro que, salvo pacto en 

contrario, el matrimonio genera sociedad conyugal, esto es, que deja en manos de los 

miembros de la pareja la posibilidad de pactar libremente, a través de las capitulaciones, 

el régimen económico que más les convenga y, en todo caso, presume que si nada dicen se 
entiende que entre ellos se forma una comunidad de gananciales, cuyas inclusiones y 

exclusiones aparecen establecidas en los artículos 1771 y s.s. ibídem: SC, 29 jul. 2011, 

rad. n.° 2007-00152-01.  

7) Como se sabe, la caracterización propia del recurso de casación impide realizar un nuevo 

examen fáctico sobre la controversia que los contendientes libraron: SC 31 de julio de 1945; 
SC 5 de sept. de 1955; SC 24 de nov. de 1958.  

8) Dada la autonomía institucional del juzgador, los errores trascendentes en casación, y 

por lo tanto la competencia del Tribunal Supremo para penetrar en los problemas de la 

prueba, motivan un régimen de excepción a la regla de la autonomía. Así que no le compete 

a la corte ocuparse de los hechos esos casos muy poco frecuentes: cuando el examen de 

las pruebas en el fallo instancia viola la ley sustantiva: G.J. LXXXII, 604.  
9) Error evidente, es el notorio, el que aparece de bulto, aquel que se descubre fácilmente 

sin necesidad de escolásticas alegaciones o de tremendos esfuerzos de imaginación: SC 2 

de agosto de 1958.  

10) De ahí que «[p]ara que se produzca esa clase de error -como lo ha pregonado la Corte 

en constante jurisprudencia- que la equivocación del sentenciador haya sido de tal 
magnitud que sin mayor esfuerzo en el análisis de las probanzas se debe a que la 

apreciación probatoria pugna evidentemente y de manera manifiesta con la realidad del 

proceso. La duda que genera el punto de hecho o la pluralidad de interpretaciones que 

sugiera, excluyen, en consecuencia, la existencia de un error de la naturaleza indicada: SC 

16 de agosto de 2005, expediente 1999-00954-01.  

11) Nemo auditur propriam turpitudinem allegans: no puede oírse la alegación de la propia 
falta como algo que apoye o favorezca a quien la invoca. SC, 23 nov. 1936, G.J. 1918, pág. 

484. En igual sentido: SC, 4 oct. 1982, CLXV, P. 215, SC4654-2019.  
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12) Por vía de la causal primera de casación no cualquier cargo puede recibirse, ni puede 

tener eficacia legal, sino tan sólo aquellos que impugnan directa y completamente los 
fundamentos de la sentencia o las resoluciones adoptadas en ésta; de allí que haya 

predicado repetidamente que los cargos operantes en un recurso de casación únicamente 

son aquellos que se refieren a las bases fundamentales del fallo recurrido, con el objeto de 

desvirtuarlas o quebrarlas, puesto que si alguna de ellas no es atacada y por sí misma le 

presta apoyo suficiente al fallo impugnado éste debe quedar en pie, haciéndose de paso 

inocuo el examen de aquellos otros desaciertos cuyo reconocimiento reclama la censura 
(Sent. cas. civ. No. 027 de 27 de julio de 1999; subrayas de ahora), de donde resulta que la 

prosperidad del reproche dependerá de “que se refiera directamente a las bases en verdad 

importantes y decisivas en la construcción jurídica sobre la cual se asienta la sentencia” 

(Sent. cas. civ. No. 002 de 25 de enero de 2008) y “exista completa armonía de la demanda 

de casación con la sentencia en cuanto a la plenitud del ataque, es decir, porque aquella 
combate todas y cada una de las apreciaciones jurídicas y probatorias que fundamentan la 

resolución: sentencia 27 de febrero de 2012, SC 20 sep. 2013, rad. 2007-00493-01.  

13) El recurrente tiene que atacar idóneamente todos los elementos que fundan el 

proveimiento, explicando con vista en este último y no en otro distinto, en qué ha consistido 

la infracción a la ley que se le atribuye, cuál su influencia en lo dispositivo y cómo este 

aspecto debe variar en orden al restablecimiento de la normatividad sustancial vulnerada, 
lo que impone entre otras cosas de no menor importancia por cierto, que la crítica a las 

conclusiones decisorias de la sentencia sea completa. Ello significa que el censor tiene la 

ineludible carga de combatir todas las apreciaciones de fondo que conforman la base 

jurídica esencial del fallo impugnado, sin que sea posible desatender y separarse de la línea 

argumental contenida en aquel proveído: SC15211-2017.  
14) Ataque incompleto: el sentido legal del recurso está determinado inexorablemente por 

la sentencia misma, lo que implica el deber del recurrente de echar a pique en su integridad 

los pilares en que se fundamenta, para lo cual debe asumir la tarea de desvirtuar la 

totalidad de las pruebas con que el ad-quem tuvo por acreditado los hechos relevantes del 

asunto litigioso resuelto, pues si alguna de ellas no es atacada y por sí misma presta base 

sólida a dicha resolución, ésta quedará en pie y el fallo no puede infirmarse en sede de 
casación; resultando en consecuencia completamente intrascendente si se logra demostrar 

errores que el impugnante señala en la apreciación de otras pruebas: SC 5 de noviembre 

de 1973, G.J. CXLVV, 106.  

15) Como se sabe, la violación indirecta por error de derecho presupone, «como es apenas 

natural entender, que el sentenciador no se equivocó al constatar la existencia material de 
los medios en el proceso, tampoco al fijar su contenido objetivo. De ahí, el recurrente, al 

estructurar el error de derecho, debe hacerlo sobre la base de aceptar tales tópicos, esto es, 

que la prueba, al decir de la Corte, fue exacta y objetivamente apreciada pero que, al 

valorarla, el juzgador infringió las normas legales que reglamentan tanto su producción 

como su eficacia: SC de 24 de mayo de 2017, Exp. 2006-00234, reiterado AC5530-2018.  

16) La fuerza vinculante de un experticio, en todo caso, y que obligue al juzgador a 
someterse a aquél sin discriminación de ninguna especie, no ha sido aceptada nunca por 

los expositores ni por nuestra legislación. De ahí en ésta la existencia de los artículos 722 

y 723 del Código Judicial, que no sólo permiten sino autorizan el análisis y valoración de 
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los fundamentos de un dictamen; esas normas dan al juzgador amplitud de juicio y de 

criterio para fijar en cada caso el valor de un peritazgo, sin estar forzado nunca a admitirlo 
o rechazarlo mecánica o ciegamente. El texto e interpretación del artículo 722 del Código 

Judicial no cohíben al Juez para analizar y apreciar los fundamentos del dictamen pericial, 

porque, como se ha dicho, ese texto no es ni puede ser de aplicación mecánica, sino que su 

alcance y eficacia desprenden no sólo del dictamen en sí mismo considerado sino de los 

fundamentos de éste. El artículo 723 coloca al Juez en un plano de apreciación muy amplia, 

para estudiar la fuerza probatoria del dictamen pericial, de acuerdo con las reglas generales 
sobre valoración de pruebas. En tratándose de un dictamen, en cualesquiera de los dos 

casos a que se refieren las normas que acaban de citarse, el juzgador puede aceptarlo o no, 

dando las razones para ello, sin que pueda nunca modificarlo, porque entonces su misión 

sería la de perito y no la de Juez: SC 9 de mayo de 1938 G.J. Tomo XLVI, N9 1935, páginas 

421 y siguientes, reiterada en sentencias de 7 de mayo de 1941 y 17 de agosto de 1944, 
SC5186-2020, SC del 14 de sept. de 1981, 18 de nov. de 1955, 14 de abril de 1953, 20 de 

nov. de 1955, 10 de julio de 1953, 17 de junio de 1960, 21 de abril de 1954, 14 de febrero 

de 1949, 20 de agosto de 1943, 30 de mayo de 1942.  

17) La propiedad esencial de todo dictamen -según la jurisprudencia constante de esta 

Corporación- es su grado de fundamentación y entre la cual se subsumen las capacidades 

o calidades del perito: SC del 10 de julio de 1953, STC2066-2021. 
 

Fuente doctrinal:  

Vélez, Fernando. Estudios sobre Derecho Civil Colombiano. Tomo 6. Paris América, pág. 

40.  

Demogue, René. Traité des obligations. Arthur Rousseau, París, 1923, pág. 335.  
El Digesto de Justiniano: 50, 17, 134. T.III. D’Ors, Hernández, Fuenteseca, García y Burillo. 

Aranzadi, Pamplona, 1972, pág. 878). 

 

ASUNTO:  

El demandante pretende que se declare: i) la rescisión por lesión enorme de la partición de 

la sociedad conyugal de Lida Pedraza y Diego René Valencia, contenida en la escritura 
pública No.0874 de 19 de abril de 2011, emanada de la Notaría Primera de Tunja; ii) la 

nulidad relativa por vicios del consentimiento de dicho instrumento; iii) dejar sin efectos 

jurídicos la renuncia a gananciales; iv) que, como consecuencia de lo anterior, se declare 

que la sociedad conyugal no ha sido liquidada y se ordene la restitución de los bienes al 

haber social, junto con los frutos civiles. Y v) pidió, finalmente, que se aplique la sanción 
por ocultamiento de bienes prevista en el artículo 1824 del Código Civil. El a quo desestimó 

las pretensiones. El ad quem confirmó la decisión de primera instancia. Se aclaró que las 

capitulaciones matrimoniales dejan sin piso jurídico todo el debate planteado por el 

pretensor - y así mismo se entendería erosionado su interés-En el caso sub examine, la 

sociedad conyugal no nació -por las referidas capitulaciones-. Así las cosas, discutir sobre 

la renuncia a gananciales de una sociedad patrimonial que no nació sería inane. Y lo serían 
también los otros aspectos planteados por el censor (v.g. el debatir sobre la lesión enorme 

de una partición de una sociedad inexistente). Así y todo, al lado de esta precisión 

preliminar, se ofrece lo que viene. Se formularon tres cargos en casación: 1) Al amparo de 
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la causal primera de casación, se acusa la sentencia de violar directamente por 

interpretación errónea los artículos 180, 1774, 1777 y 1841 del Código Civil, al sostener de 
forma equívoca «que las capitulaciones matrimoniales impiden el nacimiento de la sociedad 

conyugal». 2) Con soporte en la causal segunda de casación, se censura la sentencia de 

Tribunal de haber violado indirectamente el inciso 2 del artículo 1838 del Código Civil. 3) 

se acusa la sentencia de violar indirectamente el artículo 29 de la Constitución y el 1406 

de Código Civil por error de derecho, al valorar la experticia con transgresión de lo dispuesto 

en los preceptos 226 del Código General del Proceso y 233 del CPC, en particular, porque 
el perito designado carecía de idoneidad. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 15001-31-10-002-2015-00327-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE TUNJA, SALA CIVIL FAMILIA 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4115-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 25/10/2021 
DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC4112-2021 

 
CONTRATO DE FIDUCIA COMERCIAL-iduciaria efectúa la dación en pago de los bienes 

fideicomitidos sin autorización de la Junta de la fiduciaria. Interpretación del contrato: en 

materia de interpretación de contratos en general, de investigación de su sentido, 

significado efectivo y genuino, el criterio secular afianzado y reiterado muchas veces por la 

jurisprudencia es el previsto en el artículo 1618 del Código Civil. Deficiencia técnica: 1) 
falta de completitud del ataque del yerro al apreciar los elementos de juicio que obran en el 

proceso. 2) Desenfoque del cargo. En la apreciación de las pruebas, error facti in judicando, 

el sentenciador parte de premisas fácticas equivocadas. Se materializa (i) en la desacertada 

inferencia de la existencia del medio de prueba -tanto para reputarlo como para negarlo-. 

Y (ii) cuando concibe su existencia, de cara la realidad del proceso, pero desfigura su 

contenido. En uno y en otro caso, de manera ostensible y con incidencia decisiva en la 
determinación adoptada. La fundamentación del cargo no puede consistir simplemente en 

presentar el disentimiento del recurrente frente a la apreciación probatoria que hizo el 

Tribunal. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) El ataque por la incursión de un error de hecho, conforme se ha dicho invariablemente, 

está vinculado al defecto en la contemplación, existencia y percepción de determinado 

medio convictivo: SC del 23 de mayo de 1955; 19 de noviembre de 1956; 24 de abril de 

1986; 2 de julio de 1993; 9 de noviembre de 1993.  

2) Esta Corporación haya considerado que el planteamiento del error de hecho no tiene la 

virtualidad para reabrir el debate probatorio, cuyo escenario natural está en las instancias. 
La caracterización propia del recurso de casación impide realizar un nuevo examen fáctico 

sobre la controversia que los contendientes libraron: SC del 31 de julio de 1945; 5 de sept. 

de 1955; 24 de nov. de 1958.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4112-2021-2003-00976-01.pdf
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3) Dada la autonomía institucional del juzgador, los errores trascendentes en casación, y 

por lo tanto la competencia del Tribunal Supremo para penetrar en los problemas de la 
prueba, motivan un régimen de excepción a la regla de la autonomía. Así que no le compete 

a la corte ocuparse de los hechos esos casos muy poco frecuentes: cuando el examen de 

las pruebas en el fallo de instancia viola la ley sustantiva: SC G.J. LXXXII, 604.  

4) No es plausible, en sede casacional, entrar en la disputa de los hechos y en su correlativo 

entendimiento por parte del Tribunal, y mucho menos definir cuál es la única y correcta 

interpretación de determinado medio de prueba, cuando es posible la concurrencia de 
diversas conclusiones fácticas. «De ahí la necesidad de respetar la valoración de las pruebas 

que hacen los jueces de instancia, porque sería insostenible que sólo el juez de la casación 

tuviera el monopolio de la razón a la hora de elucidar el recto entendimiento de las pruebas 

allegadas: SC del 15 de abril de 2011.  

5) Esto lo ha precisado la jurisprudencia en multitud de fallos, algunos de vieja data según 
los cuales: error evidente, es el notorio, el que aparece de bulto, aquel que se descubre 

fácilmente sin necesidad de escolásticas alegaciones o de tremendos esfuerzos de 

imaginación: SC del 2 de agosto de 1958.  

6) El yerro fáctico, para que tenga entidad en casación y pueda, por ende, ocasionar la 

rotura de un fallo, tiene que ser manifiesto, particularidad que alcanza, cuando es tan grave 

y notorio que a simple vista se impugna a la mente, sin mayor esfuerzo ni raciocinio, o, en 
otros términos, de tal magnitud, que resulte contrario a la evidencia del proceso: SC 25 de 

noviembre de 1993.  

7) No sobra rememorar que cuando se aducen yerros de facto en la apreciación de los 

medios de convicción, el recurrente tiene la carga, una vez individualizado el medio en que 

recae el error, de indicarlo y demostrarlo señalando cómo se generó la suposición o 
preterición o cercenamiento, sin perder de vista que debe aparecer de manera manifiesta 

en los autos: SC 15 de septiembre de 1998, expediente 5075.  

8) El sentido legal del recurso está determinado inexorablemente por la sentencia misma lo 

que implica el deber del recurrente de echar a pique en su integridad los pilares en que se 

fundamenta para lo cual debe asumir la tarea de desvirtuar la totalidad de las pruebas con 

que el ad quem tuvo por acreditado los hechos relevantes del asunto litigioso resuelto pues 
alguna de ellas no es atacada y por sí mismo presta base sólida a dicha resolución esta 

quedará en pie y el fallo no puede confirmarse en sede de casación resultando en 

consecuencia completamente intrascendente si se logra no demuestra los errores que el 

impugnante señala en la apreciación de otras pruebas: Sentencia de 5 de noviembre de 

1973, G.J. CXLVII.  
9) De ahí que «[p]ara que se produzca esa clase de error -como lo ha pregonado la Corte en 

constante jurisprudencia- que la equivocación del sentenciador haya sido de tal magnitud 

que sin mayor esfuerzo en el análisis de las probanzas se debe a que la apreciación 

probatoria pugna evidentemente y de manera manifiesta con la realidad del proceso. La 

duda que genera el punto de hecho o la pluralidad de interpretaciones que sugiera, 

excluyen, en consecuencia, la existencia de un error de la naturaleza indicada: SC 16 de 
agosto de 2005, expediente 1999-00954-01.  

10) La apreciación de las pruebas del expediente hecha por el Tribunal, no puede 

modificarla la Corte, cuando aquella no está en pugna con la realidad procesal, o implique 
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que se cometió evidente error de hecho o de derecho que aparezca demostrado en el proceso: 

SC del 25 de febrero de 1958.  
11) Por vía de la causal primera de casación no cualquier cargo puede recibirse, ni puede 

tener eficacia legal, sino tan sólo aquellos que impugnan directa y completamente los 

fundamentos de la sentencia o las resoluciones adoptadas en ésta; de allí que haya 

predicado repetidamente que los cargos operantes en un recurso de casación únicamente 

son aquellos que se refieren a las bases fundamentales del fallo recurrido, con el objeto de 

desvirtuarlas o quebrarlas, puesto que si alguna de ellas no es atacada y por sí misma le 
presta apoyo suficiente al fallo impugnado éste debe quedar en pie, haciéndose de paso 

inocuo el examen de aquellos otros desaciertos cuyo reconocimiento reclama la censura 

(Sent. cas. civ. No. 027 de 27 de julio de 1999; subrayas de ahora), de donde resulta que la 

prosperidad del reproche dependerá de “que se refiera directamente a las bases en verdad 

importantes y decisivas en la construcción jurídica sobre la cual se asienta la sentencia” 
(Sent. cas. civ. No. 002 de 25 de enero de 2008) y “exista completa armonía de la demanda 

de casación con la sentencia en cuanto a la plenitud del ataque, es decir, porque aquella 

combate todas y cada una de las apreciaciones jurídicas y probatorias que fundamentan la 

resolución: SC 27 de febrero de 2012, SC, 20 sep. 2013, rad. 2007-00493-01.  

12) El recurrente tiene que atacar idóneamente todos los elementos que fundan el 

proveimiento, explicando con vista en este último y no en otro distinto, en qué ha consistido 
la infracción a la ley que se le atribuye, cuál su influencia en lo dispositivo y cómo este 

aspecto debe variar en orden al restablecimiento de la normatividad sustancial vulnerada, 

lo que impone entre otras cosas de no menor importancia por cierto, que la crítica a las 

conclusiones decisorias de la sentencia sea completa. Ello significa que el censor tiene la 

ineludible carga de combatir todas las apreciaciones de fondo que conforman la base 
jurídica esencial del fallo impugnado, sin que sea posible desatender y separarse de la línea 

argumental contenida en aquel proveído: SC15211-2017.  

13) El sentido legal del recurso está determinado inexorablemente por la sentencia misma, 

lo que implica el deber del recurrente de echar a pique en su integridad los pilares en que 

se fundamenta, para lo cual debe asumir la tarea de desvirtuar la totalidad de las pruebas 

con que el ad-quem tuvo por acreditado los hechos relevantes del asunto litigioso resuelto, 
pues si alguna de ellas no es atacada y por sí misma presta base sólida a dicha resolución, 

ésta quedará en pie y el fallo no puede infirmarse en sede de casación; resultando en 

consecuencia completamente intrascendente si se logra demostrar errores que el 

impugnante señala en la apreciación de otras pruebas: SC 5 de noviembre de 1973, G.J. 

CXLVV, 106.  
14) El error probatorio se configura cuando la prueba es determinante en la decisión final. 

De lo contrario, se trata de una «deficiencia de expresión de los medios y no un error de 

apreciación probatoria, o como en otra ocasión lo señaló, no se presume ignorancia de las 

pruebas por el sentenciador, cuando las conclusiones del pronunciamiento se justifican a 

la luz de las mismas pruebas: SC 4 de diciembre de 2008, radicado 9354, reiterando SC 5 

de mayo de 1998 (CCLII-1355) y SC 092 de 17 de mayo de 2001, expediente 5704; citas 
recogidas en SC4419-2020.  

15) Interpretar un contrato no es modificarlo: SC30 de marzo de 1927, G.J. XXXIV, p. 69.  
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16) No hay necesidad de rastrear por sus antecedentes la verdadera intención de los 

contratantes, cuando ella aparece declarada expresamente en las cláusulas del 
instrumento que otorgan: G.J. XXIV, p. 121, sentencia del 30 de mayo de 1914. Por lo 

demás, “el contrato a los ojos de la ley y del Juez no es ni puede ser otro que el que resulta 

de los hechos, aunque los interesados por ignorancia o fines especiales quieran revestirlo 

de una calidad que no tiene: G.J. VII, p. 92, sentencia del 18 de febrero de 1892.  

17) Las reglas interpretativas y decimonónicas que figuran en el Código Civil a partir del 

precepto aludido han sido ya explicadas por esta Corporación: SC del 5 de julio de 1983, 
SC139-2002 de agos. 1° 2002, rad. n°. 6907; SC127-2008 de dic 19 2008, rad. n.° 2000-

00075-01; SC038-2015.  

18) Ha de memorarse que de vieja data esta Sala ha venido señalando que, en cuanto hace 

a la interpretación del contrato, en el derecho positivo colombiano impera el principio según 

el cual las leyes que regulan los contratos son normas supletorias de la voluntad de los 
contratantes, cuando estos, al celebrar sus convenciones jurídicas, acatan todas las 

prescripciones legales requeridas para su formación y respetan el orden público y las 

buenas costumbres. El postulado de la normatividad de los actos jurídicos (art 1602, C.C) 

se traduce esencialmente, entonces, en que legalmente ajustado un contrato se convierte 

en ley para las partes, quienes por consiguiente quedan obligados a cumplir las 

prestaciones acordadas en él: Tomo CLXXVI. 2415, pág. 249 a 257.  
19) Cuando una cláusula se presta a dos interpretaciones razonables o siquiera posibles, 

la adopción de cualquiera de ellas por el sentenciador no genera error evidente, puesto que 

donde hay duda no puede haber error manifiesto en la interpretación: SC 3 de julio de 

1969, CXXXI, 14. Y es apenas obvio que el yerro de facto, cuya característica fundamental 

es el de que sea evidente, o como lo observa la doctrina de esta Corporación, que salte de 
bulto o brille al ojo, sólo se presenta cuando la única estimación acertada sea la sustitutiva 

que se propone. Por manera que la demostración del cargo ha de conducir al 

convencimiento de la contraevidencia, inconcebible cuando el resultado que se censura es 

producto de sopesar distintas posibilidades, que termina con la escogencia de la más 

probable, “sin que ninguna de ellas esté plenamente contradicha por las otras pruebas del 

proceso: SC 30 de noviembre de 1962, GJ XCVIII, 21; SC 4 mayo de 1968, aún no 
publicada; SC 20 de mayo de 1970, GJ. CXXXIV, 146 y 147, SC del 6 de agosto de 1985.  

20) La interpretación de un contrato como una cuestión de hecho, una estimación 

circunstancial de factores diversos probablemente establecidos en el juicio, no es posible 

desestimarla por la Corte, sino al través de la alegación demostrada de un evidente error 

de hecho, que ponga de manifiesto incuestionablemente una arbitraria interpretación 
judicial de la voluntad de los contratantes: SC del 25 de junio de 1951. SC del 11 de agosto 

de 1953, SC 7 de noviembre de 1953, SC 27 de abril de 1955, SC 28 de febrero de 1958, 

SC 21 de nov. de 1969, SC 28 de agosto de 1978, SC 6 de sept. de 1983, SC 6 de agosto de 

1985. 

 

Fuente doctrinal:  
Carbonnier, Jean. Droit Civil. Obligations. Themis, París, 1956, pág. 45 Messineo, 

Francesco. Doctrina general del contrato. T. II, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-

América, 1952, pág.97.  
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Laurent. Cours élémentaire de Droit civil. T.I. Bruylant-Christophe.Bruselas,1881, pág.9. 

Marty, Gabriel y Raynaud, Pierre. Les Obligations. T. 1. Sirey, París, 1988, pág. 249. 
 

ASUNTO:  

BLASTINGMAR LTDA (hoy BLASTINGMAR S.A.S), NICASTILLO LTDA. (hoy NICASTILLO S.A 

en liquidación) y SOTELO VÉLEZ SOVEL LTDA. pretende: i) Que se declare que la 

demandada, Fiduciaria -GNB.S.A.-, incumplió el contrato de fiducia, ii) Que, como 

consecuencia de lo anterior, se condene a la demandada a indemnizar en favor de las 
sociedades demandantes, el pago de todos los perjuicios compensatorios derivados de tal 

incumplimiento. Y, iii) solicitó que se condene al pago de los intereses moratorios 

comerciales, calculados sobre el monto de los perjuicios probados desde la fecha de mostrar 

su ocurrencia hasta cuando se verifique su efectivo pago. El a quo desestimó las 

pretensiones. El ad quem confirmó la decisión de primera instancia. Cargo único en 
casación: al amparo de la causal primera de casación del artículo 368 del CPC se formuló 

un cargo por la vía indirecta, como consecuencia del error de hecho en que incurrió en la 

apreciación de las pruebas. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS  

NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-008-2003-00976-01 
PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 

TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4112-2021 
CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 

FECHA     : 25/10/2021 
DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC4455-2021 
 

RESP0NSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL-Pretensión indemnizatoria que formula 

Dragados Hidráulicos S.A. frente a la Aseguradora Colseguros S.A., por los perjuicios 

materiales que se causaron ante la pérdida y desaparición de la Draga Caño Limón. 

Ausencia de acreditación de: (i) el daño como reducción patrimonial originada en la pérdida 

de una draga funcional, así como del lucro cesante por la imposibilidad de explotación; (ii) 
el hecho culposo en la desatención del deber de cuidado de la demandante por permitir el 

extravío de la draga y abstenerse de restituirla; y (iii) el nexo causal del daño como fruto de 

la infracción del deber de custodia. Frente al pedimento para que la demandada sea 

condena a reponer un navío operativo -por equivalente dinerario- así como los frutos que 

tuvo la aptitud de producir, en el juicio únicamente se demostró el reflotamiento de un 
armatroste inoperativo fruto del desvalijamiento y hundimiento por un largo período, que 

de manera alguna puede equipararse a un activo funcional. Estándar de conducta exigible 

a la aseguradora convocada: comportamiento de forma diligente, cautela y precaución para 

adelantar cada una de las actuaciones, ajustándose a criterios de buena fe objetiva. Fue 

más allá de sus deberes contractuales para salvaguardar el navío siniestrado, pagando a 

un tercero los costos de muellaje, vigilancia, administración. Se descarta el error de 
conducta atribuido a la aseguradora o la desatención al deber de restitución, pues la causa 

eficiente de la pérdida de las piezas metálicas reflotadas se centró en la negligencia de la 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4455-2021-2010-00299-01.pdf
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demandante, en tanto que la propietaria no hizo ningún seguimiento a la condición del 

bien, ni tomó correctivos oportunos para evitar las consecuencias ambientales negativas 
que se estaban generando. 

 

Fuente formal:  

Artículo 2341 CC.  

Artículo 38 numeral 3° Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.  

Artículos 344, 347 CGP.  
Artículo 366 numeral 3º CGP.  

Artículo 349 inciso final. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) La prosperidad de la casación reclama, por tanto, «[de]mostrar cómo esa falencia impone 
la expedición de una nueva determinación, porque si la decisión atacada se mantiene 

erigida en otra argumentación, los errores detectados serían intrascendentes y, por ende, 

no es necesario casar el proveído fustigado»: SC4791-2020.  

2) A tono con la naturaleza extraordinaria del recurso de casación, tiene establecido la 

jurisprudencia vernácula de la Corte que dicho medio de impugnación, no obstante 

habilitarse frente a aquellas sentencias que, como resultado de errores en la apreciación 
probatoria, resultan infringiendo la ley sustancial, no constituye una instancia más en la 

que pueda intentarse una aproximación al litigio, de suerte que, tratándose de la causal 

primera y cuando se acusa al fallador de haber incurrido en ese tipo de yerros, será 

necesario que el recurrente demuestre, si de error de hecho se trata, no sólo que la 

equivocación es manifiesta, abultada o evidente, es decir, que “puede detectarse a simple 
golpe de vista, tanto que para descubrirlo no se exigen mayores esfuerzos o razonamientos, 

bastando el cotejo de las conclusiones de hecho a que llega el sentenciador y lo que las 

pruebas muestren” (cas. civ. de 2001; exp. 6347), sino que también es trascendente, “esto 

es, influyente o determinante de la decisión ilegal o contraria a derecho; lo cual, descarta, 

entonces, según lo tienen entendido jurisprudencia y doctrina, aquellos errores inocuos o 

que no influyen de manera determinante en lo dispositivo de la sentencia, porque su 
reconocimiento ningún efecto práctico produciría” (cas. civ. de octubre 20 de 2000; exp: 

5509), por lo menos frente al cometido de la Corte de proveer a la realización del derecho 

objetivo que, en esa hipótesis, no se vería lesionado: SC158, 13 ag. 2001, exp. n.º 5993.  

3) Tesis con profundo arraigo jurisprudencial: «para que la violación de la ley adquiera real 

incidencia en casación, de suerte que conduzca al quiebre de la sentencia acusada, es 
menester que tenga consecuencia directa en la parte resolutiva del fallo, por lo que aquellos 

errores que apenas aparezcan en las motivaciones o razonamientos de la providencia, sin 

esa forzosa trascendencia en la conclusión final, no alcanzan a obtener la prosperidad del 

recurso»: SC10881-2015, reiterada SC7173-2017, reitera SC, 12 dic. 2014, exp. n° 00166.  

4) La impugnación extraordinaria no tiene cabida cuando «las omisiones endilgadas al 

Tribunal no [tengan] la trascendencia necesaria para aniquilar la sentencia cuestionada, 
pues aun cuando [sea] cierto que los instrumentos preteridos… darían cuenta de 

imprecisiones…, estas vaguedades no tenían la suficiente entidad para desvirtuar los 

elementos de convicción que sirvieron de pilar al fallo atacado»: SC12241-2017.  
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5) La Sala ha conceptuado que «[l]a responsabilidad civil ‘puede ser definida, de forma 

general, como el deber de reparar las consecuencias de un hecho dañoso por parte del 
causante, bien porque dicho hecho sea consecuencia de la violación de deberes entre el 

agente dañoso y la víctima al mediar una relación jurídica previa entre ambos, bien porque 

el daño acaezca sin que exista ninguna relación jurídica previa entre agente y víctima’ 

(López y López Ángel M. Fundamento de derecho Civil. Tirant lo Blanch, Valencia, 2012, 

pág. 406)»: SC5170-2018.  

6) En proveído de 17 de septiembre de 1935 la Corte sostuvo que, «para que pueda decirse 
que la culpa de una persona ha sido efectivamente la causa del perjuicio cuya reparación 

se demanda, es menester que haya una conexión necesaria entre dicha culpa y el perjuicio»: 

SC, GJ XLIII, p. 305.  

7) Años más tarde aseguró que «es principio universal de derecho civil que todo el que causa 

daño o perjuicio a otro obligado viene a repararlo… En esa máxima que nos legaron los 
jurisconsultos romanos se inspira el artículo 2341 del código civil colombiano… Se deduce 

de la letra y del espíritu de ese precepto -ha dicho la Corte, Sala de Casación- que tan solo 

se exige que el daño causado fuera de las relaciones contractuales pueda imputarse para 

que ese hecho dañoso y su probable imputabilidad al agente contraventor constituya la 

base o fuente de la obligación respectiva»: SNG, 23 ab. 1941, GJ LI, p. 442.  

8) Con posterioridad insistió en que, «quien… pretenda la indemnización de un perjuicio 
deberá acreditar, en principio, que éste realmente existió, el hecho intencional o culposo 

imputable al accionado y el nexo causal entre éstos»: SC, 4 jun. 1992, GJ CCXVI, p. 395, 

reiterada SC, 20 en. 2009, rad. n.° 1993-00215-01.  

9) La Corporación tiene por asentido que: «en nuestra tradición jurídica solo es responsable 

de un daño la persona que lo causa con culpa o dolo, es decir con infracción a un deber de 
cuidado; lo cual supone siempre una valoración de la acción del demandado por no haber 

observado los estándares de conducta debida que de él pueden esperarse según las 

circunstancias en que se encontraba: SC Sent. Dic 18 de 2012, radicación n. 2006-00094)», 

SC12994-2016.  

10) En este punto cobra especial relevancia la distinción entre obligaciones de medios y 

resultado, de hondas raíces en la jurisprudencia, por cuanto permite «atribuir las cargas 
probatorias de los supuestos de hecho controvertidos y establecer las consecuencias de su 

incumplimiento. Así, tratándose de obligaciones de medio, es al demandante a quien le 

incumbe acreditar la negligencia o impericia…, mientras que en las de resultado, ese 

elemento subjetivo se presume: SC7110-2017, SC4786-2020.  

11) El daño «consiste en el menoscabo que la conducta dañosa del victimario irroga al 
patrimonio, sentimientos, vida de relación o bienes de especial protección constitucional de 

la víctima… En otras palabras, ‘es todo detrimento, menoscabo o deterioro, que afecta 

bienes o intereses lícitos de la víctima, vinculados con su patrimonio, con su esfera 

espiritual o afectiva, o con los bienes de su personalidad’: SC16690-2016, SC282-2021.  

12) El nexo causal es el vínculo entre la culpa y el daño, en virtud del cual aquélla se revela 

como la causa de aquél: SC, 26 sep. 2002, exp. n° 6878; reiterada SC, 13 jun. 2014, rad. 
n° 2007-00103-01), para cuya comprobación deben tenerse en cuenta las reglas de la vida, 

el sentido común y la lógica de lo razonable.  
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13) Al efecto, «debe realizarse una prognosis que dé cuenta de los varios antecedentes que 

hipotéticamente son causas, de modo que con la aplicación de las reglas de la experiencia 
y del sentido de razonabilidad a que se aludió, se excluyan aquellos antecedentes que solo 

coadyuvan al resultado pero que no son idóneos per se para producirlos, y se detecte aquél 

o aquellos que tienen esa aptitud»: SC, 15 en. 2008, exp. n° 2000-673-00-01; en el mismo 

sentido SC, 6 sep. 2011, rad. n° 2002-00445-01.  

14) Ese método, cabe resaltar, no es caprichoso, sino que sirve al propósito de refinar el 

proceso de selección que se sugirió en precedencia. La causa, en el sentido que interesa al 
derecho de daños, es un concepto en el que se entremezclan consideraciones factuales y 

jurídicas. Por tanto, la verificación del nexo de causalidad exige un condicionamiento de la 

conducta o actividad del demandado en la realización del evento dañoso, pero no solamente 

eso, sino también ciertas cualidades de aquella relación, que deben extraerse de las fuentes 

del derecho aplicables. Los “dos pasos” -que reflejan las “dos facetas” de la causa-, sirven 
como una especie de recordatorio para reflexionar y argumentar acerca del problema causal 

en sendas esferas distintas, una fáctica, y otra jurídica: SC3604-2021. 

 

Fuente doctrinal:  

D. Iustiniani, Digestorum, según el texto del Códice Florentino y de la Edición Taureliana, 

p. 199. 
 

ASUNTO:  

Dragados Hidráulicos S.A. pretende que se declare civilmente responsable a la sociedad 

Aseguradora Colseguros S.A. por los perjuicios materiales -daño emergente y lucro cesante- 

que se causó tras la pérdida y desaparición de la Draga Caño Limón, contados a partir del 
mes de junio de 1995, época desde la cual estaba en custodia de la sociedad demandada. 

La Draga Caño Limón, de propiedad de la demandante, fue atacada el 20 de octubre de 

1993 por civiles armados, quienes obligaron a la tripulación a huir y, con posterioridad, 

detonaron unos artefactos explosivos. Como consecuencia, la draga quedó a la deriva y 

terminó sumergida cerca del municipio de San Jacinto. La Aseguradora Colseguros S.A., 

en desarrollo del proceso por responsabilidad contractual que se promovió en su contra en 
razón del contrato de seguro que amparaba la embarcación, la reflotó y llevó a Cartagena, 

momento a partir del cual asumió su custodia. La convocada asumió los costos de 

reflotamiento, traslado, inspección y muellaje, aunque con posterioridad exigió su 

reembolso a la demandante, quien pidió la realización de un inventario comparativo con 

intervención de peritos. Tiempo después se realizó una diligencia de inspección, como 
prueba anticipada, en la que se determinó que la draga no se encontraba en el lugar 

señalado por la convocada, aunque se conoció que desapareció desde el año 2006. Ante el 

extravío de la nave que estaba bajo la inspección y vigilancia de la aseguradora, la 

demandante promovió el presente litigio para exigir el pago del valor de la máquina y los 

frutos que pudo producir con mediana diligencia desde junio de 1995. El a quo negó las 

pretensiones de la demanda principal; además, de forma oficiosa, declaró la excepción de 
cosa juzgada para denegar las súplicas del escrito de reconvención. El ad quem “resolvió 

los recursos de apelación promovidos por todos los sujetos procesales, por proveído en el 

que se rehusaron los pedimentos judiciales”. Como cargos en casación se formularon los 
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de 1) violación directa de las normas sustanciales, por cuanto es incorrecto aseverar que la 

obligación de restitución de un cuerpo cierto sólo es aplicable a las obligaciones 
contractuales, so pena de desatender los principios de buena fe y solidaridad. 2) Violación 

indirecta como consecuencia de errores de hecho en la apreciación del material probatorio, 

por no tener probado que Aseguradora Colseguros S.A. tomó en su poder la draga y asumió 

su custodia, y que existió grave negligencia o dolo en su pérdida. También encontró un 

error de derecho por indebida atribución de la carga de la prueba, en punto a las 

condiciones de desaparición de la embarcación. La Sala no casa la decisión impugnada. 
 
M. PONENTE    : AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 
NÚMERO DE PROCESO   : 11001-31-03-012-2010-00299-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ, SALA CIVIL 
TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  

NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4455-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 26/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC4794-2021 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Defectos de técnica: 1) Se advierte una mixtura de causales pues 

el demandante expuso argumentos de carácter fáctico cuando el reparo debió 

circunscribirse única y exclusivamente a la presencia de errores de juicio sobre la 

existencia, validez, alcance o significado del precepto legal aplicable al caso, sin referencia 

a los hechos debatidos y probados. 2) Lo correcto era encauzar la acusación por la senda 

indirecta consagrada en la causal segunda, que refiere, entre otros, al error de hecho por 
errónea apreciación de determinada prueba. 3) Los defectos no se califican si fueron de 

hecho o de derecho, aun cuando se mencionan dos normas probatorias, pero sin la 

necesaria explicación de la razón de su violación (artículo 344 CGP). 

 

NORMA SUSTANCIAL-No ostenta este linaje el artículo 831 del Código de Comercio. 
 

Fuente formal:  

Artículo 344 CGP.  

Artículo 831 Ccio. 

 

Fuente jurisprudencial:  
1) La causal primera de casación se presenta «cuando, el funcionario deja de emplear en el 

caso controvertido, la norma a que debía sujetarse y, consecuencialmente, hace actuar 

disposiciones extrañas al litigio, o cuando habiendo acertado en la norma rectora del asunto 

yerra en la interpretación que de ella hace»: AC4048-2017.  

2) Compete al recriminador «centrar sus juicios exclusivamente sobre los textos legales que 
considere inaplicados, indebidamente aplicados o erróneamente interpretados, 

prescindiendo de cualquier consideración que implique discrepancia con las apreciaciones 

fácticas del fallador, cuestión esta que sólo puede abordarse por la vía indirecta»: SC feb. 

18 de 2004, Exp. n° 7037, reiterado en oct. 3 de 2013, Exp. n° 2000-00896-01.  

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4794-2021-2012-00488-01.pdf
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3) La norma sustancial es aquella que «frente a la situación fáctica que ella contempla, 

declara crea, modifica o extingue derechos subjetivos o impone obligaciones»: SC de 30 oct. 
1970, G.J CXXX, Página. 68. No tienen tal calidad aquellas que «sin embargo de 

encontrarse en los códigos sustantivos, se limitan a definir fenómenos jurídicos, o a 

describir los elementos integrantes de estos, o a hacer enumeraciones o enunciaciones, 

como tampoco la tienen la tienen las disposiciones ordinativas o reguladoras de la actividad 

in procedendo»: SC 24 de octubre de 1975, G J Tomo CLI página 254.  

4) «En lo que respecta al segundo cargo,que se endereza a la demostración de una infracción 
directa de las normas sustanciales,el recurrente señaló que fueron transgredidos dos 

artículos que no ostentan tal carácter,pues el 1564 del Código Civil que establece que toda 

obligación debe tener una causa y el 831 del Código de Comercio que consagra el 

enriquecimiento sin justa causa, no crean,modifican ni extinguen derechos u obligaciones 

entre sujetos de derecho concreto»: AC741-2020. 
 

ASUNTO:  

Marcos Aldana Casas solicitó que se declare: i) la terminación del subcontrato de 

explotación de carbón celebrado con la Compañía Minera El Triunfo S.A.S, por «haber 

expirado el término de la licencia de explotación desde el 22 de septiembre de 2002». ii) el 

enriquecimiento sin causa de la demandada por «haber extraído 222.417 toneladas de 
carbón de la concesión con placas No. 2260 (…) sin pagarle contraprestación alguna en 

detrimento de las reservas a que tiene derecho el demandante como concesionario del 

Estado». Consecuencialmente, pidió condenar al demandado al pago de ($ 10.222.964.146, 

oo) por concepto de lucro cesante, suma que corresponde al monto por el cual se enriqueció 

sin causa». El a quo declaró que el subcontrato de explotación minera celebrado entre las 
partes había terminado en forma unilateral por el contratante a partir del 20 de agosto de 

2009. Así mismo, negó las pretensiones de la demanda principal y las de la reconvención. 

El ad quem confirmó la decisión de primera instancia: “negó las pretensiones de la demanda 

principal y declaró terminado el proceso. No obstante, revocó los otros pronunciamientos. 

En su lugar, accedió a la pretensión de la demanda de reconvención: declaró que el 

subcontrato de explotación minera celebrado sobre la licencia 2260 se encuentra 
prorrogado por la suscripción del contrato de concesión entre Marcos Aldana Casas e 

Ingeominas (hasta el día 24 de enero de 2037). Por lo demás, negó la indemnización 

reclamada por el reconviniente y declaró no probada la excepción de mérito denominada 

“inexistencia de la obligación de responsabilidad de cumplimiento del contrato propuesta 

frente a la pretensión primera de la demanda de reconvención”.” En el único cargo en 
casación, se acusa la violación directa de los artículos 27, 60 y 350 del Código de Minas, 

831 del Código de Comercio y 176 y 178 del Código General del Proceso, debido a que el 

subcontrato perdió fuerza obligatoria con posterioridad a su celebración por las 

circunstancias previstas en la ley minera, en la medida en que no es aplicable el derecho a 

la prórroga; en sus cláusulas se han subrogado derechos y obligaciones emanadas del título 

minero y fue terminado unilateralmente. La Sala Civil no casa la sentencia impugnada. 
 
M. PONENTE    : FRANCISCO TERNERA BARRIOS 
NÚMERO DE PROCESO   : 25899-31-03-002-2012-00488-01 

PROCEDENCIA     : TRIBUNAL SUPERIOR DE CUNDINAMARCA, SALA CIVIL FAMILIA 
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TIPO DE PROVIDENCIA   : SENTENCIA  
NÚMERO DE LA PROVIDENCIA  : SC4794-2021 

CLASE DE ACTUACIÓN   : RECURSO DE CASACIÓN 
FECHA     : 27/10/2021 

DECISIÓN    : NO CASA 

 

 

SC4139-2021 

 
RECURSO DE CASACIÓN-Defectos de técnica: 1) Los cargos imputan trasgresión por la 
vía directa, pero en su desarrollo el impugnante como elemento común a todos, se adentra 

en juicios probatorios, entremezclando indebidamente aspectos propios de la causal 

primera con la segunda, lo que de suyo se encuentra proscrito en la impugnación 

extraordinaria. 2) Pasa por alto, que característica fundamental de la vía directa es que el 

contradictor viene aceptando a plenitud las conclusiones fácticas deducidas por el Tribunal 
y lo rebatido es la selección normativa realizada para la resolución del caso bien porque 

hizo actuar las que no correspondían o dejó de aplicar las que por la naturaleza del caso 

estaban llamadas a gobernar la decisión, ora la interpretación que de aquellas disposiciones 

realizó. 3) en el caso particular del primer reparo no se cumplió con la exigencia de citar 

las normas de carácter sustancial que resultaron trasgredidas.4) el opugnador, a más que 

inapropiadamente dirigió sus reproches a la apreciación de algunos elementos 
demostrativos, no explicó cómo la sentencia del Tribunal transgredió las normas que citó 

en tales cargos, amen que su sola enunciación sin proveer de argumentos que esclarezcan 

la manera como estas fueron desconocidas por el ad quem resulta insuficiente para quebrar 

la presunción de legalidad y acierto que precede a la decisión criticada. 4) la quinta censura 

no reprueba aspectos de aducción, incorporación o idoneidad de la prueba, sino a las 
conclusiones que adoptó el tribunal de su valoración, a consecuencia de una presunta 

apreciación equivocada de dos puntuales medios de convicción allegados (i) el contrato de 

«arrendamiento» incorporado a las diligencias y (ii) los testimonios e interrogatorios 

recepcionados, bajo el supuesto de haber suplido estos a aquel, dejando el asunto en el 

campo del error de hecho. 

 
NORMA SUSTANCIAL-No ostentan este linaje los artículos 1602, 1603, 1618, 1619, 

1621,1624, 1975, 1976 CC. y 167, 225 CGP. 

 

Fuente jurisprudencial:  

1) Los cargos que se esgriman se expongan por separado, de forma clara, precisa y 
completa, no de cualquier manera, «y, menos, de una que se asimile a un alegato de 

instancia, sino explicando y demostrando las específicas trasgresiones de la ley -sustancial 

o procesal- en que incurrió el sentenciador al proferir el fallo controvertido, de donde los 

argumentos que se esgriman no pueden quedarse en meras generalizaciones, o afianzarse 

en la totalidad de lo acontecido en el litigio, o aludir globalmente a lo probado en el proceso, 

o reprochar de forma abstracta las decisiones adoptadas, actitudes todas que harán 
inadmisible la acusación que en tales condiciones se formule, puesto que “…‘el recurrente, 

como acusador que es de la sentencia, está obligado a proponer cada cargo en forma 

concreta, completa y exacta para que la Corte, situada dentro de los límites que demarca 

https://cortesuprema.gov.co/corte/wp-content/uploads/2021/11/SC4139-2021-2015-00164-01.pdf
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la censura, pueda decidir el recurso sin tener que moverse oficiosamente a completar la 

acusación planteada, por impedírselo el carácter eminentemente dispositivo de la casación: 
G.J. t. CXLVIII, pág. 221, AC 28 de septiembre de 2004, AC3769-2014.  

2) Tampoco le será dable al opugnante deambular entre las distintas causales o mixturar 

su contenido, dada la autonomía y características disimiles de cada una, por lo que El 

legislador, en el artículo 368 del C. de P. C., [ahora 336 del Código General del Proceso] 

consagró diferentes causales de casación para que el interesado, al momento de exponer 

las razones de su inconformidad e invocar la senda pertinente pudiera, ciertamente, 
presentar una adecuada denuncia o encauzar su queja de manera idónea. Atendiendo esa 

perspectiva, al censor le está vedado, al momento de formalizar los cargos, involucrar 

indistintamente reproches que refieran a una y otra senda casacional; también mixturar o 

entremezclar, simultáneamente, la fundamentación que sirve de soporte a cualquiera de 

ellas: AC5139 de 2018, reiterada en SC1084-2021.  
3) No se cumplió con la exigencia de citar las normas de carácter sustancial que resultaron 

trasgredidas, ya que las invocadas carecen de esa connotación, puesto que el artículo «1602 

es el hontanar mismo de toda la teoría contractual, consagratoria quizá de la más grande 

metáfora de tal ordenamiento, en cuanto que para vivificar la fuerza de lo que se pacta se 

equipara nada menos que con el concepto de ley, es norma que por el mismo grado de 

abstracción no consagra en principio derechos subjetivos concretos»: AC 7520-2017 y el 
1603 «tampoco es sustancial, pues es meramente descriptivo de la forma como deben 

cumplirse los contratos: AC de 23 de noviembre de 2005, Rad. 1999-03531-00, AC de 9 de 

diciembre de 2003, Rad. 1801-01, AC280-2021.  

4) Los defectos de interpretación de los contratos estructuran siempre un error de hecho, 

al decir que “en los eventos en que surja un conflicto a propósito de la comprensión que ha 
de dársele a un contrato, a su cumplimiento o incumplimiento, la valoración que haga el 

sentenciador es una cuestión fáctica que el legislador confía a su discreta autonomía, de 

donde se desprende que el juicio que al respecto edifique es susceptible de echarse a 

pique…en la medida en que brille al ojo que el alcance que le otorgó…es absolutamente 

diferente del que ciertamente surge de su propio contenido: SC 162 de 11 de jul. de 2005, 

Exp. 7725, reiterada el 21 de feb. de 2012, Exp. 2004-00649-01 y el 23 de oct. de 2013, 
Ref. 2007-00215-01.  

5) Lo reiteró en tiempos posteriores diciendo, que «en lo que hace a la interpretación de los 

contratos, los juzgadores de instancia gozan de discreta autonomía, de suerte que la 

conclusión a la que arriben no es susceptible de modificarse en casación, salvo cuando de 

modo evidente quede demostrado que el sentenciador ad quem incurrió en un error de 
hecho, “como cuando supone estipulaciones que no existen, o niega o ignora las que existen 

o sacrifica su sentido con deducciones absurdas por opuestas a la lógica elemental o al 

sentido común: G.J. CXXXII SC del 21 de nov. de 1989, reproducida en sentencias de 7 de 

oct. de 1976, del 28 de ago. de 1928, y en G.J. SC del 22 de abr. de 1987(G.J.CLIII, pág. 

154, SC6823-2015.  

6) Valga decir, para la ocurrencia del yerro es indispensable «que al primer golpe de vista 
ponga de manifiesto la contraevidencia de la determinación adoptada en el fallo combatido 

con la realidad que fluya del proceso» (Sent. 146 de 17 de oct. de 2006, Exp. 06798-01), 

«que repugna al buen juicio», esto es, que «el fallador está convicto de contraevidencia» 
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(Sent. de 11 de jul. de 1990 y 24 de ene. de 1992), por violentar «la lógica o el buen sentido 

común» (CCXXXI,644), «tan evidente, esto es, que nadie vacile en detectarlo, que cuando 
apenas se atisba como probable o posible, ya no alcanza para el éxito de la casación, 

porque, como lo tiene averiguado la Corte, ‘la duda jamás sería apoyo razonable para 

desconocer los poderes discrecionales del sentenciador: GJ XLV, 649, GJ CCXXXI, p. 645, 

reiterado en SC 19 de mayo de 2011, Rad. 2006-00273-01. 

 

ASUNTO:  
Los promotores solicitaron que se declare la existencia de un contrato de arrendamiento de 

local comercial, el incumplimiento injustificado de la arrendadora demandada y se le 

condene al pago de los perjuicios materiales e inmateriales detallados en el escrito genitor. 

En respaldo narraron que el 1° de octubre de 2008 las partes suscribieron contrato de 

arrendamiento, cuyo objeto contratado «literalmente se reduce a que "LOS 
ARRENDATARIOS destinaran los espacios arrendados de la cafetería para el 

funcionamiento de restaurante y venta de alimentos y bebidas. Las partes están de acuerdo 

en que por razón de la destinación que se le dará al inmueble este tendrá un uso comercial, 

por lo cual le serán aplicables al presente contrato las normas sobre el arrendamiento de 

locales comerciales, especialmente las del código de comercio SIC "», pactando un término 

inicial de un año «prorrogable en caso de mutuo acuerdo entre las partes tácito o expreso». 
El a quo declaró previamente la falta de legitimación en la causa de John Jairo y de los 

menores Santiago y Gabriela, tras lo cual acogió la defensa de «inexistencia de contrato de 

arrendamiento de local comercial», para denegar las reclamaciones incoadas. El ad quem 

confirmó la decisión de primera instancia. Se formularon seis) cargos en casación, cuatro 

apoyados en la causal primera y dos en la segunda del artículo 336 del CGP, cuyo estudio 
conjunto se justifica, porque todos, se relacionan con la desestimación de las pretensiones 

por causa de la no demostración de la existencia del contrato de arrendamiento que se 

arguyó incumplido por la convocada. La Sala no casa la providencia impugnada. 

 
M. PONENTE    : HILDA GONZÁLEZ NEIRA 
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